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PRESENTACIÓN

N u ev  o  pa r a di  g m a  o r g a ni  z a c i o n a l 
pa r a  l a s  r es  p u es  ta s  j u di  c i a les    

a  l a  vi  o len   c i a  d o m é s t i c a ,  sex   u a l  
e  ins   t i t u c i o n a l

Es un honor para mí presentarles este dossier en el que trabajamos muchas 
personas del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación –enca-
bezada por el ministro Garavano–, otros integrantes y áreas del Estado y de 
la sociedad civil durante un tiempo considerable, con vocación, buena fe y 
aportando experiencia y conocimiento. Esperamos que sea una herramienta 
para transformar el paradigma organizacional de respuestas judiciales ante 
las víctimas de violencia hacia personas en situación de vulnerabilidad: muje-
res, niñas, niños, adolescentes, personas LGBTI+, adultxs mayores y personas 
con discapacidad. En ese sentido, no solo las mujeres se encuentran en una 
situación de desigualdad estructural producto de las relaciones de poder pa-
triarcal sino que las personas LGBTI+, (1)  las/os niñas/os y adolescentes, los 
varones adultos mayores, entre otros, también son excluidos por un sistema 
hegemónico y, por lo tanto, se los suele llamar “feminizados”.

Avanzar con un proyecto como este en cada jurisdicción sería un gran paso 
hacia la equidad entre las personas, y particularmente implicaría dar respues-
tas adecuadas y restaurativas de derechos para aquellxs que se encuentran 
estructuralmente en situaciones de vulnerabilidad. Sería, básicamente, otro 
paso para seguir generando cambios culturales y cambios institucionales 
para que cada persona importe, para que las personas vivan en dignidad, 
libre de violencias.

 (1) Las identidades trans, intersex, y otras personas parte del colectivo LGBTI+ (lesbia-
nas, gays, bisexuales, transexuales, transgénero, travestis, intersexuales). Se refiere así a 
aquellxs sujetxs que no se sienten identificadxs en el concepto de “mujeres”, pero que 
son también víctimas de opresiones patriarcales. Incluye también a quienes una iden-
tificación tradicional y biologicista se llamaría “varones” cuando estos no encarnen el 
estereotipo hegemónico de masculinidad, tengan una expresión de género feminizada 
o sean leídos por la sociedad como tales.

Subsecretaría de Acceso a la Justicia - Subsecretaría 

de Justicia y Política Criminal
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En este dossier les presentamos no solo la ley modelo misma, sino también:

•	una crónica que registra el drama de las mujeres víctimas de violencia intrafa-
miliar frente al Estado en oportunidad de hacer valer sus derechos;

•	un informe de políticas en donde se resume el proyecto;

•	una investigación que llevamos a cabo la Subsecretaría de Acceso a la Justi-
cia y la Subsecretaría de Política Criminal en pos de identificar las principales 
barreras al acceso a la justicia que experimentan las víctimas;

•	el articulado de la Ley Modelo de Creación del Equipo Judicial Especializado 
en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional;

•	una exposición de motivos que da cuenta de las razones por las cuales esta 
ley modelo y la reingeniería judicial que propone implican un cambio de pa-
radigma en cómo el Estado responde ante la violencia de género y la nece-
sidad;

•	gráficos sobre el procedimiento judicial de la ley modelo;

•	un documento que explica los motivos y principales lineamientos de la rein-
geniería en la gestión judicial propuesta;

•	una propuesta arquitectónica de Modelo de Atención Integral (MAI) donde 
se insertaría el Equipo Judicial Especializado; 

•	una presentación de filminas para su difusión;

•	un cuadro que ilustra iniciativas provinciales relacionadas a las violencias do-
méstica, sexual e institucional; 

•	materiales complementarios: infografías con información relevante que justi-
fican e ilustran la importancia de debatir, sancionar e implementar un nuevo 
paradigma organizacional en materia de respuestas judiciales a la violencia 
doméstica, sexual e institucional, y un link a través del cual se puede acceder 
a la bibliografía que hemos consultado en el trabajo investigativo. 

A inicios del 2016, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 
a través de la Subsecretaría de Acceso a la Justicia convocó a una mesa de 
expertas/os (en género y derecho, en derecho procesal civil, en derecho pro-
cesal penal, en niñez y adolescencia, en derecho penal, en derecho de familia 
y en gestión judicial) para discutir y elaborar una ley modelo para la creación 
del Equipo Judicial Especializado.

Con base en esta convocatoria, se conformó la Comisión sobre Ley Modelo 
para la Creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, 
Sexual e Institucional (en adelante, la Comisión), ), cuya coordinación se en-
cuentra a cargo de quien suscribe la presente, e integrada por las/os siguien-
tes expertas/os en la temática: María Gracia Andía, María de los Ángeles Ba-
liero, María Marta Cáceres, Luis Cevasco, Héctor Chayer, Marcela Eijo, Gustavo 
Galante, Daniel Gómez, Carlos González Guerra, Ignacio González Magaña, 
Graciela Medina, Eduardo Oteiza, Claudia Sbdar, Pablo López Viñals, Agustina 
Ramón Michel y María Celeste Leonardi. 
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Además de sus integrantes, en las reuniones de la Comisión participaron 
otras/os expertas/os, como el Dr. Pablo Ferrari, representantes de la Pro-
curación General de la Provincia de Buenos Aires (Dr. Guillermo Anderlic y 
Dra. Susana Deferrari), del Ministerio Público Fiscal (Dr. Patricio Maisonave) 
y del Consejo de la Magistratura (Dra. Heliana Giselle Bermani), ambos de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

En los últimos dos años, la Comisión celebró reuniones de trabajo periódicas 
a fin de analizar, debatir y determinar las atribuciones, características, compe-
tencias y demás cuestiones atinentes al Equipo Judicial Especializado. Duran-
te el 2016 se llevaron a cabo ocho reuniones, en las cuales se elaboraron los 
lineamientos y primer borrador de la ley modelo. En 2017 se celebraron diez 
jornadas de trabajo en diferentes puntos del país.

En efecto, el 6 y 7 de marzo de 2017 la Comisión se reunió en Salta, a instan-
cias de la invitación del Procurador General de la provincia, Dr. Pablo López 
Viñals. El 15 de mayo el encuentro de trabajo se desarrolló en San Miguel de 
Tucumán por invitación de la Vocal de la Corte Suprema de Justicia de Tu-
cumán, Dra. Claudia Sbdar. En ese marco, la Comisión también se reunió con 
el Gobernador de la Provincia de Tucumán, Juan Manzur, a fin de presentarle 
preliminarmente la ley modelo.

El 10 y 11 de julio del mencionado año las reuniones se realizaron en Córdoba, 
por invitación de la Dra. María Marta Cáceres, Vocal del Tribunal Superior de 
Justicia. Además, la Comisión visitó el Polo Integral de la Mujer en Situación 
de Violencia, dependiente de la Secretaría de Lucha contra la Violencia a la 
Mujer y Trata de Personas del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de 
Córdoba.

El resto de los encuentros se llevaron a cabo en la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, en las sedes del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de 
la Nación y del Ministerio Público Fiscal de CABA, invitadxs por el Dr. Luis 
Cevasco. Así, se realizaron cinco encuentros en el Ministerio de Justicia y De-
rechos Humanos de la Nación (24 de febrero, 15 de marzo, 31 de marzo, 5 de 
junio y 27 de septiembre) y dos jornadas en el Ministerio Público Fiscal de la 
Ciudad de Buenos Aires (14 y 15 de agosto y 13 de diciembre).

Durante este período tuve el gusto de coordinar este proceso de elaboración 
de una ley modelo. Para ello, se llevó a cabo el seguimiento de los avances de 
cada reunión celebrada por la Comisión, se realizaron consultas individuales a 
las/os integrantes, se adelantó en la letra de la ley los acuerdos conseguidos, 
y se llevó adelante la agenda de reuniones, entre otras tareas.

Además, desde su creación, la plataforma de Justicia 2020 contó con una 
iniciativa dedicada a la presentación y discusión de la ley modelo, dentro del 
eje 4.3 de acceso a la justicia. 

Una vez redactada una versión completa pero preliminar se realizaron en-
cuentros con organizaciones civiles en el marco de las reuniones presenciales 
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de Justicia 2020 y la iniciativa existente relacionada a la ley modelo. Se lleva-
ron a cabo los días 12 de octubre y 14 de diciembre de 2017 en el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos de la Nación. Allí se discutieron diversos puntos 
de la ley y se receptaron en ella varias de las sugerencias, sumado a reuniones 
más pequeñas con operadoras judiciales y expertas en el tema.

El objetivo ha sido una reforma estructural en el abordaje judicial de la violen-
cia doméstica, sexual e institucional, que en la mayoría de los casos constituye 
violencia de género contra las mujeres, niñas/os y adolescentes. La iniciativa 
busca diseñar y poner en funcionamiento un nuevo paradigma organizacio-
nal en la justicia que acompañe el cambio normativo trazado por la Ley de 
Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra 
las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales 
(ley 26.485). 

Asimismo, se propone visibilizar y dar respuestas a otros grupos en situación 
de vulnerabilidad tales como personas adultas mayores, personas LGBTI+, 
personas con discapacidad, personas institucionalizadas y niñas/os y adoles-
centes. Creemos que estas personas, lejanas al estereotipo de sujeto hegemó-
nico en una sociedad cisheteropatriarcal, sufren de tipos específicos de vio-
lencia que se relacionan directamente con lo que se conoce como violencia 
de género, particularmente desde una perspectiva interseccional. 

Se trata de generar cambios en la organización de la justicia destinados a la 
implementación de un enfoque en género, interseccionalidad y derechos hu-
manos que tenga en cuenta las fallas sistemáticas y las que más preocupan y 
afectan a las/os titulares de derechos. 

Esta reforma judicial está justificada, entre otros motivos, por razones de in-
tegralidad, economía procesal y de garantía de derechos constitucionales y 
derechos humanos, orientada a dar respuestas oportunas y adecuadas a las 
víctimas de un conflicto.

El Equipo Judicial Especializado se propone llevar adelante un profundo pro-
ceso de reingeniería institucional en la organización y gestión de los tribuna-
les, aprovechando economías de escala y oficinas de gestión común. Se trata 
de un sistema compuesto por colegios de jueces (juzgados pluripersonales) 
con oficinas comunes, un/a administrador/a del Tribunal, fiscales, defensores 
y asesorías tutelares especializadas. Los jueces tendrían competencia unifica-
da en lo civil y penal que ofrezcan (junto con fiscales y defensorxs especiali-
zadxs) respuestas eficaces, integrales y coordinadas a la violencia. 

Son órganos especializados con un enfoque en género, integralidad y gestión 
judicial. La jurisdicción se define por la modalidad de la violencia: domésti-
ca e institucional (que incluye casos de violencia a niñxs o personas adultas 
mayores institucionalizadas); pero también por un tipo de violencia, la sexual 
(sea en la modalidad que sea). Se unifican las respuestas que hasta ahora se 
han visto divididas en fuero penal y fuero civil, buscando la integralidad del 
proceso ante un solo conflicto. 
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Este Equipo Judicial presenta múltiples ventajas. En primer lugar, se evita la 
fragmentación del conflicto; conflicto que siempre fue único y que al frag-
mentarlo en fueros civil y penal, la víctima debe dividir y duplicar, redundando 
en un desgaste emocional y monetario que pocas personas pueden afrontar y 
que se convierte en una barrera para el acceso a justicia. 

En segundo lugar, es un mecanismo eficiente contra la victimización secun-
daria. Esto dado no solo por la “reunificación” del conflicto que atraviesa la 
víctima, sino además por su especialización, la cual implica un trato respetuo-
so de la autonomía, decisiones, vivencias e historia de cada víctima, en pos de 
encontrar la mejor solución para ella resguardando sus derechos.

En tercer lugar, promueve la especialización y desalienta el solapamiento de 
estructuras estatales dado que se compromete a unificar dentro de una mis-
ma institución (el Modelo de Atención Integral) las respuestas correspondien-
tes al Poder Judicial, al Ministerio Público Fiscal, al Ministerio Público de la 
Defensa, los servicios de salud, etc. Se busca evitar que las víctimas deban 
recorrer largos caminos y contactarse con múltiples personas e instancias a 
fin de lograr justicia.

Relacionado con lo anterior se encuentra la ventaja de que este Equipo Ju-
dicial ofrecería una respuesta oportuna, adecuada y coordinada frente a las 
violencias doméstica, sexual e institucional, dado que se busca componer un 
Equipo necesariamente especializado y necesariamente rápido en responder.

Por último, resulta una optimización de recursos a escala, tanto materiales 
como humanos, mejora asignaciones de funciones y roles, potencia la direc-
ción del proceso en todas sus etapas, dota de más decisores en función de la 
demanda de litigios, flexibiliza la burocracia, entre otros.

Dra. María Fernanda Rodríguez

Subsecretaria de Acceso a la Justicia

Marzo de 2018
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CRÓNICA de María (1) 

E l  a r d u o  c a m in  o  
pa r a  de  c i r  b a s ta

Esta es una crónica, basada en hechos reales, sobre el drama de las mujeres 
víctimas de violencia intrafamiliar frente al Estado en oportunidad de hacer 
valer sus derechos.

Una mañana, María pensó: “Esta es la última paliza que soporto, ya no puedo 
más; me duele el cuerpo y el alma. La próxima me va a matar ¿Quién va a cui-
dar a mis hijos? Ellos son muy chicos, me necesitan. No aguanto más verlos 
llorar cada vez que él me pega. Pero estoy sola, mi familia y mis amigas se 
fueron; no me perdonan que siga con él. No entienden que yo lo quería pese 
a todo. Él era muy celoso porque me quería. Lo perdoné, siempre lo perdoné, 
porque creí que iba a cambiar y que podíamos ser una familia feliz. Yo quería 
que Alma y Tomás tuvieran un papá. Pero ya no puedo más, no doy más; me 
va a matar. Espero que alguien me ayude…”.

Fue esa mañana y no otra. María apuró el mate cocido, abrochó los guarda-
polvos de sus hijos, cargó sus mochilas con los útiles y salieron los tres hacia 
la escuela. Mientras caminaban, tomaron otro camino. Con todo el miedo del 
mundo a cuestas pero con la decisión de hacer la denuncia, María subió al 
colectivo 22 que los llevaría a la comisaría 3ra de Quilmes. Durante años venía 
soportando violencia; ese día se reconocía por primera vez como víctima. 

Llegaron a la comisaría, un policía la recibe en mesa de entradas y le explica 
que para hacer ese tipo de denuncias debía ir hasta Don Bosco, donde está la 
Comisaría de la Mujer y la Familia.

María, Alma y Tomás caminan unas cuadras hacia la parada del colectivo 324 
donde toman el colectivo y 40 minutos después llegan. 

Tienen suerte de no haber tomado coraje un jueves, ya que los jueves es 
día de visitas de las detenidas alojadas allí. Los jueves, el personal policial 

 (1) Basada en hechos reales.

El arduo camino para decir basta
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debe abocarse por completo al control de las visitas que reciben las inter-
nas.

Después de unos minutos, María es recibida por personal policial femenino en 
una oficina. María es escuchada atentamente por primera vez. Tiene miedo, 
María tiene miedo de hablar, miedo de lo que pueda pasar después, cuando él 
se entere. Llora, muestra las lesiones sufridas por los últimos golpes del fin de 
semana. También tiene mucha vergüenza, porque se siente culpable por sus 
hijos, por haber esperado todo este tiempo.

La teniente que le toma la denuncia le alcanza un vaso con agua y le explica 
que la psicóloga que atiende allí tiene su agenda sobresaturada de turnos, 
pero que si vuelve por la tarde, seguramente la atenderá.

María, abrumada por lo que pasó, por el paso que acababa de dar (aquel del 
que nunca se creyó capaz) salió de la comisaría con sus hijos, nuevamente ha-
cia el centro de Quilmes. Allí está la sede de Irigoyen donde, según le dijeron, 
debe ver al abogado.

Sabe que su denuncia la va a leer un juez, al menos eso cree haber entendido.

Todo el tiempo tiene miedo, mira a sus hijos y se pregunta qué va a pasar 
cuando él se entere.

Llega a una nueva oficina, la tercera desde que salieron de su casa. Sus hijos 
le dicen que tienen hambre; es hora de almorzar. María les pide que esperen, 
que sean pacientes, que todo lo que está haciendo es por los tres, para que 
puedan vivir mejor.

En la oficina de Irigoyen, le explican que tiene una abogada que la va a de-
fender gratuitamente en una Defensoría, pero que como ya son casi las 14 h 
tendría que volver al día siguiente.

María, Alma y Tomás tienen hambre y están cansados. Ella sigue abruma-
da, sigue con miedo, pero sigue porque sabe que ese día pudo. Mañana no 
sabe.

Llegan a un bar cerca de la estación de trenes de Quilmes para que los chicos 
puedan comer algo. El dinero no le alcanza para los tres. Ella los mira y piensa 
“¿ahora qué hago?”.

Revisa los papeles que le dieron en la comisaría y recuerda que un médico la te-
nía que ver por los golpes de la tarde anterior. Tiene que ir a un reconocimiento 
médico en la Oficina del Triángulo de Bernal.

Allí van los tres a la parada del “blanquito”. Alma y Tomás están cansados, 
pero María no tiene a nadie que la ayude. La familia de él jamás la apoyaría, 
para los hombres de esa familia es normal pegarle a sus mujeres, creen que 
las mujeres se lo merecen. Ellas también lo creen.
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Llega a la oficina para el reconocimiento médico, cargando a Tomás que se 
durmió en el colectivo. 

Espera. Espera un poco más, la reciben y le practican el reconocimiento mé-
dico. 

Luego le explican algunas cosas que María no entiene y pregunta: “¿el juez va 
a ver mi caso?”. 

Son casi las 18 h. María piensa que su marido estará volviendo del trabajo y 
ella y los chicos no están, que verá que no preparó la cena, no hizo las camas 
y se va a dar cuenta de que no estuvo en todo el día. Eso lo va a enojar mucho.

María tiene miedo de volver a su casa, pero sigue y necesita ayuda ese día.

El policía de la entrada le recomiendo que vaya a la Dirección de Género de la 
Municipalidad de Quilmes, seguramente allí la podrían ayudar.

Nuevamente suben a un colectivo, a esa hora repleto de gente.

Llega a la cuarta oficina donde la mandaron. La reciben una abogada y una 
psicóloga. La escuchan y le explican muchas cosas, María entiende un poco 
más.

Está cansada, tiene miedo de volver a su casa después de todo lo que hizo 
ese día, tiene miedo de la paliza que le va a dar su marido cuando sepa que lo 
denunció. También tiene miedo por Alma y Tomás.

En la Dirección de Género le proponen pasar la noche a resguardo con sus 
hijos y ella acepta. Le explican que van a pedir la exclusión de hogar de su 
marido, para que ella pueda volver a su casa con sus hijos. 

Le prometen que la van a ayudar y no la van a dejar sola. Ella les cree. No tiene 
otra opción. 

Caminan los tres al refugio, son más de las 22 h. Suspira profundo y se pre-
gunta: “¿el juez leyó mi denuncia?”. 

Alma y Tomás se entregan rápidamente a un sueño profundo, fue un día largo 
y distinto, saben lo que está pasando. Sin embargo, María no logra dormir. 
Contempla la noche por una pequeña ventana del cuarto principal del refugio 
y piensa… piensa en sus hijos, en qué haría sin ellos.

Al día siguiente, María, todavía un poco confundida, cansada, resuelve llevar 
a sus hijos a la escuela para luego dirigirse a la Defensoría Civil a hablar tran-
quilamente con la abogada que le asignaron ayer, quien hoy la escucharía. 

María necesita volver a su casa: ella y sus hijos no tienen otro lugar donde ir. 
Necesita empezar de nuevo.

Convence a los niños de quedarse en la escuela, ellos no querían separarse de 
su mamá, no al menos ese día. Ella les promete que toda va a estar bien, que 
al mediodía vendría a buscarlos.
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Emprende el camino hacia la Defensoría, prefiere guardarse el dinero del bo-
leto del colectivo, sabe que vendrán momentos difíciles.

Va caminando por la peatonal Rivadavia; por un momento se relaja, sonríe, 
casi se olvida.

De pronto siente un fuerte estruendo, un ruido ensordecedor. La gente a su 
alrededor empieza a correr para todos lados, grita desesperada, hay mucha 
confusión. 

Un fuerte dolor la invade por la espalda; su respiración parece detenerse. Lo-
gra girar hacia atrás antes de caer y lo ve. El rostro de su marido y el antiguo 
revolver calibre 22 en su mano derecha es lo último que ve María antes de 
desvanecerse.
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resumen ejecutivo

I N F ORM   E  D E  PO  L Í T I CA  S

¿Quiénes son lxs destinatarixs de este documento?

Poderes judiciales provinciales, legisladorxs provinciales, decisorxs de polí-
ticas públicas, organizaciones de la sociedad civil y comunidad en general.

¿Por qué se preparó?

Para rendir cuentas del recorrido de la redacción de la ley modelo y, difundir 
sus puntos principales, ventajas y oportunidades que puede brindar su san-
ción e implementación. También para que sirva de insumo para las legislaturas 
provinciales que impulsen la sanción de una ley que tome como modelo lo 
acá propuesto.

¿Cómo se integra el dossier?

Este informe de políticas acompaña un dossier de documentos: una investiga-
ción sobre las barreras en el acceso a la justicia en casos de violencia de géne-
ro e iniciativas de derecho comparado; la Ley Modelo de Creación del Equipo 
Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional que se 
propone como respuesta al diagnóstico de la investigación; una exposición 
de los motivos principales para la sanción de la ley; infografías y gráficos del 
diseño institucional y procesal que se propone en la ley; un PPT con la infor-
mación más relevante; una propuesta modelo de infraestructura necesaria.

1. Introducción

El ámbito judicial se enfrenta a importantes desafíos para abordar las denun-
cias de casos de violencia doméstica, sexual y/o institucional contra personas 
en especial vulnerabilidad como son mujeres cisgénero, personas LGBTI+, ni-
ñas/os y adolescentes y adultas/os mayores. Son denuncias que no solo de-
ben investigarse sino que también demandan una intervención para hacerla 
cesar y prevenir futuros episodios. 

Informe de Políticas
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Si bien en algunas jurisdicciones del país se registran algunos avances, aún 
persisten profundos problemas que se traducen en barreras de acceso a la 
justicia y a programas sociales de protección y resiliencia, que se intensifican 
en los casos de mayor vulnerabilización.

Como primer paso para formular una propuesta de reforma judicial, se llevó 
adelante una investigación que relevó y analizó el diagnóstico que otras ins-
tituciones, grupos y personas han realizado respecto de rasgos y barreras 
en las respuestas judiciales a la violencia doméstica, sexual e institucional; 
así como iniciativas provinciales y de otros países en materia de reforma ju-
dicial como:

•	Estados Unidos (Nueva York, Massachusetts, Florida, Carolina del Sur);

•	España (Madrid, Zaragoza y a nivel nacional);

•	México (Baja California Sur y a nivel nacional);

•	Reino Unido (Inglaterra);

•	Canadá;

•	Nicaragua;

•	República Dominicana.

El Poder Judicial necesita reformas para responder con perspectiva de gé-
nero e interseccionalidad y cumplir con las normativas constitucionales y de 
derecho internacional.

A partir de los resultados de la investigación y el trabajo en conjunto con una 
Comisión de Trabajo compuesta por expertas/os y los aportes de la sociedad 
civil a través de Justicia 2020, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
de la Nación, a través de la Subsecretaría de Acceso a la Justicia, se propuso 
elaborar esta ley modelo a fin de que las provincias tengan una guía para la 
reforma judicial en materia de respuestas a la violencia doméstica, sexual e 
institucional.

Estimamos que esta ley modelo es una reforma posible, integral y estruc-
tural para el abordaje de la violencia doméstica, sexual e institucional. Se 
trata de un nuevo paradigma organizacional en la materia y una forma 
de garantizar el acceso a la justicia y de prevenir, sancionar, investigar y 
erradicar la violencia doméstica, sexual y/o institucional que sufren mu-
jeres cisgénero, personas LGBTI+, niñas/os y adolescentes y adultas/os 
mayores, responsabilidades tanto del Estado nacional como los Estados 
provinciales. 

2. Diagnóstico

Para la investigación sobre respuestas judiciales a la violencia doméstica, insti-
tucional y sexual que sirvió de base empírica para la redacción de la ley modelo, 
se recopiló información de diferentes fuentes bibliográficas (legislación nacio-



Ley modelo de creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional | 13

Informe de Políticas

nal e internacional, informes de organismos internacionales y producción 
académica y jurisprudencial local e internacional) y se realizaron entrevistas 
a actores clave.

En lo concerniente a la magnitud de la violencia de género en sus modalida-
des doméstica e institucional y el tipo sexual, las cifras son contundentes para 
referirnos a un problema social con un diferencial propio. Es necesario aplicar 
una perspectiva de género e interseccional para leer la realidad para tomar 
los datos de las prácticas sociales en su diferencial, para pensar y aplicar 
respuestas.

En el 2016 fueron asesinadas 249 mujeres cisgénero y 5 mujeres trans, dejan-
do a 244 niñxs. El 66% de los perpetradores eran pareja o exparejas. 

La violencia sexual es un problema persistente también. El Estudio Nacio-
nal sobre Violencias de la Dirección Nacional de Política Criminal reveló que 
el 16.30% de las mujeres sostienen sufrir violencia sexual de diferentes tipos 
desde los 16 años. En la ciudad de Buenos Aires, el Programa Las Víctimas 
contra las Violencias atendió durante el 2015 a 5646 niñxs y adolescentes, de 
lxs cuales casi un 88% eran niñas. 

El 64% de lxs niñxs y adolescentes que denuncian violencia sexual contra 
ellxs, identifica a su agresor como “familiar”: principalmente padres (25%) y 
padrastros (12%).

Los informes sobre violencia doméstica refleja cifras preocupantes: 

•	CABA (2015): 11 348 denuncias, con un 79% de las víctimas del género feme-
nino. 

•	Córdoba (2015-2016): 39 226 denuncias, siendo el 76% de las víctimas del 
género femenino.

•	Salta (1° sem. 2016): 9638 denuncias, siendo el 77% de las víctimas del género 
femenino.

•	Tucumán (2010-2016): 20 656 denuncias, con un 96% de las víctimas del gé-
nero femenino.

Las mujeres adultas mayores componen el 97% de los llamados de personas 
de entre 60 y 102 años a la Línea 144.

Las principales barreras al acceso a la justicia que enfrentan las víctimas que 
se contemplan en la ley modelo son:

•	el diseño institucional del Poder Judicial no ha sido pensado teniendo en 
cuenta este tipo de violencias;

•	la multiplicidad de fueros trae una fragmentación de un solo conflicto, y las 
víctimas se ven obligadas a repetir innumerables veces su relato, a interactuar 
con una gran cantidad de operadorxs judiciales, abogadxs, jueces/zas, etc. (y 
otras formas que generan victimización secundaria);
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•	la ausencia de registros de información unificados imposibilita o al menos 
dificulta seriamente el conocimiento de denuncias anteriores que la misma 
víctima hubiere realizado previamente;

•	las prácticas judiciales carecen de coordinación institucional, lo que provoca 
una excesiva burocratización;

•	las medidas de protección se adoptan sin tener en cuenta las especificidades 
de cada caso y una vez dictadas, los órganos judiciales no fiscalizan la evolu-
ción de la situación denunciada ni el cumplimiento de lo dictaminado. 

3. Propuesta

La ley modelo se sustenta en principios guías para atender las demandas en 
estos casos:

•	perspectivas de género e interseccionalidad,

•	concentración en los procesos,

•	inmediación,

•	oralidad,

•	amplitud probatoria,

•	flexibilidad en las formas,

•	eficiencia y eficacia,

•	rendición de cuentas, entre otros.

Los rasgos principales de la reforma que propone la ley modelo abarcan cuestio-
nes sustantivas, de diseño institucional y de gestión judicial como, por ejemplo: 

•	la competencia unificada: penal y civil del Equipo Judicial;

•	la oralidad como modo de efectivizar la inmediación de las/os juezas/ces, la 
concentración de los actos y la economía procesal;

•	pasaje del modelo de juzgado unipersonal a un modelo de juzgado pluriper-
sonal: colegio de juezas/ces;

•	creación de oficinas comunes, entendiendo por tales a los órganos burocrá-
ticos componentes del Poder Judicial: área de recepción, área de proceso 
y área de ejecución. Dependen de un/a administrador/a del tribunal, no de 
los/as jueces/zas;

•	implementación de fiscalías, defensorías y asesorías tutelares especializa-
das, en la medida de lo posible en un mismo edificio (Modelo de Atención 
Integral);

4. Recomendaciones

Erradicar y prevenir la violencia de género pero también proveer a la ciuda-
danía y, en particular, a las víctimas de violencia de género, de respuestas 
judiciales adecuadas y acorde a los derechos constitucionales y humanos es 
parte de la responsabilidad del Estado, tanto nacional como provincial. 
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Se hace impostergable repensar cómo se reciben las denuncias, a las vícti-
mas, en qué tiempos se las escucha y qué se les exige. No podemos conti-
nuar exigiendo a las víctimas que sean quienes carguen con las notificacio-
nes, con brindar sus testimonios una y otra vez, que deban soportar maltrato 
y/o descrédito a su palabra. No podemos exigirles que sepan derecho y las 
estructuras judiciales, sino que es deber de los Estados provinciales y na-
cional brindarles las herramientas y las estructuras para que el acceso a la 
justicia sea un derecho que se efectivice.
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DOCUMENTO DE INVESTIGACIóN

P r o b le  m a s ,  des   a fí  o s  e  ini   c i at iv a s  
en   r es  p u es  ta s  j u di  c i a les    

a  l a  vi  o len   c i a  d o m é s t i c a ,  
sex   u a l  e  ins   t i t u c i o n a l  ( 1 ) 

1. Introducción 

Este documento presenta un análisis de los problemas, desafíos e iniciativas 
existentes en materia de respuestas judiciales a la violencia doméstica y 
sexual en Argentina. (2)  Tres objetivos animan este documento. Primero, la in-
vestigación nos permitió tener una evaluación más cierta sobre el escenario 
institucional y prácticas, para pensar una iniciativa lo más precisa posible. 
Segundo, este documento, con su relevamiento acerca de las respuestas 
judiciales y de iniciativas locales y de derecho comparado, espera ser un 
aporte a los debates de políticas públicas en materia de violencia doméstica 
y sexual, así como información útil para la sociedad civil, y los ámbitos edu-
cativo y académico. Tercero, este documento traza las líneas básicas de la 
propuesta de un Equipo Judicial Especializado con competencia unificada, 
en el marco de un modelo de atención integral (MAI). Se trata, concreta-
mente del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e 
Institucional, que espera ser un nuevo paradigma organizacional que acom-
pañe el cambio normativo trazado por la ley 26.485 y otras leyes –como las 
leyes 26.743 y 27.210– y tratados como la Convención de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad.

En el ámbito nacional, el cambio normativo paradigmático en materia de vio-
lencia contra las mujeres vino de la mano de la incorporación de la Convención 

 (1) Este trabajo de investigación fue realizado entre mayo y octubre del 2016 de 2016 
Subsecretaría de Acceso a la Justicia y Subsecretaría de Justicia y Política Criminal del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación..

 (2) Incluye los casos de violencia contra mujeres, niñas/os, adolescentes, personas 
LBGTI+, personas adultas mayores y personas con discapacidad. 

Problemas, desafíos e iniciativas en respuestas judiciales a la vio-
lencia doméstica...



18 | Ediciones SAIJ < Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

Subsecretaría de Acceso a la Justicia - Subsecretaría de Justicia y Política Criminal 

sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer 
(Cedaw), al art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional (CN), la ratificación 
de la Convención Belem Do Pará y la sanción de la Ley 26.485 de Protección 
Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en 
los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales. 

Hasta entonces, el derecho argentino, en general, asumía los casos de vio-
lencias en el ámbito de la familia como un asunto “íntimo”, perteneciente al 
llamado “ámbito privado” en donde el Estado debía abstenerse de intervenir. 

A la Cedaw, Belém Do Pará y la ley 26.485 les siguieron otras normas y nuevos 
espacios institucionales que acercaron soluciones hasta entonces casi inexis-
tentes tanto en el ámbito nacional como en los provinciales. La judicialización 
creciente de estos casos, los reclamos, iniciativas y el trabajo de organizaciones 
de mujeres, de género(s) y de derechos humanos, de actores estatales y ex-
pertas impulsaron varios de los cambios vigentes. Así, se incorporaron equipos 
interdisciplinarios en los procedimientos judiciales; se incluyeron los informes 
predictivos de riesgo; se implementaron los botones de pánico; se crearon ofi-
cinas de violencia de género; se especializaron fiscalías y juzgados; la temática 
se agregó a las capacitaciones de las escuelas judiciales y otros ámbitos de 
sensibilización y capacitación; se fortalecieron las oficinas de víctimas.

Si bien estas acciones mejoraron la eficiencia del sistema y la garantía de 
derechos involucrados, aún es evidente la deficiencia en muchas respuestas 
y la persistencia de barreras. Dado esto y teniendo en cuenta la obligación 
del Estado nacional y provinciales de mejorar el acceso a la justicia y de pre-
venir, sancionar, investigar y erradicar la violencia de género, debe volverse a 
pensar en la gestión de estos casos –especialmente los casos de violencia de 
género intrafamiliar–. (3) 

El ámbito judicial se enfrenta a importantes desafíos para abordar las denun-
cias de casos que no solo deben investigarse sino que también demandan 
una intervención urgente para hacer cesar la violencia y prevenir futuros epi-
sodios. Resulta indispensable que las medidas adoptadas tengan en cuenta 
las características específicas de la violencia de género y, específicamente, de 
la violencia doméstica y/o sexual. Si bien en algunas jurisdicciones del país se 
registran algunos avances sobre todo en lo que respecta a la recepción de las 
denuncias, la elaboración de informes de riesgo y la implementación ágil de 
medidas de protección, aún persisten importantes problemas. 

 (3) El artículo 6º de la ley 26.485 define entre las modalidades en las que puede de-
sarrollarse la violencia de género, la modalidad de “violencia doméstica contra las mu-
jeres”, como “aquella ejercida contra las mujeres por un integrante del grupo familiar, 
independientemente del espacio físico donde esta ocurra, que dañe la dignidad, el 
bienestar, la integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, la libertad, 
comprendiendo la libertad reproductiva y el derecho al pleno desarrollo de las mujeres. 
Se entiende por grupo familiar el originado en el parentesco sea por consanguinidad o 
por afinidad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas o noviazgos. Incluye las 
relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia”. Se utiliza, enton-
ces, una concepción amplia de “cotidianeidad” y de “familiaridad”.
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Asimismo, debe echarse luz y dar respuestas a otras situaciones de violencia 
que experimentan niñas/os, personas adultas mayores y personas con disca-
pacidad en contextos institucionales de cuidado, como lo marca la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad y la Convención Interamericana sobre la Protec-
ción de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. 

Se trata, ni más ni menos, de generar cambios en la organización de la justicia 
destinados a la implementación de un enfoque en género y derechos huma-
nos atendiendo a las fallas sistemáticas y las que más preocupan y afectan a 
lxs titulares de derechos, y diseñar mecanismos de cambios específicos.

El documento se ordena de la siguiente manera: se detalla la metodología 
utilizada a lo largo de la investigación; luego se realiza un diagnóstico de 
prácticas y respuestas judiciales ante la violencia doméstica, sexual e insti-
tucional; en el tercer apartado se discutirá el diseño institucional actual y los 
principales problemas que genera en estos casos, así como las prácticas judi-
ciales negativas en torno a la violencia doméstica, sexual e institucional. En un 
cuarto capítulo se desarrollan experiencias de derecho comparado tanto en el 
ámbito internacional como local. 

2. Metodología

Se trata de un relevamiento exploratorio realizado entre marzo y agosto de 
2016. El trabajo fue elaborado por un equipo interdisciplinario del ámbito del 
derecho, la ciencia política, la sociología y la criminología. Se recortó la inves-
tigación principalmente a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por razones 
de accesibilidad a actores clave.

Se utilizaron dos técnicas de recolección: entrevistas y análisis de documen-
tación. Se realizaron doce (12) entrevistas a informantes clave que trabajan 
en especial en la ciudad de Buenos Aires y a otras especialistas, entre ellos: 
representantes del Poder Judicial, del Poder Ejecutivo e integrantes de orga-
nizaciones de la sociedad civil. Además, se recopiló y evaluaron informes rea-
lizados por órganos gubernamentales y de la sociedad civil tanto de Argenti-
na como de otros contextos nacionales, datos estadísticos sobre la temática, 
recomendaciones de organismos regionales e internacionales y documenta-
ción sobre políticas comparadas (entre los anexos podrá encontrarse la Guía 
de entrevistas para funcionarios y expertas: modelo de atención integral de 
violencia doméstica y sexual).

3. Diagnóstico: prácticas y respuestas judiciales  
a la violencia doméstica, sexual e institucional

3.1. El fenómeno de la violencia doméstica, sexual e institucional

El fenómeno que en este informe identificamos como violencia doméstica 
incluye diferentes manifestaciones de la violencia que son conceptualizadas y 
nombradas de manera diferente por las instituciones que trabajan en el ámbito 
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judicial. Por ejemplo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN), a tra-
vés de la Oficina de Violencia Doméstica (OVD) trabaja en lo que denomina 
“violencia doméstica”; la Comisión de Temáticas de Género de la Defensoría 
General de la Nación (DGN) se refiere a la “violencia en las relaciones interper-
sonales”, un término que enfatiza el carácter público de esta violencia y que 
abarca también la violencia laboral. 

Si bien la mayoría de los casos de violencia doméstica, sexual e institucional 
constituye violencia de género contra las mujeres, (4)  niñas/os y adolescen-
tes, en este documento empleamos el término abarcando, además, la vio-
lencia contra otros sujetos jerarquizados en una situación de inferioridad de 
poder. En ese sentido, no solo las mujeres se encuentran en una situación de 
desigualdad estructural producto de las relaciones de poder patriarcal sino 
que las personas LGBTI+, (5)  los niños y adolescentes, los varones adultos 
mayores, entre otros, también son excluidos por un sistema hegemónico y 
por lo tanto, suelen ser llamados “feminizados”. 

La violencia doméstica y la violencia sexual ingresaron, en el marco de la vio-
lencia de género, a la agenda pública como resultado de diferentes acciones, 
muchas promovidas por los movimientos de mujeres y de género que se pu-
sieron de manifiesto y cristalizaron en las marchas del “Ni Una Menos”. 

En los últimos años se han puesto en marcha instituciones y mecanismos 
para receptar las denuncias e investigar los casos de violencia doméstica y 
sexual. Esto facilitó el aumento de las denuncias debido a una mayor visi-
bilidad, conciencia social, empoderamiento de las mujeres y mejoras en el 
acceso a la justicia. Conforme señala el Equipo Latinoamericano de Justicia 
y Género (2011), en la actualidad existen múltiples instancias institucionales 
para realizar una denuncia de violencia sexual o intrafamiliar en la ciudad de 
Buenos Aires –comisarías, OVD, juzgados civiles y/o penales, fiscalías en lo 
correccional y en lo criminal, la Defensoría General de la Nación, la Unidad 
Fiscal Especializada de Violencia contra las Mujeres y LGBTI (Ufem), la Unidad 
Fiscal para la Investigación de Delitos contra la Integridad Sexual de Niñas y 
Niños (UFI- Integridad sexual), entre otros–.

 (4) La teoría de género utiliza el término “cisgénero” para referirse a las personas cuya 
identidad autopercibida coincide con el género asignado al nacer. En este contexto, se 
podría emplear el término “violencia contra mujeres cisgénero”. Véase “Guía de Térmi-
nos y conceptos sobre diversidad sexual desde la perspectiva de derechos” (2015, p. 16), 
del Grupo de Organismos del Estado Nacional para la Protección y Promoción de los 
Derechos de la Población LGBTI.

 (5) Las identidades trans, intersex y otras personas parte del colectivo LGBTI+ (lesbia-
nas, gays, bisexuales, transexuales, transgénero, travestis, intersexuales). Se refiere así a 
aquellxs sujetxs que no se sienten identificadxs en el concepto de “mujeres”, pero que 
son también víctimas de opresiones patriarcales. incluye también a quienes una iden-
tificación tradicional y biologicista se llamaría “varones” cuando estos no encarnen el 
estereotipo hegemónico de masculinidad, tengan una expresión de género feminizada 
o sean leídos por la sociedad como tales.



Ley modelo de creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional | 21

Problemas, desafíos e iniciativas en respuestas judiciales a la violencia doméstica...

Asimismo, se han creado tanto en el ámbito nacional como provincial insti-
tuciones y mecanismos para responder adecuadamente a estos casos. Por 
ejemplo, en el ámbito de la DGN se creó un área de servicios de asesoramien-
to y patrocinio gratuito a víctimas de violencia de género dentro de la Co-
misión sobre Temáticas de Género, que reciben también denuncias y brinda 
patrocinio. Además, en el marco del Ministerio Público Fiscal de la Nación, se 
creó la Ufem: Unidad Fiscal Especializada en Violencia Contra las Mujeres y 
Personas Lesbianas, Gays, Bisexuales, Trans e Intersexuales (LGBTI). (6)  

Asimismo se abrieron otros espacios como el Programa Víctimas contra las 
Violencias dependiente de la Subsecretaría de Acceso a la Justicia dentro 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, que se encarga de asesorar, 
acompañar y ayudar a víctimas de violencia doméstica; la Oficina de Género 
de Tribunal Superior de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que se encarga 
de extender y profundizar el trabajo de la Oficina de la Mujer de la CSJN a 
nivel jurisdiccional; la Oficina de la Mujer de la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación que produce estadísticas; el Observatorio Nacional contra la Vio-
lencia de Género, dependiente del Consejo Nacional de las Mujeres, (7)  que 
tiene por misión el desarrollo de un sistema de información permanente que 
brinde insumos para el diseño, implementación y gestión de políticas públicas 
tendientes a la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres. 

También se han creado instituciones dedicadas a la defensa de los derechos 
de las personas LGBTI+ como la Defensoría LGBT de la Defensoría del Pueblo 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que funciona como un centro de 
atención integral que brinda asesoramiento, recepta reclamos y denuncias 
articulando con las distintas áreas y recursos de la Defensoría del Pueblo de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Si bien estos espacios institucionales promovieron la producción de estadísti-
cas, aún persisten serios problemas respecto a la accesibilidad de la informa-
ción pública. Una de las consecuencias más graves de las debilidades de los 
sistemas de información es que resulta casi imposible identificar los casos de 
repitencia, es decir, aquellas situaciones en las que las víctimas pudieran ha-
ber presentado una nueva denuncia ante otra autoridad o incluso, por ejem-
plo, en sede penal pero en diferentes órganos judiciales.

El Indec junto al Inam están trabajando en un Registro Único de Casos de Vio-
lencia contra la Mujer, cuyo objetivo es sistematizar y centralizar la información 

 (6) Fue creada por la Procuración General de la Nación el 29 de junio de 2015, mediante 
la resolución PGN 1960/2015 y reglamentada mediante la resolución PGN 427/2016.

 (7) El Consejo Nacional de las Mujeres fue suprimido por el decreto 698/2017 (del 
05/09/2017) que en su art. 13 dice: “Suprímese el Consejo Nacional de las Mujeres de-
pendiente del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales de la Presidencia 
de la Nación”. En su reemplazo crea el Instituto Nacional de las Mujeres (INAM), como 
organismo descentralizado en la órbita del Ministerio de Desarrollo Social que será con-
tinuador, a todos los fines y de conformidad con lo fijado en el decreto, del Consejo 
Nacional de las Mujeres.
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disponible sobre violencia contra las mujeres. (8)  Además, existe el Registro de 
la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos en materia de Derechos Humanos, 
dependiente de la Secretaría de Derechos Humanos y Pluralismo Cultural del Mi-
nisterio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. Dentro de dicha Dirección 
funciona la Unidad de Registro, Sistematización y Seguimiento de femicidios y 
de homicidios agravados por el género, generado a partir de artículos de prensa 
escrita, denuncias policiales y judiciales, denuncias realizadas ante la Secretaría 
de Derechos Humanos. (9)  Otro registro de femicidios es el producido por la Ofi-
cina de la Mujer de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el cual se nutre de 
expedientes judiciales de todo el país. (10) 

La información disponible permite identificar algunos indicadores sobre el fe-
nómeno de la violencia intrafamiliar y sexual. En primer lugar, los diferentes 
registros disponibles (los de la Oficina de Violencia Doméstica, Defensoría Ge-
neral de la Nación, la ONG Casa del encuentro, Oficina de la Mujer, la ONG ELA 
–Equipo Latinoamericano de Justicia y Género–, el Ministerio Público Fiscal, el 
Gobierno de la ciudad de Buenos Aires junto con ELA, la Universidad Argen-
tina de la Empresa, la Dirección Nacional de Política Criminal de Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos de la Nación) muestran que en los últimos años 
creció el número de denuncias de violencia contra mujeres y personas trans. A 
su vez, los datos disponibles muestran que la violencia de género está expan-
dida en todos los sectores sociales y en todas las edades, aunque la sufren con 
más frecuencia las mujeres jóvenes de entre 19 y 39 años (CSJN, OVD, 2017).

Según la Organización Mundial de la Salud (2013), casi un tercio de las muje-
res que han mantenido una relación de pareja han sido víctimas de violencia 
física o sexual por parte de ella. El mismo estudio señaló que un porcentaje 
muy elevado de la población femenina se encuentra expuesto a distintas for-
mas de violencia y que mundialmente el 38% de los homicidios de mujeres 
se debe a la violencia conyugal o íntima. En Latinoamérica, las cifras no son 
mejores: se estima que cerca del 29,80% de las mujeres ha sufrido violencia 
física y/o sexual por parte de sus parejas y que aproximadamente el 10,70% ha 
sido atacada por personas ajenas al núcleo familiar (OMS, 2013). 

Los datos de OVD de la CSJN (2016) muestran que en el año 2015 acudieron 
11 348 personas afectadas por violencia doméstica. De estas, el 65% fueron 
mujeres, el 14% niñas y el 12% niños. El rango etario predominante entre las 
denunciantes fue de 30 a 39 años de edad, siendo 2905 mujeres. Como se 

 (8) Registro Único de Casos de Violencia contra la Mujeres (Indec/Inam). Disponi-
ble en: https://www.indec.gov.ar/nivel4_default.asp?id_tema_1=4&id_tema_2=27&id_
tema_3=142; Observatorio de la Violencia contra las Mujeres. Disponible en: https://
www.argentina.gob.ar/observatorio-de-la-violencia-contra-las-mujeres, última consulta: 
01/06/2011. 

 (9) Las estadísticas de esta Unidad se encuentran disponibles en línea en: http://datos.
jus.gob.ar/dataset/registro-sistematizacion-y-seguimiento-de-femicidios-y-homicidios-
agravados-por-el-genero, última consulta: 07/06/2018.

 (10) Oficina de la Mujer. Registro Nacional de Femicidios de la Justicia Argentina. Dispo-
nible en https://www.csjn.gov.ar/om/femicidios.html, última consulta: 11/06/2018.

http://datos.jus.gob.ar/dataset/registro-sistematizacion-y-seguimiento-de-femicidios-y-homicidios-agravados-por-el-genero
http://datos.jus.gob.ar/dataset/registro-sistematizacion-y-seguimiento-de-femicidios-y-homicidios-agravados-por-el-genero
http://datos.jus.gob.ar/dataset/registro-sistematizacion-y-seguimiento-de-femicidios-y-homicidios-agravados-por-el-genero
https://www.csjn.gov.ar/om/femicidios.html
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advierte en el Gráfico 1, en el 80% de los casos el vínculo entre las personas 
afectadas y denunciadas es del tipo de pareja (exparejas, convivientes, cón-
yuges y novios).

Gráfico 1. Violencia doméstica. Relación entre personas afectadas y 

denunciadas. Año 2015. 

Exparejas (46%)

Convivientes (18%)

Novios (2%)

Otro familiar hasta 
4to grado de parentesco (2%)

Fraternal (3%)

Otros (6%)

Filial (9%)

Cónyuges (14%)

Fuente: OVD. Estadísticas anual 2015.

Con respecto al primer trimestre de 2017, la OVD señala que se realizaron 
3582 atenciones. (11)  De un total de 3461 personas afectadas en este período, 
el 60% son mujeres, el 16% niñas, el 15% niños y el 9% varones. 

Gráfico 2. Violencia doméstica. Personas afectadas por sexo y edad. 

Primer trimestre de 2017. 

Mujeres (60%)

Varones (9%)

Niños (15%)

Niñas (16%)

Fuente: OVD. Estadísticas primer trimestre 2017. 

 (11) Los tipos de atenciones son: consultas extrajurisdiccionales (cantidad de consultas 
referidas a situaciones de violencia doméstica cuya jurisdicción es ajena a la ciudad de 
Buenos Aires), consultas informativas (cantidad de consultas referidas al funcionamiento 
de la Oficina y/o a la normativa vigente en la materia; o referidas a situaciones que no 
encuadran en el ámbito de actuación de la OVD) y casos (cantidad de personas atendi-
das por los equipos interdisciplinarios de la OVD).
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Al igual que en el año 2015, el grupo mayormente afectado es el de mujeres 
entre 30 a 39 años (18%) y mujeres entre 22 a 29 años (15%). En el 81% de los 
casos, el vínculo entre las personas afectadas y denunciadas es del tipo de 
pareja (exparejas, convivientes, cónyuges y novios) (CSJN, OVD, 2017). 

Gráfico 3. Violencia doméstica. Personas afectadas por sexo y edad. 

Primer trimestre de 2017. Grupo mayormente afectado: mujeres  

entre 30 y 39 años. 
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Fuente: OVD. Estadísticas primer trimestre 2017. 

A nivel provincial, en Córdoba, entre septiembre de 2015 y agosto de 2016, se 
realizaron 39 226 denuncias por violencia familiar. El 74,20% de los casos las 
víctimas fueron mujeres y el 24,70% varones. El 38,80% de las víctimas tenía 
entre 26 y 40 años y en el 71,40% de los casos las víctimas convivían con la 
persona denunciada. Se denunciaron 17 482 casos de violencia psicológica, 
11 046 casos de violencia física y 1196 casos de violencia sexual (PJ Córdoba, 
Subárea de Investigación, Desarrollo e Innovación Tecnológica, s/f). 

En Salta, entre el 1 de enero y el 30 de agosto de 2016, se realizaron 9638 
denuncias por violencia familiar. Del total de denuncias, 7390 corresponden a 
víctimas del sexo femenino, lo que representa un 77% del total de las denun-
cias (Observatorio de Violencia contra las Mujeres “Rosana Alderete”, 2016).

En Tucumán, durante el período comprendido entre el 19 de abril de 2010 al 
30 de junio de 2017, la Oficina de Violencia Doméstica atendió un total de 
20 656 personas, de las cuales 8314 fueron por consultas, orientaciones y 
derivaciones y 12 342 ingresaron a los equipos técnicos. El total de las perso-
nas afectadas fue de 11 616, de ellas, 11 179 fueron mujeres, es decir un 96,20% 
del total. El 3,70% restante asciende a un total de 437 varones. (12)  En más del 

 (12) La diferencia entre casos ingresados y cantidad de personas afectadas radica en 
que una misma afectada puede realizar más de una denuncia (Oficina de Violencia Do-
méstica, Poder Judicial de Tucumán, 2017).
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85% de los casos, la relación entre la víctima y la persona denunciada era del 
tipo pareja (exparejas, convivientes, cónyuges y novios) (Oficina de Violencia 
Doméstica, Poder Judicial de Tucumán, 2017).

Con respecto a la violencia sexual, un análisis comparativo de las encuestas 
realizadas por la Organización Panamericana de la Salud en América Latina y 
el Caribe (2013, p. 3) encontró que las tasas de violencia sexual infligida por la 
pareja fluctuaban entre 5% y 15%. Cuando no se trata de parejas, el informe se-
ñala que entre 0,30% y 12% de las mujeres dijeron haber sido forzadas, después 
de los 15 años de edad, a tener relaciones sexuales o a realizar un acto sexual 
por alguien que no era su pareja. La mayoría de los estudios indican que es 
probable que las mujeres hayan conocido a sus agresores –lo que se verifica, 
por ejemplo, en 8 de cada 10 casos de violación en los Estados Unidos– (OPS, 
2013). En Argentina, la OVD informa que en el primer trimestre de 2017, el 10% 
de los casos que recibieron correspondían a violencia sexual (CSJN, OVD, 2017).

El Estudio Nacional sobre Violencias contra las mujeres realizado (MJyDDHH, 
Dirección Nacional de Política Criminal en materia de Justicia y Legislación Pe-
nal, 2017) señaló que un 16,30% de las mujeres entrevistadas resultó víctima de 
violencia sexual desde los 16 años, un 5% durante los últimos cinco años y un 
1,90% durante el último año. El tipo de violencia sexual predominante sobre las 
mujeres resultó ser “Algún hombre la tocó sexualmente sin su consentimiento” 
con un 10,80% desde los 16 años, y 1,50% para el último año. En segundo lugar 
(solo para el caso desde los 16 años) con un 5,20% se encuentran los actos 
sexuales forzados, con un 0,30% para el último año. En tercer lugar, aparecen 
los intentos de actos sexuales forzados con un 3,80% desde los 16 años. 

Gráfico 4. Formas de violencia sexual
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Fuente: Dirección Nacional de Política Criminal en Materia de Justicia y Legislación Penal. Primer estu-
dio nacional sobre violencias contra la mujer. Basado en la International Violence Against Women Survey 
(IVAWS).
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Por su parte, el Programa Las Víctimas contra las Violencias, en la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires, acompañó a través de su Equipo móvil de atención 
a víctimas de violencia sexual a 10 700 personas entre octubre de 2006 y 
marzo de 2017, de las cuales 5646 fueron niñas, niños y adolescentes. (13) 

Gráfico 5. Violencia sexual. Víctimas acompañadas.  

Período: octubre 2006 a marzo 2017 
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La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) destacó que: 

... las personas lesbianas, gay, bisexuales, trans e intersex pue-
den ser particularmente vulnerables a la violencia sexual. Una 
de las razones de esta vulnerabilidad se genera por el hecho de 
que las orientaciones sexuales e identidades de género diversas 
desafían las nociones tradicionalmente aceptadas del sexo, la 
sexualidad y el género. La CIDH también ha recibido informa-
ción sobre violaciones y actos de violencia sexual cometidos 
contra personas intersex (CIDH, 2015, p. 118). 

Con respecto a los datos estadísticos sobre femicidios, la Oficina de la Mujer 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación relevó que durante el 2016 el 
número de víctimas de femicidios ascendió a 254 en todo el país (249 mujeres 
cisgénero y 5 travestis/trans). El 49% de las víctimas tenía entre 21 y 40 años al 
momento de ser asesinadas. El 22% de las víctimas tenía entre 41 y 60 años, 
el 13% se encontraba entre 16 y 20 años, el 7% superaba los 60 años y el 6% 
era menor de 16 años. Solo en el 3% de los casos la edad no se encuentra 
disponible. En 164 casos los perpetradores eran de pareja y expareja. En 37 
casos se trató de familiares, en 31 casos de conocidos. En 23 casos se trató de 
desconocidos. En 15 casos este dato no se registró. Como consecuencia de las 
muertes de 254 mujeres, al menos 244 niñas/os y adolescentes quedaron sin 
madre. No se ha podido precisar la cantidad de hijas/os en 62 casos (CSJN, 
Oficina de la Mujer, 2016).

 (13) Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, “Programa Las Víctimas 
contra las Violencias”. Informe octubre de 2006 y marzo de 2017. 
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Gráfico 6. Femicidios. Rango etario de las víctimas. Año 2016

Entre 21 y 40 años (49%)
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Entre 0 y 10 años (2%)

Mayor de 60 años (7%)

Fuente: Oficina de la Mujer de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. “Datos estadísticos del Poder 
Judicial sobre: Femicidios 2016

En relación a la violencia contra personas adultas mayores, a fines de 2012, 
el Instituto Nacional de Estadística y Censo llevó a cabo la  Primera En-
cuesta Nacional sobre Calidad de Vida de los Adultos Mayores que tuvo 
como objetivo principal generar información sobre la calidad de vida de la 
población de 60 años y más. Respecto a los grados de dependencia, el in-
forme señaló que las tareas de cuidado a personas con alguna dependen-
cia básica recae principalmente en el entorno familiar (77,40%). Además, 
destacó que casi un 9% de la población entrevistada conoce a una persona 
mayor que ha sido golpeada o agredida por sus familiares, a la vez que un 
22% de quienes tienen entre 60 y 74 años piensa que la familia o personas 
cercanas hacen uso de objetos de valor sin su permiso. La OVD indicó que 
un 4% de las personas que denunciaron hechos de violencia doméstica te-
nían entre 60 y 74 años y un 1% tenían más de 74 años (CSJN, OVD, 2016). 
El Programa Las Víctimas contra las Violencias resaltó que en septiembre 
de 2016 atendieron un 5,10% de mujeres entre 50 y 59 años y un 2,50% de 
mujeres de más de 60 años. (14) 

A su vez, el Observatorio Nacional de Violencia contra las Mujeres depen-
diente del Consejo Nacional de las Mujeres estimó que, entre enero de 2014 
y diciembre de 2015, la línea gratuita 144 recibió 3678 llamados de per-
sonas de entre 60 y 102 años. El 97% de los casos corresponde a mujeres 
en situación de violencia, mientras que solo un 3% corresponde a varones 
que se encuentran en esta situación. En lo que se refiere al vínculo con el/
la agresor/a, se observa que mayoritariamente (56%) los agresores son las 
parejas o exparejas. Sin embargo, es necesario destacar que los hijos repre-
sentan un 22,50% entre los agresores y las hijas aproximadamente un 7%.  

 (14) Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, “Programa Las Víctimas 
contra las Violencias”. Informe septiembre 2016. 



28 | Ediciones SAIJ < Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

Subsecretaría de Acceso a la Justicia - Subsecretaría de Justicia y Política Criminal 

Las situaciones de violencia física (que se da en el 84% de los llamados) se 
manifiestan en los primeros tramos etarios (entre los 60 y 70 años), en tanto 
la violencia económica y patrimonial (36% y 3%, respectivamente) tiene su 
manifestación más fuerte entre los 85 y 90 años. Un dato notorio es que más 
del 42% de las víctimas enuncian estar en una situación de violencia desde 
hace diez años o más y el 78% aún convive con el agresor (Observatorio 
Nacional de Violencia contra las Mujeres, Informe sobre personas adultas 
mayores..., s/f).

Con respecto a la violencia hacia niñas, niños y adolescentes, el Consejo Na-
cional de Mujeres recibió, entre septiembre de 2013 y septiembre de 2015, 
1796 llamados a la Línea 144, en los que la persona en situación de violencia 
era una niña, niño o adolescente. En cuanto a la distribución geográfica, Bue-
nos Aires es la que registró el mayor porcentaje de llamadas con el 56,60%. Le 
siguen Santa Fe y CABA con el 8,20% y el 7,70%, respectivamente y Mendoza 
con el 6,70%. Con relación al género, las diferencias resultaron ser más signifi-
cativas a partir de los 11 años: 39 llamadas corresponden a niñas en situación 
de violencia y 12 a niños. Estos valores se incrementan progresivamente hasta 
los 17 años en el caso de las niñas y las adolescentes —pasan de 39 a 393 
llamadas— en tanto para los varones entre 11 y 17 años, las llamadas oscilaron 
entre 12 y 20 (CNM, s/f, p. 30).

Según un relevamiento de la OMS (2016), se estima que una cuarta parte de 
todas las personas adultas manifiestan haber sufrido violencia física de ni-
ños/as; y 1 de cada 5 mujeres y 1 de cada 13 hombres declaran haber sufrido 
abusos sexuales en la infancia. Por su parte, el Programa “Las Víctimas contra 
las Violencias” atendió en la ciudad de Buenos Aires a 5646 niños, niñas y/o 
adolescentes víctimas de violencia sexual entre octubre de 2006 a marzo de 
2017, siendo el 87,80% niñas cisgénero y el 12,10% niños cisgénero (ningún 
infante trans). La mayoría de estas tenían entre 11 y 15 años, seguido del grupo 
16-18 años. (15) 

En lo relativo a las personas con discapacidad, la OMS estima que más 
de mil millones de personas viven en todo el mundo con alguna forma de 
discapacidad. Asimismo, observa que existen diferencias significativas en 
la prevalencia de la discapacidad entre hombres y mujeres, tanto en los 
países en desarrollo como en los países más desarrollados: el índice de 
prevalencia de la discapacidad entre los hombres es del 12%, mientras que 
entre las mujeres el índice alcanza el 19,20% (ONU, Consejo de Derechos 
Humanos, 2012). 

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos señaló que debido a una serie de factores, tanto los varones como 
las mujeres con discapacidad corren más riesgos de ser objeto de violencia. 
Uno de esos factores es el de los prejuicios asociados a la discapacidad. En 

 (15) Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, “Programa Las Víctimas 
contra las Violencias”. Informe octubre de 2006 y marzo de 2017.
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muchas sociedades, las barreras de comunicación de las que son objeto las 
personas con discapacidad sensorial pueden llevarlas a ser blanco de agravios 
por la creencia de que no estarán en condiciones de presentar una denuncia. 
Otro factor importante es el aislamiento y la exclusión de la sociedad a través 
de establecimientos residenciales. Las personas con discapacidad intelectual 
y mental, sobre todo aquellas que viven en estos establecimientos, son las 
más vulnerables a la violencia. En Europa, 1,2 millones de niños y adultos con 
discapacidad son internados en establecimientos residenciales a largo plazo 
(ONU, Consejo de Derechos Humanos, 2012). 

En esa línea, el Comité sobre Derechos de las Personas con Discapacidad 
(Comité DPD) constató las múltiples formas de discriminación que estaban 
sufriendo las mujeres y las niñas con discapacidad, que estaban impidiendo 
su participación efectiva en todas las esferas de la vida en igualdad de condi-
ciones con las demás personas. Además, el Comité DPD expresó su preocu-
pación por la violencia y los malos tratos de los que estaban siendo víctimas 
las mujeres y las niñas con discapacidad, así como por las restricciones im-
puestas a sus derechos sexuales, reproductivos y vinculados con la materni-
dad. Finalmente, el Comité también constató el hecho de que, en general, el 
género no estaba siendo una cuestión transversal de los planes nacionales 
para las personas con discapacidad y que las políticas de género no incluían 
una perspectiva de discapacidad (ONU, Comité DPD, 2014, p. 11).

Además, el Comité DPD señaló que las mujeres y las niñas con disca-
pacidad tienen tres veces más posibilidades que las mujeres y niñas sin  
discapacidad de sufrir abusos sexuales y físicos; siendo el riesgo mayor aún 
en el caso de las niñas y las mujeres que residen en instituciones. Asimismo, 
tienen menor acceso a los servicios sociales y los sistemas de apoyo (p. 17). 
Las niñas y las mujeres jóvenes con discapacidad tienen más posibilidades 
de ser internadas en instituciones y están expuestas a mayor riesgo de ser 
sometidas al matrimonio forzado, la esterilización forzosa y el aborto forzado 
y tienen más posibilidades de ser víctimas de violencia física y sexual, tanto 
dentro como fuera del hogar (p. 20). 

Estas cifran revelan las altas tasas de violencia intrafamiliar y sexual que afec-
tan mayoritariamente a mujeres, niñas, niños, adolescentes, personas con 
discapacidad, personas adultas mayores, entre otras. De allí se desprende la 
necesidad de pensar en un nuevo abordaje judicial de estos casos y de adop-
tar las medidas adecuadas para prevenir, sancionar y erradicar estos tipos 
violencias. 

3.2. La respuesta judicial a la violencia doméstica,  
sexual e institucional 

A continuación se presenta un análisis de los principales problemas en ma-
teria de respuesta judicial civil y penal a los casos de violencia intrafamiliar 
y sexual identificados en las entrevistas a informantes clave y la bibliografía 
disponible en la materia.
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Para facilitar el análisis se agruparon estas deficiencias a partir del siguiente 
esquema: 

Ilustración 1. Deficiencias en las respuestas judiciales  

a la violencia intrafamiliar y sexual

Multiplicidad de fueros y
fragmentación del conflicto

Ausencia de registros de
información unificados

Barreras en el acceso a la 
justicia: falta de espacios de 
patrocinio jurídico gratuito y

monitoreo de medidas de protección

Diseño institucional Prácticas judiciales

Maltrato, descrédito y victimización
secundaria

Proceder burocrático

Fuente: Elaboración propia.

3.2.1. Diseño institucional 

3.2.1.1. Barreras en el acceso a la justicia: falta de espacios  
de patrocinio jurídico gratuito

Un aspecto clave en materia de diseño institucional y acceso a la justicia se 
relaciona con la falta de espacios suficientes de patrocinio gratuito. Se trata 
de una de las barreras principales para que las víctimas tengan la información, 
acompañamiento, orientación y contención necesaria durante el proceso. Se-
gún un relevamiento realizado por ELA (2012):

... del total de expedientes revisados, en solo uno de cada tres 
expedientes relevados hubo intervención de patrocinio jurídico 
para la persona que formuló la denuncia de violencia. De esos 
casos, en más de la mitad de los expedientes se trató de abo-
gados o abogadas privados (…) Solo en dos de cada diez ex-
pedientes revisados, la parte denunciante contó con patrocinio 
jurídico gratuito (p. 64).

El patrocinio jurídico gratuito es relevante en tanto se trata de casos en los 
que las victimas muchas veces encuentran incentivos para abandonar el pro-
ceso (por miedo, cansancio, falta de información, descreimiento, presiones, 
dependencia económica, etc.). En ocasiones, además, las mujeres no vuelven 
a concurrir a las audiencias u otras diligencias requeridas (por múltiples mo-
tivos que funcionan como barreras materiales y subjetivas, por ejemplo, el 
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agotamiento por la cantidad de trámites, en parte debido a la fragmentación 
y multiplicidad recién apuntada) (ELA, p. 64).

La falta de patrocinio dificulta además el avance de las causas. 

Estos casos muestran en forma transversal cómo los problemas estructurales 
del diseño institucional se combinan con otros como las inercias burocráticas, 
los problemas en materia de formación judicial, la falta de articulación inte-
rinstitucional y la ausencia de registros comunes de información.

3.2.1.2. Multiplicidad de fueros y fragmentación del proceso judicial 

Ante un hecho de violencia de género en las relaciones interpersonales se 
activan una multiplicidad de fueros (por ejemplo: civil, familiar y penal) y al 
mismo tiempo, se fragmenta el proceso judicial en varios procedimientos y 
trámites (por ejemplo: el proceso de fondo y la existencia de incidentes). De 
este modo un único caso se termina desmembrando en diferentes procesos y 
trámites como consecuencia de la multiplicidad de competencias, institucio-
nes y actores que intervienen en los procesos. La falta de coordinación entre 
los órganos judiciales agrava este escenario. 

La falta de coordinación entre los actores entorpece y encarece los procesos, 
fomenta la burocratización, habilita la victimización secundaria, y agota y ex-
pone a las víctimas a la posibilidad de que la violencia continúe. Les entrevis-
tades señalaron la falta de articulación institucional como un aspecto clave 
de la deficiente respuesta judicial y estatal frente a los casos de violencia 
intrafamiliar y sexual.

Una de las entrevistadas señaló: 

La fragmentación que se hace de un conflicto único que sufre la 
mujer, hace que ella tenga un montón de necesidades jurídicas, 
además de otras necesidades, que tampoco son satisfechas. Por 
ejemplo: si hay un delito que ella quiere denunciar puede ir a 
diferentes fueros en CABA (…) Ese único conflicto (situación de 
violencia) atraviesa todos los aspectos de la vida de las muje-
res… y se traduce en un sinnúmero de procesos ante distintos 
fueros, distintos defensores, fiscales, jueces, con diferentes asis-
tentes y trabajadores sociales… y hay una sobre institucionaliza-
ción de estos casos.

En este contexto de fragmentación del proceso judicial y la falta de un sis-
tema de información que integre estas diferentes ramificaciones que adopta 
el proceso, resulta sintomático a la vez que agrava el problema. Se trata de 
una deuda pendiente presentada por la mayoría de los entrevistados y los 
reportes relevados. Les entrevistades señalaron en este sentido la necesidad 
de generar un registro de alcance nacional que permita producir información 
centralizada de los casos de violencia intrafamiliar y sexual. 
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3.2.1.3. Ausencia de registros de información unificados 

La ausencia de un registro unificado de información se traduce en diferentes 
problemas. En primer lugar, no es posible conocer las diferentes denuncias 
que realizó una persona ante el sistema de justicia y otras instancias (por 
ejemplo, la policía). De este modo, no se pueden identificar los casos de re-
pitencia, lo cual es fundamental para proveer intervenciones urgentes o para 
tener a disposición información sobre otros funcionarios que hayan interve-
nido en situaciones previas. En segundo lugar, no es posible construir infor-
mación de calidad que muestre la complejidad del fenómeno ni las diferentes 
situaciones que sufren las víctimas de violencia. Finalmente, la información 
podría dar cuenta de los avances o trabas en los procesos, y esto permitiría 
considerar formas de abordaje creativas en cada caso, sin repetir metodolo-
gías estandarizadas. 

Ante la ausencia de un sistema de información unificado, se crean mecanis-
mos institucionales que duplican esfuerzos y disminuyen la eficiencia del sis-
tema. En la práctica, las instituciones –como la OVD, por ejemplo– buscan 
llenar este vacío. Ante una nueva denuncia, en algunos casos los funcionarios 
de la OVD recopilan información de denuncias previas para compartirla con 
los jueces a cargo de los casos. Ahora bien, mientras se corre el riesgo de que 
la información sea incompleta (por los problemas de registro), se duplican 
esfuerzos que podrían resolverse con un sistema de información adecuado y, 
así, mejorar la calidad de respuesta estatal ante los casos de violencia intra-
familiar y sexual. 

La imposibilidad de realizar un diagnóstico sobre el fenómeno dificulta el 
diseño y la implementación de reformas judiciales y políticas públicas para 
abordar el problema de la violencia intrafamiliar y sexual. 

3.2.2. Prácticas judiciales 

3.2.2.1. Proceder burocrático

Otro aspecto problemático enfatizado por los entrevistados y los informes 
está asociado a las dinámicas institucionales al interior del Poder Judicial. 
No se trata de aspectos específicos de las formas de tramitar los casos de 
violencia intrafamiliar y sexual sino que están presentes el proceder cotidiano 
de la justicia. Sin embargo, adquiere formas propias en estos casos. En este 
sentido, la excesiva burocratización y las demoras en los procesos penales 
postergan la toma de decisiones y la adopción de medidas, incluso en casos 
de emergencia. Una de las manifestaciones más graves de la inercia judicial 
se relaciona con la adopción de medidas de protección sin que se consideren 
las especificidades del caso. Como afirma el informe de la DGN (2015, p. 57), 
si bien la justicia civil ordena medidas de protección, suele hacerlo de manera 
estandarizada sin tener en cuenta las necesidades de cada situación. Se trata, 
por lo general, de respuestas automáticas de prohibición de acercamiento, 
restricción de contacto o exclusión del hogar. 
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Además, si bien hubo mejoras importantes a partir de la OVD, muchas deci-
siones directamente relacionadas con el proceso de la causa específica por 
la situación de violencia (divorcios, alimentos, régimen de comunicación y 
cuidado personal) demoran mucho tiempo y se transforman en trámites en-
gorrosos que aumentan los costos de los procesos y desincentivan la denun-
cia de las víctimas. Si bien no se han encontrado datos estadísticos, de las 
entrevistas surge que a una mujer le toma más de dos años llegar a tener una 
vida “libre de violencia y de trámites” (Hasanbegovic, 2007). (16) 

Como señaló una de las entrevistadas, con frecuencia se rechazan los pedidos 
de alimentos provisorios o modalidades de contacto asistido con los hijos e 
hijas en común por considerar –erróneamente– que el proceso de violencia 
no es la vía idónea para reclamarlos. Además, muchos juzgados continúan 
citando a las partes a audiencias conjuntas a fin de que lleguen a acuerdos. (17)  
Señalaron, además, que se solicitan acreditaciones de cuestiones en forma 
previa al dictado de la medida (por ejemplo, la filiación) e incluso algunos 
jueces priorizan la “unidad familiar”. 

Como se menciona claramente en el informe de la Defensoría General (2015, 
p. 42): 

.... una interpretación integral del marco normativo debería llevar a 
omitir la mediación previa obligatoria para exigir alimentos cuan-
do hay una denuncia por violencia, de acuerdo con el art. 28 de la 
Ley 26.485. No obstante, esta interpretación no es la imperante. 
En este escenario, las prácticas jurídicas más extendidas consisten 
en esperar a que cesen las medidas de protección, o bien solici-
tar que se levante la prohibición de contacto y acercamiento para 
poder realizar la audiencia de mediación. Mientras que la prime-
ra de ellas tiene el problema de posponer el acceso a una cuota 
alimentaria suficiente hasta que cese la violencia, la segunda di-
rectamente somete a las mujeres que todavía experimentan tal 
situación a una instancia compositiva con su agresor. La conse-
cuencia última de ambas prácticas es que las mujeres deben optar 
entre alternativas violatorias de sus derechos: el empobrecimien-
to, el sometimiento a instancias de victimización institucional o la 
reanudación del vínculo violento (p. 43). 

 (16) La autora Claudia Hasanbegovic realizó en el año 2007 un estudio comparado en-
tre mujeres en situación de violencia de género de Argentina y de Cuba, recalcando las 
similitudes y diferencias de ambas experiencias. Concluyó que el promedio de duración 
de la relación violenta en el caso de las argentinas era de 14 años mientras que para 
las cubanas de 7. A su vez, las argentinas pasaron un promedio de 6 años pidiéndole al 
Estado que frenara la situación de violencia (incluso luego de separadas de su agresor) 
mientras que las cubanas solo debieron esperar tres meses para que la violencia cesara 
y el Estado interviniera de manera efectiva. Las argentinas tuvieron aproximadamente 
33 contactos con agentes estatales mientras que las cubanas entre 2 y 3. 

 (17) Defensoría General de la Nación, Acceso a la justicia para mujeres víctimas de vio-
lencia interpersonal (Ciudad Autónoma de Buenos Aires: Defensoría General de la Na-
ción, 2015), p. 42. 



34 | Ediciones SAIJ < Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

Subsecretaría de Acceso a la Justicia - Subsecretaría de Justicia y Política Criminal 

La sobrecarga de trabajo y la falta de recursos suficientes de los juzgados ci-
viles sin dudas explican en parte estas dinámicas. Pero también es importante 
tener en cuenta en este sentido la inercia judicial, el apego al expediente y el 
extremo formalismo. Una entrevistada señalaba un ejemplo que puede ilus-
trar esta idea: “Si tienen que conseguir una solución al problema habitacional, 
necesitan abrir otro proceso para mostrar la situación de violencia”.

En respuesta al colapso de los juzgados de familia, en algunos casos se optó 
por crear nuevas secretarías dentro de los mismos juzgados. Este tipo de 
medidas no han logrado agilizar lo suficiente los trámites, porque permanece 
el cuello de botella en los/as jueces/zas (que se mantuvieron en la misma 
cantidad). Por otro lado, esta medida pronunció un déficit preexistente: la 
disparidad de criterios y respuestas entre las diferentes secretarías de un mis-
mo juzgado. 

3.2.2.2. Maltrato, descrédito y victimización secundaria

Otros problemas graves que enfrentan las víctimas en la cotidianeidad judicial 
son el maltrato, el descrédito, la victimización, la falta de empatía y/o el des-
conocimiento de las características específicas de estos casos. Una explica-
ción clásica y persistente ante esto enfatiza la composición del Poder Judicial 
y su falta de capacitación en relación a esta temática. 

En este sentido, por ejemplo, cabe mencionar el descrédito de la palabra de 
las víctimas en los casos que se tramitan en la justicia contravencional por 
amenazas u hostigamiento. Este tipo de respuestas desconocen que se trata 
muchas veces de las primeras manifestaciones de la violencia. 

Además, la exposición a las víctimas para declarar una y otra vez el mismo 
testimonio ante diferentes autoridades es otra de las consecuencia de la falta 
de capacitación específica. Como señaló una de las entrevistadas: 

Todo esto es sumamente re-victimizante por la cantidad de ve-
ces que la mujer tiene que relatar los episodios sufridos, por el 
trato que muchas veces recibe. Además, al no estar especiali-
zados [los funcionarios] surge la desconfianza y se multiplican 
las veces que lo debe sufrir. Trato violento… re-victimizante. Y 
esto se combina con dificultades en el acceso a la justicia por el 
tiempo y los recursos que les insume. Y es tan enmarañado que 
las mujeres muchas veces no saben a quién están yendo a ver. 
Muchas veces identifican las instituciones por las direcciones, y 
no por la pertenencia del espacio, sin saber si son de nación, de 
ciudad, si son fiscalías, defensorías, juzgados, etc. 

Otro ejemplo en este sentido es la práctica recurrente de citar a las partes en 
el mismo día u horario para audiencias separadas pero en horarios cercanos, 
permitiendo que se crucen. Estas medidas desentienden las especificidades 
de la violencia de género.
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Una de las entrevistadas señaló: 

Además, por ejemplo no están preparados para trabajar en es-
tos casos cuando hay chicos. En un caso por ejemplo mandaron 
a buscar a los chicos al colegio con el patrullero y los chicos 
subieron aterrados. La justicia penal es muy torpe para manejar 
estos casos porque no tienen formación ni equipo interdiscipli-
nario ni experiencia. O sea que no están en buenas condiciones 
para tomar medidas de protección que involucren a los chicos. 
Además muchas veces tienen una mirada sancionatoria (que no 
siempre es la que busca la denunciante). No conocemos ningún 
caso en que la justicia penal ordene alimentos provisorios”

Otra de las formas en las que se advierten estas prácticas es en los infor-
mes que minimizan las situaciones de violencia y el impacto en las mujeres. 
La cuestión se intensifica en tanto se advierte que algunos juzgados conti-
núan ordenando diagnósticos de “interacción familiar” en vez de informes de 
riesgo con perspectiva de género y concordantes con la ley 26.485. Esto se 
traduce en inhibición de las denunciantes, victimización secundaria, ámbitos 
de encuentro entre víctima y agresor, puesta en peligro de la víctima y una 
reproducción de las formas de las conciliaciones y mediaciones de conflicto, 
prohibidas por la mencionada ley (DGN, 2015, p. 54).

La manifestación más extrema en este sentido es en aquellos casos en que 
se cuestiona la veracidad del relato de las víctimas; como señala una entre-
vistada: 

Les hacen un test de fabulación que no se hacen en ningún otro 
caso de denuncias (…) En un caso de abuso reciente, la perito 
psicóloga, le preguntó a la víctima por qué se metió en la cama 
de ese hombre, por qué no se fue entre violación y violación. Y 
señaló que le creía más a él.

En otros casos, incluso, los funcionarios insisten en la idea de que se trata de 
conflictos familiares que es necesario recomponer y no lo entienden como 
violaciones de derechos humanos que requieren una intervención judicial 
como garantía de los derechos en juego. 

Muchos de los problemas en las prácticas que mencionamos están relaciona-
dos con la falta de capacitación y formación específica en violencia de géne-
ro. Los problemas en la capacitación se combinan con la ausencia de sistemas 
de incentivos institucionales para que los funcionarios adopten medidas ade-
cuadas en estos casos.

Una de las entrevistadas señaló en este sentido: 

La justicia de familia tampoco está formada. Tampoco tienen 
enfoque de género. No hay preocupación por parte de la orga-
nización del poder judicial. En general los funcionarios no son 



36 | Ediciones SAIJ < Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

Subsecretaría de Acceso a la Justicia - Subsecretaría de Justicia y Política Criminal 

evaluados en función de sus conocimientos de género. Estruc-
turalmente no hay un sistema pensado para que tengan una for-
mación específica en género, pese a que trabajan con proble-
máticas directamente relacionadas con temas de género todos 
los días.

3.2.2.3. Deficiencias relativas a las medidas de protección

Las deficiencias en materia de respuesta judicial y en el seguimiento de las 
medidas de protección exponen a las víctimas a situaciones de riesgo que en 
algunos casos tienen consecuencias fatales. Es importante tener en cuenta 
que estos problemas se combinan con fallas en los sistemas de atención y 
protección de las personas que acuden a los tribunales pidiendo respuestas. 
Las barreras de acceso a la justicia y a programas sociales de protección y 
resiliencia se intensifican en casos de mujeres que viven en barrios pobres o 
en adolescentes trans violentadas en sus casas, etc.

En su informe, la DGN señala que la participación de un abogadx usualmente 
garantiza el impulso del expediente (2015, p. 25) y advierte que las denuncias 
interpuestas sin patrocinio, en general, dan lugar a la adopción de medidas de 
protección “estandarizadas” no ajustadas a las necesidades del caso. Además, 
lxs entrevistadxs señalaron como grave problema la falta de control del cum-
plimiento de las medidas de protección. Los informes disponibles también lo 
presentan: “Aspectos tales como el diligenciamiento de las medidas, el moni-
toreo sostenido y la revisión periódica son fundamentales para dar protección 
idónea a quienes acuden al sistema judicial. A la par, los incumplimientos de 
las medidas no siempre generan consecuencias de entidad” (p. 57). 

A contramano de estas obligaciones, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
por ejemplo, son muy pocos los juzgados que realizan el seguimiento y moni-
toreo de las órdenes de protección. La situación es preocupante si se repara 
en que casi tres de cada diez asistidas del organismo en 2014 (29,16%) han re-
ferido que los denunciados incumplieron las órdenes dictadas en los procesos 
de violencia, y que en uno de cada cuatro casos patrocinados (25,16%) se de-
nunciaron nuevas agresiones (p. 58). Otras estadísticas, como las de La Casa 
del Encuentro, también revelan que en una porción relevante de femicidios, 
los ataques fatales estuvieron precedidos de numerosos hechos de violencia, 
de denuncias y de medidas de protección que resultaron inefectivas (p. 58). 

Por fuera de esos supuestos, la DGN señala que en los casos en que las me-
didas de protección incluyen el acceso a una cuota alimentaria provisoria, se 
puede enfrentar dificultades adicionales. En general, en sede judicial se dispo-
ne que los alimentos sean notificados por cédula, lo que demora la posibilidad 
de hacerlos efectivos. 

Los aspectos mencionados son parte de las falencias recurrentes que señala-
ron los entrevistados respecto de la forma en que se otorgan, informan y sos-
tienen las medidas de protección. Por un lado, el hecho de que muchas veces 
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se delega en las víctimas el diligenciamiento de las medidas de protección. 
En general, cuando estas medidas se dictan, el juzgado elabora el oficio para 
que la persona beneficiaria se traslade hasta la comisaría y requiera allí que 
notifiquen al denunciado el contenido de la resolución judicial (DGN, 2015). (18)  
Incluso, una vez notificados no existen mecanismos certeros que verifiquen 
que se haya efectivizado la notificación, y esto lógicamente impide el control 
de cumplimiento de las medidas.

Como resultado, se demora la notificación (a pesar de que se trata de trámi-
tes que requieren ser expeditivos) y se expone a las víctimas a situaciones 
de victimización secundaria en sede policial. Con frecuencia, los funcionarios 
policiales brindan un trato inadecuado, minimizan la violencia de género e in-
vocan otras prioridades o falta de personal. Asimismo, los problemas para di-
ligenciar las notificaciones se agravan en los barrios pobres o asentamientos 
precarios porque son lugares de identificación compleja, y porque los agentes 
de seguridad suelen ser reticentes a ingresar en zonas que consideran inac-
cesibles o riesgosas.

4. Derecho comparado

A continuación, presentamos algunas reformas institucionales ensayadas 
para mejorar las respuestas judiciales, especialmente a la violencia doméstica.

4.1. Panorama internacional

Las respuestas judiciales que han involucrado cambios institucionales a los 
problemas que empezó a mostrar el tratamiento de los casos de violencia 
intrafamiliar son variadas, y abarcan iniciativas modestas como los sistemas 
de comunicación entre las distintas jurisdicciones y competencias o la incor-
poración de procedimientos más ajustados y expeditos, hasta la creación de 
defensorías y fiscalías especializadas, áreas temáticas dentro del Poder Judi-
cial (por ejemplo, Oficina de Violencia Doméstica en el ámbito de las Cortes 
Supremas argentinas), tribunales especializados ya sea penales o de familia 
o que integran las competencias (unificadas). Asimismo, hay iniciativas judi-
ciales que han tendido a una mayor coordinación con las otras áreas guber-
namentales, incluso de la sociedad civil, llegando a formar sistemas integrales 
de respuesta con base judicial.

Cada una de este tipo de reformas busca dar solución a distintas barreras y 
con mayor o menor énfasis en lo integral respecto de lo punitivo, coordina-
ción con distintas áreas de gobierno y con distintos grados de (des)concen-
tración geográfica. 

 (18) Según el informe de la DGN, en el 54% de los casos atendidos fue la víctima quien 
estuvo a cargo de la notificación de las medidas. “En la experiencia de este patrocinio, 
en más de la mitad de los casos en los que se intervino (54%), la notificación quedó a 
cargo de la denunciante. La persistencia de esta práctica resulta perjudicial, pues buro-
cratiza innecesariamente el trámite y obliga a las víctima a lidiar con la policía para que 
las medidas puedan ser notificadas y efectivas”.
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Teniendo en cuenta este rango de múltiples opciones, algunas de las iniciati-
vas que se tomaron a lo largo y ancho del mundo se exponen a continuación.

4.1.1. Arreglos modestos

Un buen ejemplo de arreglo modesto pero eficiente es la puesta en marcha 
de sistemas de información que conectan a los distintos tribunales, otros or-
ganismos asociados a la administración de justicia (por ejemplo: fiscalía), de 
servicios sociales y fuerzas de seguridad. Esta incorporación busca, sobre 
todo, lidiar con los efectos que tiene la fragmentación de los casos en el ám-
bito judicial pero, también, consecuencia de la dispersión de recursos guber-
namentales en distintas áreas.

Pamela Young (2001) señala que en Nueva York, por ejemplo, se implementó 
un software para la mejor comunicación entre actores del sistema judicial, en 
pos de que los jueces tomen decisiones sobre la base de información lo más 
completa posible, coordinando acciones entre tribunales y los organismos 
externos que intervienen (acompañamiento psicológico, médico, servicios 
de reeducación de los violentos, etc.). Entonces, los tribunales no ofrecen 
ni coordinan servicios sociales o distintos a los judiciales sino que estos son 
realizados por organismos externos con los cuales se da una coordinación 
fluida y permanente a través del software, que funciona en un circuito cerrado 
online donde se cargan de manera instantánea cada nueva cuestión relacio-
nada al caso (incumplimientos, incomparescencias, etc.). Cada actor tiene un 
acceso limitado a su competencia y el/la juez/a es la única persona que puede 
visualizar todo el caso.

De modo similar, la provincia de Buenos Aires impulsó la conexión una multi-
plicidad de fueros. La Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Ai-
res creó el sistema Augusta, y la Procuración General incorporó la dimensión 
Violencia Familiar en el Sistema Informático del Ministerio Publico (Simp).

El sistema Augusta es un sistema de gestión integral que conecta a juzgados 
civiles y de familia (no a los penales) y que tanto registra datos de los casos a 
partir de la demanda así como información sobre todos los pasos procesales, 
las partes o personas intervinientes y toda aquella información que contri-
buya a la gestión del mismo. Asiste en el despacho del organismo con una 
biblioteca de modelos propias al organismo y/o genéricos. El sistema cuenta 
con la posibilidad de agendar vencimientos y/o hitos destacables así como 
también cuenta con la opción de calcular plazos judiciales. En las causas de 
violencia de género y/o familia (cuestiones de fondo incluidas) solo ingresan 
los abogados de parte con un permiso otorgado por el juez de la causa. (19)  

A su vez, el Simp es un sistema que permite consultar los procesos penales 
que son cargados en el sistema. Pueden verse todos los datos involucrados en 

 (19) Cfr. SCJ Buenos Aires. Augusta. Sistema de Gestión Integral Multi-fuero y Multiins-
tancia. Disponible en http://www.scba.gov.ar/subinformacion/augusta.asp. Última con-
sulta: 11/06/2018..
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el proceso, como: datos del parte policial, organismos vinculados al proceso, 
hechos y delitos, imputados, víctimas y denunciantes; como también las tra-
mitaciones efectuadas. También pueden utilizarlo los abogados de la matrícu-
la que necesitan la vista de proceso de personas que ellos representan, para 
lo que deben registrarse como usuarios del sistema (con datos de matrícula) 
y efectuar solicitudes de investigaciones penales preparatorias (ipps); luego 
la unidad funcional de instrucción vinculada al proceso autoriza (o rechaza) 
dicha vista. (20)  (21) 

Por último, en Madrid se creó una Red de Atención Integral para la Violencia 
de Género, en el marco del Plan de Acción Integral contra la Violencia de 
Género, a cargo de la Comunidad Autónoma de Madrid. Su función principal 
es articular la acción llevada a cabo por los distintos órganos competentes, 
regular los centros de acogida, así como los servicios y recursos puestos a 
disposición de la víctima de violencia de género, y supervisar la labor de los 
observatorios regionales de violencia de género. (22) 

4.1.2. Unidades especializadas vinculadas a lo judicial

En cuanto a las unidades especializadas, estas existen tanto en el ámbito del 
Poder Judicial como el del Poder Ejecutivo, de las procuradurías/fiscalías, de 
las defensorías públicas y de la policía.

En la Ciudad de Buenos Aires, por ejemplo, se crearon áreas especializadas 
en violencia de género en el ámbito de la Defensoría General de la Nación, 
la Procuración General de la Nación como también del Poder Ejecutivo na-
cional, con iniciativas como el Programa “Las Víctimas contra las Violencias”, 
la creación del Instituto Nacional de las Mujeres (antes, Consejo Nacional de 
las Mujeres), entre otros. A su vez, la Fiscalía del Gobierno de la ciudad de 
Buenos Aires también creó su propia unidad especializada, al igual que en 
distintas provincias del país. Entre tales unidades especiales se destacan la 
Unidad Fiscal Especializada en Violencia contra las Mujeres (Ufem), que fun-
ciona en la órbita del Ministerio Público Fiscal de la Nación (MPF). A pesar de 
su nombre, la Ufem puede actuar ante cualquier manifestación de violencia 
de género perpetrada contra mujeres, lesbianas, gays, bisexuales, travestis, 
trans e intersexuales, niños, niñas, adolescentes, ocurridos en contexto de vio-
lencia intrafamiliar, exceptuando la violencia sexual contra niñas/os menores de 
13 años puesto que corresponden a la Unidad Fiscal Especializada en Delitos 
contra la Integridad Sexual (Ufisex). Tiene la misión de reforzar la actuación 

 (20) Cfr. Ministerio Público de la Provincia de Buenos Aires. Sistema Informático del Mi-
nisterio Público de la Provincia de Buenos Aires. Disponible en https://www.mpba.gov.
ar/simp. Última consulta: 11/06/2018. 

 (21) Lamentablemente no se ha logrado que los fueros penal, civil y de familia, que son 
los que intervienen en los casos de violencia de género, se comuniquen. 

 (22) Cfr. Comunidad de Madrid. Red de Atención Integral para la Violencia de Géne-
ro de la Comunidad de Madrid”. Disponible en: http://bit.ly/1HgLyfL. Última consulta: 
11/06/2018.
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del MPF en materia de prevención, investigación, sanción y erradicación de 
la violencia de género, a través del diseño de una política criminal específica, 
el desarrollo de herramientas de intervención fiscal y el litigio estratégico. 
Para ello, cuenta con una Coordinación General y tres áreas operativas: Aná-
lisis Criminal y Planificación, Política Criminal y Litigio Estratégico. Tiene tres 
modos de intervención: diseño de la política criminal específica, elaboración 
de herramientas de actuación fiscal e intervención en casos (colaboración 
y asistencia técnica en cuestiones específicas de los casos por pedido de  
los/las fiscales; monitoreo de casos relevantes; actuación conjunta por pedido 
de colaboración de los/las fiscales; actuación autónoma por delegación de las 
fiscalías; investigaciones preliminares y genéricas).

A su vez, la Oficina de la Mujer (OM) fue creada en 2009 por la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación (CSJN) con el objetivo de impulsar, en la esfera 
del Poder Judicial, un proceso de incorporación de la perspectiva de género 
en la planificación institucional y en los procesos internos, a fin de alcanzar 
la equidad de género, tanto para quienes utilizan el sistema de justicia como 
para quienes trabajan en él. Realizan tareas de diagnóstico de conductas, pro-
cedimientos, decisiones que perpetúen la desigualdad de género e impidan u 
obstaculicen el acceso a la justicia de las mujeres; realizan tareas de sensibili-
zación y capacitación; elaboran propuestas para transversalizar la perspecti-
va de género en el Poder Judicial; realizan tareas de comunicación y difusión 
de derechos; y monitorean la actividad jurisdiccional. Además esta oficina se 
encarga de la elaboración del Registro Nacional de Femicidios de la Justicia 
Argentina, del Mapa de Género dentro de la Justicia argentina y actualmente, 
además, se encuentra trabajando en el diseño y elaboración de un Registro de 
Trata de Personas. Por último, cuenta con una base de datos de jurispruden-
cia, estándares internacionales en materia de derechos de las mujeres, entre 
otros recursos. 

Por otro lado, la Oficina de Atención a Víctimas de Violencia de Género de la 
Defensoría General de la Nación brinda asistencia y patrocinio a toda persona 
víctima de violencia de género, la que se encuentra definida en la ley 26.485. 
Por lo tanto, se atienden casos de violencia en las relaciones familiares e inter-
personales, en el ámbito laboral, violencia económica/patrimonial, obstétrica, 
institucional, contra la libertad reproductiva, etc., siempre y cuando la materia 
sea ajena a la competencia penal y el eventual reclamo pudiera articularse 
ante la jurisdicción nacional o federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res. Tienen oficinas en la ciudad de Buenos Aires, tanto dentro de la OVD de 
la CSJN, como en el microcentro de la ciudad y en distintos barrios en condi-
ciones de vulnerabilidad, a partir de convenios con el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos de la Nación. 

En lo referido al Ministerio Público Fiscal (MPF) de la ciudad de Buenos Aires, 
la fiscalía posee fiscales especializados en violencia de género para conte-
ner y orientar a las víctimas durante el proceso. Además, cuenta con profe-
sionales que integran un equipo interdisciplinario dedicado exclusivamente 



Ley modelo de creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional | 41

Problemas, desafíos e iniciativas en respuestas judiciales a la violencia doméstica...

a la asistencia a las víctimas –Oficina de Asistencia a la Víctima y al Testigo 
(OFAVyT)–. Existen unidades fiscales especializadas en violencia de género 
en distintos puntos de la ciudad, así como oficinas de asistencia a la víctima 
y al testigo. 

En Baja California Sur, México, se creó el Instituto Sudcaliforniano de la Mujer 
que, a través de módulos en todos los municipios, brinda atención psicológi-
ca, legal y de trabajo social a mujeres y a sus hijos e hijas que estén pasando 
o hayan pasado por algún tipo de violencia. Asimismo, la Subprocuraduría 
de Atención a la Mujer y al Menor (SAMM) inicia sus trabajos, en 1994, con el 
modelo de atención del Centro de Atención a Víctimas de Violencia (Cavi) 
que fueron los pioneros en la Atención a Víctimas de Violencia Familiar en el 
país. El equipo de atención a víctimas de la SAMM inicialmente se conformó 
por una trabajadora social, una médica y dos psicólogas, así como personal 
de apoyo administrativo. Posteriormente la Subprocuraduría de Atención a 
la Mujer y al Menor ha ido creando agencias del Ministerio Público especiali-
zadas en delitos sexuales y delitos contra la familia en diferentes municipios 
y, en su mayoría, cuentan con un equipo interdisciplinario de profesionales 
(psicóloga, trabajadora social y médica) (Ortega Embrión, 2011). 

Además, actualmente la Secretaría de Salud del Estado de Baja California Sur 
tiene una subdirección de la mujer, que se encarga de coordinar el Programa 
Estatal de Prevención y Atención de la Violencia Familiar y Sexual y los cen-
tros de atención a la mujer. Los centros de atención a la mujer son centros de 
atención especializada que se encarga de brindar atención médica, psicoló-
gica y de trabajo social para las mujeres en situación de violencia; están inte-
grados en los hospitales de la secretaría de salud y es donde son derivadas 
las mujeres que ingresan a esos hospitales en situación de violencia (Ortega 
Embrión, 2011).

Conforme señalan Calvet y Cabrera (2014), en República Dominicana también 
se puso en marcha un mecanismo similar al mexicano: las unidades de aten-
ción integral en violencia intrafamiliar y de género que pertenecen a la Fiscalía 
de República Dominicana. Estas incluyen desde la recepción de la víctima 
hasta la judicialización del caso, pasando por la atención médica y psicológi-
ca, la tramitación de la denuncia, el arresto del victimario y la posible media-
ción familiar. La acción integral de estas unidades se complementa con la ac-
ción de fiscalías barriales, centros de atención a sobrevivientes de la violencia 
y centros de intervención conductual para hombres (Calvet & Cabrera, 2014). 

4.1.3. Tribunales especializados

Un número creciente de tribunales especializados en violencia doméstica han 
surgido alrededor del mundo.

La variación más manifiesta entre estos tribunales es si mantienen una com-
petencia o las unifican, si se trata de la especialización de toda una jurisdic-
ción (fuero) que incluye a defensorías y fiscalías, o no. Asimismo, otra diferen-
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cia es en qué instancia está dada la especialización, esto es, solo tribunales 
de primera instancia (al estilo Uruguay) o más bien fueros especializados que 
incluyen instancias de apelación.

En Carolina del Sur, Estados Unidos, se creó en 1999 una corte especializada 
en violencia doméstica, con competencia en materia penal que adoptó lo que 
se conoce como el paradigma de la teoría jurídica terapéutica y la de justicia 
restauradora, siguiendo el modelo de las cortes de drogas creadas en ese país 
a inicios de 1990 (Gover, Brank & MacDonald, 2007, p. 605). Su objetivo era 
mejorar la respuesta judicial a la violencia doméstica mediante el aumento y 
la colaboración entre la justicia penal y los organismos y organizaciones de 
servicios sociales. Además, buscan la responsabilización de los agresores, a 
la vez que les brindan atención terapéutica de reeducación, así como apoyo 
psicológico a las víctimas (Gover, Brank & MacDonald, 2007).

Otros estados de Estados Unidos han avanzado en el camino de los tribu-
nales especializados también. En Nueva York, por un lado, se instauró el uso 
del software de gestión que se trató en el apartado de “Arreglos modestos”, 
y por otro lado se pusieron en funcionamiento tribunales especializados en 
violencia doméstica (Center for Court Innovation, 2001).

En el 2000, el Tribunal de Violencia Doméstica de Dorchester, Massachusetts, 
abrió sus puertas y comenzó a llevar a cabo audiencias de fianzas, audiencias 
previas al juicio, audiencias de violación de libertad condicional, audiencias de 
revisión de libertad condicional, ex-parte y audiencias de orden civil restrin-
gidas. Con una jurisdicción civil-penal combinada, en el Tribunal de Violencia 
Doméstica de Dorchester, la estructura se racionaliza para garantizar mejor la 
seguridad de las víctimas y la rendición de cuentas de los infractores (Harrell; 
Newmark; Visher, Yahner, 2007).

La Corte de Violencia Doméstica del Condado de Dade, Florida, ejemplifica 
un sistema interdisciplinario integral de manejo casos de violencia doméstica. 
Esta combina fuero civil con penal, sistemas tradicionalmente separados, en 
un enfoque integrado. Los creadores de este sistema suscriben al modelo de 
“jurisprudencia terapéutica” y creen en la “expansión de los papeles tradicio-
nales” en un esfuerzo por combatir la ineficacia del enfoque tradicional de la 
violencia doméstica (Tsai, 2000). 

Históricamente, el sistema judicial enfatizó el castigo como el remedio prin-
cipal, pero este es un enfoque que no ha sido del todo exitoso. Esta Corte, en 
un intento por crear una respuesta más efectiva a la violencia doméstica, se 
diseñó con tres enfoques principales: el activismo judicial en la comunidad, el 
tratamiento de agresores y los servicios para la víctima (Tsai, 2000; Hoffman, 
2001). El Undécimo Circuito Judicial de Florida (Dade) creó una División de 
Violencia Doméstica especializada, (23)  compuesta por siete jueces y servicios 

 (23) Disponible en https://www.jud11.flcourts.org/About-the-Court/Court-Divisions/
Domestic-Violence [última consulta 23/01/2018]. 
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de apoyo para tratar exclusivamente asuntos de violencia familiar y abordar 
de manera efectiva este tipo de delitos a través del sistema de justicia. La 
División de Violencia Doméstica en materia civil escucha casos de orden de 
protección (restricción de acercamiento), violación de casos de interdicto y 
casos de delitos menores que involucran violencia familiar. El tribunal de tal 
división ordena la rendición de cuentas, el castigo y el tratamiento significati-
vo. Por otro lado, el juzgado especializado en violencia doméstica en materia 
penal se encarga de los delitos menores de violencia doméstica y los casos de 
violación de medidas cautelares en función de los factores de riesgo prevale-
cientes. A su vez, el juzgado de drogas y violencia doméstica revisa los casos 
en los que la violencia doméstica se relaciona con el abuso de sustancias. Por 
último, el juzgado especializado en salud mental y violencia doméstica se en-
carga de lidiar con los casos que conjuguen ambas aristas en los conflictos. (24)  
La experiencia de Canadá data desde fines de la década del 80, cuando se 
comenzaron a implementar juzgados especializados y procesos particulares 
para casos de violencia doméstica –especialmente la sufrida en manos de 
parejas o exparejas, de manera sexual, física, financiera y/o verbal-emocional; 
puede ser sufrida por cualquier miembro de la pareja–. Estos juzgados per-
tenecen al fuero penal y articulan con una variada cartera de programas y 
recursos como refugios para víctimas, servicios de contención psicológica, 
servicios sociales cuando hay niñxs, protección de testigos/víctimas, etc. (Jo-
hnson & Frase, 2015). Sobre esta base se han desarrollado proyectos particu-
lares como ser el juzgado integrado de violencia doméstica, en Toronto. Este 
juzgado aúna fuero penal y fuero de familia, buscando concentrar los proce-
sos, evitar la fragmentación y disminuir el riesgo al que se expone la víctima 
de violencia doméstica. (25) 

En Inglaterra la implementación de juzgados especializados se lleva a cabo 
desde hace casi 20 años. El primer juzgado especializado en violencia do-
méstica en Inglaterra fue establecido en 1999 en Leeds. En 2003 se abrieron 
en Cardiff, Derby, Leeds, West London y Wolverhampton. Son juzgados cuya 
atención es jurídica pero trabajan de manera coordinada con distintos orga-
nismos y organizaciones que se encargan del abordaje multi e interdisciplina-
rio. La violencia doméstica es definida de distintas maneras: en Leeds y West 
London como agresiones dentro de la pareja solamente; en Wolverhampton 
y Cardiff como agresiones que pueden incluir también violencia familiar entre 
adultxs; en Cardiff y Derby como abuso familiar, incluidxs niñxs. Se presenta 
como problema la no existencia de un fuero unificado, así como la falta de 
coordinación entre organismos y organizaciones que proveen servicios que 
no son jurídicos (Cook, D.; Burton, M. & Robinson, A., s/f).

 (24) Disponible en https://www.jud11.flcourts.org/About-the-Court/Court-Divisions/
Domestic-Violence, última consulta: 23/01/2018.

 (25) Cfr. respuesta de Pamela Cross a pregunta en el foro online de la ONG Luke’s Place. 
Disponible en https://lukesplace.ca/i-have-heard-that-there-is-a-court-in-torontothat-
hears-family-and-criminal-cases-together-when-there-has-been-domestic-violence-
how-does-that-work/, última consulta: 23/01/2018.
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El caso español es posiblemente más conocido en esta parte del mundo. 
Básicamente, respecto a los arreglos judiciales, la Ley Orgánica 1/2004 man-
do a crear tribunales especializados en violencia de las mujeres (es decir, la 
competencia es por el sujeto pasivo) con competencia penal y civil, llama-
dos “juzgados de violencia sobre la mujer”. A dicha reforma se suma un agra-
vamiento de las consecuencias penales cuando los delitos sean cometidos 
por cuestiones de género y la tipificación de nuevos delitos: hostigamientos, 
stalking, sexting, divulgación de imágenes íntimas y manipulación de dispo-
sitivos electrónicos. Además, prohíbe explícitamente la posibilidad de media-
ción. Una vez que la víctima accede al estatus jurídico de “víctima de violencia 
de género”, el Instituto de la Mujer analiza cada situación e informa sobre el 
catálogo de derechos al cual se accede. Entre ellos se destacan: los dere-
chos laborales que incluyen la adaptación y reducción de la jornada laboral; 
la movilidad geográfica y el acceso a un programa de adaptación que busca 
incluirlas en el mercado laboral, a través de la capacitación y el incentivo a los 
empleadores para contratarlos; el derecho a la asistencia social; el derecho a 
la seguridad social, brindando prestaciones y anticipos en calidad de seguro 
de desempleo; y al derecho a la vivienda, a través de la creación de centros de 
acogida donde la persona pueda alojarse cuando las órdenes de restricción 
resultaren insuficientes para su protección (Martínez García, 2013).

En Zaragoza, se crearon en el 2004 juzgados de violencia contra la mujer 
que aúnan competencias civiles y penales para responder ante la violencia 
de género. La atención es netamente jurídica y se presentan ciertas inquie-
tudes y problemas en torno a que solo serviría para parejas heterosexuales. 
Cuando se buscó atender casos de violencia en parejas entre personas del 
mismo género, por ejemplo, se hizo una analogía de la mujer-víctima como la 
persona más débil de la relación. Además se creó un Registro Central para la 
protección de las víctimas de violencia doméstica en donde se inscriben las 
órdenes de protección emitidas. Este Registro gestionado por el Ministerio de 
Justicia es una base de datos informatizada de ámbito nacional que contiene 
las penas y medidas de seguridad impuestas en sentencias por delito o faltas 
y medidas cautelares y órdenes de protección acordadas en procedimientos 
penales por violencia doméstica. Facilita información a juzgados penales y 
de familia, Ministerio Fiscal, Policía Judicial, comunidades autónomas y a las 
delegaciones y subdelegaciones del Gobierno. Asimismo, las personas sobre 
las que existen datos en el registro pueden consultarlo de manera personal o 
a través de su representante. Dichas consultas pueden ser realizadas con los 
fines de tramitar las causas penales y civiles y/o adoptar, modificar, ejecutar y 
hacer seguimiento de medidas de protección y asistenciales. La consulta de la 
información puede hacerse por datos del denunciado o de la víctima y/o por 
datos del procedimiento (Artal Faulo, 2008).

4.1.4. Sistemas integrales

En México, el Estado nacional ha creado Centros de Justicia para Mujeres  
–existen entre 30 y 40 CJM repartidos por todo el país– donde convergen, por 
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un lado, las áreas de asistencia integradas por asesoría jurídica, consultorio 
médico, consultorios psicológicos, áreas de atención infantil especializada, 
salas de lactancia, oficinas para talleres de empoderamiento económico; y 
por el otro lado, las áreas de procuración de justicia, integradas por la policía 
especializada en violencia de género, ministerios públicos, medicina legista, 
sala de juicios orales y zonas de detención. (26) 

En 1987 se establece en el Distrito de Quincy (Massachusetts, Estados Unidos) 
el Programa de Prevención de la Violencia Doméstica (en adelante “Programa 
Quincy”). Fue el primero de su tipo en Massachusetts, destinado a integrar 
las funciones tradicionalmente separadas de los empleados, jueces, fiscales, 
oficiales de libertad condicional, agentes de policía y asesores de tratamien-
to de los agresores (Maytal, 2008). Una meta clave del Programa Quincy es 
empoderar a las víctimas de violencia y brindarles el máximo apoyo, a la vez 
que se busca un control férreo sobre los agresores, confiscando sus armas y 
haciendo cumplir órdenes que prohíben el uso de alcohol o drogas, usando 
pruebas aleatorias para monitorear el cumplimiento.

Además de los esfuerzos de cooperación, el Programa Quincy se esfuerza 
por hacer de los casos de violencia doméstica una prioridad máxima utili-
zando un enfoque que logre los objetivos de controlar al abusador y darle 
poder a la víctima. El abusador está sujeto a varias sanciones, tácticas de 
fiscalización, un mayor monitoreo del comportamiento de los acusados 
y un énfasis general en estrategias mejoradas de cumplimiento, mientras 
que la víctima disfruta de un proceso facilitado por varios defensores de 
víctimas/testigos y una mayor disponibilidad de recursos de apoyo. El 
Programa Quincy está estructurado para proporcionar a la víctima una 
respuesta rápida y de apoyo a su demanda (Harrell, Newmark, Visher,  
Yahner, 2007).

En Nicaragua, el proceso de implementación de un Modelo de Atención Inte-
gral comenzó en el 2009. Prioriza la protección y atención integral entendida 
como médica, jurídica, psicológica y social centrada en la persona como su-
jeta de derechos. Une espacios institucionales tanto gubernamentales como 
privados, a través de un sistema de referencia y contrareferencia, lo que per-
mite el traslado de la víctima entre estos para recibir adecuada atención en 
distintos ámbitos, además de integrar a los tribunales especializados. El per-
sonal técnico perteneciente a la comisaría de la Mujer y la Niñez, Instituto de 
Medicina Legal y Ministerio Público brinda la atención en el mismo edificio. 
Además se propone un enfoque transversal: género, derechos humanos, in-
terculturalidad y generacionales (Fondo de Población de las Naciones Unidas, 
2012; Poder Judicial de Nicaragua, 2012).

 (26) Disponible en https://www.gob.mx/conavim/articulos/centros-de-justicia-paralas-
mujeres-brindando-atencion-integral-a-mujeres-que-viven-violencia?idiom=es
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4.2. Panorama provincial

En las últimas décadas todas las provincias argentinas han sancionado leyes 
relacionadas con la violencia de género o al menos con algunos de sus tipos 
y ámbitos. Con mayores o menores avances, con mejores o peores resultados, 
pero todas lo han hecho. 

Todas las provincias han legislado sobre qué entienden por violencia de gé-
nero o “violencia familiar”, “violencia doméstica” o “violencia en el ámbito de 
la familia”, los alcances del fenómeno, cuáles deben ser las directrices de las 
políticas públicas, e incluso han creado, mayoritariamente en el ámbito del 
Poder Ejecutivo, áreas especializadas para atender la materia. Algunas incluso 
crearon, con mayor o menor éxito en su implementación, centros de atención, 
contención psicológica y asesoramiento legal. 

De acuerdo a nuestro relevamiento solo ocho provincias han encarado re-
formas judiciales para mejorar el abordaje de los casos de violencia de gé-
nero. Así, en Córdoba, Jujuy, Salta, Chaco, Santiago del Estero, Catamarca, 
Buenos Aires, Chubut y Entre Ríos se ha legislado a favor de la creación de 
juzgados especializados o procedimientos puntuales para los casos de vio-
lencia de género (por ejemplo, en Entre Ríos respecto a las notificaciones). 
En Córdoba se establecieron los juzgados de niñez, adolescencia, violencia 
familiar y de género, con sus respectivas asesorías letradas especializadas, 
estableciéndose que para urgencias los juzgados de paz pueden también 
actuar en la primera atención. Los aspectos jurisdiccionales y procesales 
específicos se fijaron en la ley 10.401. En tanto en Jujuy, los juzgados es-
pecializados aúnan competencias tanto de materia penal como de materia 
civil. 

En Córdoba y Salta se han implementado espacios que unifican una se-
rie de servicios necesarios para una persona en situación de violencia 
de género. En Córdoba es el “Polo Integral de la Mujer en Situación de 
Violencia”, (27)  que básicamente consta de un solo edificio donde se com-
binan diferentes servicios para que la mujer esté acompañada y asesorada 
desde el primer momento a través de la integración de las áreas de denun-
cia, asistencia y protección a las víctimas y sus hijos/as en un solo espacio 
que funciona todos los días, las 24 horas; incluyendo, actualmente, oficinas 
judiciales en pos de evitar que para el contacto con las/os juezas/ces, las 
víctimas deban dirigirse a otra locación. En el área de asistencia se ofrece 
un espacio de terapia individual, grupal, socioeducativo, a la vez que fun-
ciona una sala cuna para lxs niñxs mientras sus madres hacen la denuncia. 
También consta de un centro de salud. Hay un espacio de alquiler mientras 
se gestionan los subsidios de alquiler y aquellas ayudas que el PE brinda 
para salir de la dependencia económica. Se encuentra también el centro 
de monitoreo y control donde funciona la brigada de protección de las 

 (27) Disponible en http://www.policiacordoba.gov.ar/noticias-destacadas.asp?id_nota= 
766&tipo_noticia=11, última consulta: 11/06/2018.
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mujeres, el control de los botones antipánicos y de las tobilleras, así como 
el 0800. Cuando se activa el botón o el agresor está demasiado cerca de 
la víctima, la Brigada se activa y va en busca de la víctima para contenerla. 
En otro espacio físico funciona un Centro de Atención Integral a Varones 
en Situación de Violencia.

En Salta se denomina “Polo Integral de las Mujeres” (28)  y es un espacio que 
concentra todos los servicios del Estado en un solo edificio para brindar inte-
gralmente asistencia y protección a las víctimas de violencia de género. Los 
servicios comenzarán con la atención en el ingreso para determinar el tipo de 
violencia que sufrió la mujer y así asistirla mejor, con un seguimiento perso-
nalizado de cada caso.

En este mismo edificio funcionará la oficina de rescate y acompañamiento 
de víctimas de trata; consultorios médicos; conserjería, salud sexual y repro-
ductiva; guardería de niños; sala de lactancia; la unidad especializada para la 
atención del personal de las fuerzas de seguridad; comedor y sala de espar-
cimiento, entre otros.

 (28) Disponible en http://www.salta.gov.ar/prensa/noticias/el-gobernador-urtubey-
presento-el-polo-integral-de-las-mujeres/51084 

http://www.salta.gov.ar/prensa/noticias/el-gobernador-urtubey-presento-el-polo-integral-de-las-mujeres/51084
http://www.salta.gov.ar/prensa/noticias/el-gobernador-urtubey-presento-el-polo-integral-de-las-mujeres/51084




Ley modelo de creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional | 49

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

C r e a c i ó n  del    E q u i p o  J u di  c i a l 
E s p e c i a li  z a d o  en   V i o len   c i a 

D o m é s t i c a ,  S ex  u a l  e  I ns  t i t u c i o n a l

El Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucio-
nal (en adelante, “Equipo Judicial Especializado”) propone una reforma orga-
nizacional en el abordaje judicial de la violencia doméstica, sexual e institucio-
nal, que en la mayoría de los casos constituye violencia de género contra las 
mujeres, niñas/os y adolescentes. 

Esta iniciativa busca diseñar y poner en funcionamiento un nuevo para-
digma organizacional en la justicia que acompañe el cambio normativo 
trazado por la Ley 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarro-
llen sus Relaciones Interpersonales, así como visibilizar y dar respuestas a 
otros grupos especialmente afectados por este tipo de violencias, como 
lxs niñxs y adolescentes, adultxs mayores, personas con discapacidad, en-
tre otros, en la línea de lo marcado por la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, la Convención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, etc. Se tra-
ta de generar cambios en la organización de la justicia destinados a la 
implementación de un enfoque en género e interseccional que tenga en 
cuenta las fallas sistemáticas y las que más preocupan y afectan a las/os 
titulares de derechos.

Mediante la adopción de medidas jurisdiccionales adecuadas para prevenir 
hechos lesivos se ayudará a poner fin a la situación de violencia, proteger y 
apoyar a la/s víctima/s, prevenir nuevos hechos, determinar y restaurar dere-
chos, y sancionar al/los responsable/s. La finalidad es tanto mitigar los efec-
tos negativos de la violencia (victimización primaria) como asegurar que el 
daño sufrido por la víctima no se incremente como consecuencia de su con-
tacto con el sistema de justicia (victimización secundaria).

Exposición de motivos. C r e a c i ó n  d e l  E q u i -
p o  J u d i c i a l . . .
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1. Datos sobre violencia doméstica, sexual e institucional

En el documento de investigación “Problemas, desafíos e iniciativas en res-
puestas judiciales a la violencia doméstica, sexual e institucional” se llevó a 
cabo un estudio pormenorizado de la información disponible sobre estadís-
ticas relativas a violencia doméstica y sexual, y sobre barreras en el acceso 
a la justicia. Ello permitió que se logre tener un diagnóstico de la realidad a 
partir del cual se puede pensar en opciones superadoras, como el Equipo 
Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional. En el 
presente documento se retoma parte de la información recopilada en la in-
vestigación. 

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), casi un tercio de las muje-
res que ha mantenido una relación de pareja ha sido víctima de violencia física 
o sexual por parte de ella (OMS, 2013). En Latinoamérica, se estima que cerca 
del 30% de las mujeres ha sufrido violencia física y/o sexual por parte de sus 
parejas y que aproximadamente el 11% ha sido atacada por personas ajenas al 
núcleo familiar (OMS, 2013).

Los datos de la Oficina de Violencia Doméstica (OVD) de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación muestran que, con respecto al primer trimestre de 
2017, se realizaron 3582 atenciones. De estas, el 60% son de mujeres, el 16% 
de niñas, el 15% de niños y el 9% de varones adultos. (1)  

El Estudio Nacional sobre Violencias Contra las Mujeres (2)  señaló que un 16,30% 
de las mujeres entrevistadas resultó víctima de violencia sexual desde los  
16 años; un 5% durante los últimos cinco años; y un 1,90% durante el último 
año. El tipo de violencia sexual predominante sobre las mujeres resultó ser 
“algún hombre la tocó sexualmente sin su consentimiento”, con un 10,80% 
desde los 16 años, y 1,50% para el último año. En segundo lugar (solo para 
el caso “desde los 16 años”), con un 5,20% se encuentran los actos sexuales 
forzados, con un 0,30% para el último año. En tercer lugar, aparecen los in-
tentos de actos sexuales forzados, con un 3,80% desde los 16 años (Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, Dirección Nacional de Política 
Criminal en Materia de Justicia y Legislación Penal, 2017).

 (1)  Los tipos de atenciones son: consultas extrajurisdiccionales (cantidad de consultas 
referidas a situaciones de violencia doméstica cuya jurisdicción es ajena a la ciudad de 
Buenos Aires), consultas informativas (cantidad de consultas referidas al funcionamiento 
de la Oficina y/o a la normativa vigente en la materia; o referidas a situaciones que no 
encuadran en el ámbito de actuación de la OVD) y casos (cantidad de personas atendi-
das por los equipos interdisciplinarios de la OVD) (OVD, 2017).

 (2) El objetivo de este estudio fue proporcionar estimaciones de la naturaleza y el al-
cance en nuestro país de la violencia masculina experimentada por mujeres de 18 a 
69 años de edad, explorando fundamentalmente diferentes formas de violentamientos 
vividos. Las mujeres fueron seleccionadas aleatoriamente y entrevistadas por teléfono 
a partir del período mayo-julio de 2015 (Ministerio de Justicia y Derechos Humano de 
la Nación, Dirección Nacional de Política Criminal en Materia de Justicia y Legislación 
Penal, 2017, p. 24).
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Gráfico 4. Formas de violencia sexual 
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La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) destacó que “las 
personas lesbianas, gay, bisexuales, trans e intersex pueden ser particular-
mente vulnerables a la violencia sexual. Una de las razones de esta vulne-
rabilidad se genera por el hecho de que las orientaciones sexuales e identi-
dades de género diversas desafían las nociones tradicionalmente aceptadas 
del sexo, la sexualidad y el género. La CIDH también ha recibido información 
sobre violaciones y actos de violencia sexual cometidos contra personas in-
tersex (OEA, CIDH, 2015, p. 118).

Con respecto a los datos estadísticos sobre femicidios, la Oficina de la Mujer 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación relevó que durante 2016 el nú-
mero de víctimas de femicidios ascendió a 254 en todo el país (249 mujeres 
cisgénero y 5 travestis/trans). El 49% de las víctimas tenía entre 21 y 40 años 
al momento de ser asesinadas. El 22% de las víctimas tenía entre 41 y 60 años, 
el 13% se encontraba entre 16 y 20 años, el 7% superaba los 60 años y el 6% 
era menor de 16 años. En 164 casos, los perpetradores eran de pareja y expareja. 
Como consecuencia de las muertes de 254 mujeres, al menos 244 niñas/os y 
adolescentes quedaron sin madre. No se ha podido precisar la cantidad de 
hijas/os en 62 casos (Corte Suprema de Justicia de la Nación, Oficina de la 
Mujer, s/f).

En relación a la violencia contra personas adultas mayores, la Primera En-
cuesta Nacional sobre Calidad de Vida de los Adultos Mayores señaló que las 
tareas de cuidado a personas con alguna dependencia básica recae princi-
palmente en el entorno familiar (77,40%). Además, destacó que casi un 9% 
de la población entrevistada conoce a una persona mayor que ha sido gol-
peada o agredida por sus familiares, a la vez que un 22% de quienes tienen  
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entre 60 y 74 años piensa que la familia o personas cercanas hacen uso de 
objetos de valor sin su permiso (Indec, 2014). La OVD indicó que un 4% de 
las personas que denunciaron hechos de violencia doméstica tenían entre 
60 y 74 años y un 1% tenían más de 74 años (OVD, s/f). El Programa Las 
Víctimas contra las Violencias resaltó que en septiembre de 2016 atendie-
ron un 5,10% de mujeres entre 50 y 59 años y un 2,50% de mujeres de más 
de 60 años.

A su vez, el Observatorio Nacional de Violencia contra las Mujeres depen-
diente del Instituto Nacional de las Mujeres estimó que, entre enero de 2014 y 
diciembre de 2015, la línea gratuita 144 recibió 3678 llamados de personas de 
entre 60 y 102 años. El 97% de los casos corresponde a mujeres en situación 
de violencia, mientras que solo un 3% corresponde a varones que se encuen-
tran en esta situación. En lo que se refiere al vínculo con el/la agresor/a, se 
observa que mayoritariamente (56%) los agresores son las parejas o expare-
jas (Ministerio de Desarrollo Social, Observatorio Nacional de Violencia contra 
las Mujeres, s/f). 

Con respecto a la violencia hacia niñas, niños y adolescentes, el Consejo Na-
cional de Mujeres recibió, entre septiembre de 2013 y septiembre de 2015, 
1796 llamados a la Línea 144, en los que la persona en situación de violencia 
era una niña, niño o adolescente. Con relación al género, las diferencias re-
sultaron ser significativas a partir de los 11 años: 39 llamadas corresponden 
a niñas en situación de violencia y 12, a niños. Estos valores se incrementan 
progresivamente hasta los 17 años: en el caso de las niñas y las adolescentes 
pasan de 39 a 393 llamadas, en tanto que para los varones entre 11 y 17 años, 
las llamadas oscilaron entre 12 y 20 (Consejo Nacional de Mujeres, Observato-
rio Nacional de Violencia contra las Mujeres, s/f, p. 30).

Las mujeres y las niñas con discapacidad tienen tres veces más posibilidades 
que las mujeres y niñas sin discapacidad de sufrir abusos sexuales y físicos; 
siendo el riesgo mayor aún en el caso de las niñas y las mujeres que residen 
en instituciones. Asimismo, tienen menor acceso a los servicios sociales y los 
sistemas de apoyos (ONU, Comité de Naciones Unidas sobre derechos de 
las personas con discapacidad, 2014, p. 17). Las niñas y las mujeres jóvenes 
con discapacidad tienen más posibilidades de ser internadas en instituciones; 
están expuestas a mayor riesgo de ser sometidas al matrimonio forzado, la 
esterilización forzosa y el aborto forzado; y tienen más posibilidades de ser 
víctimas de violencia física y sexual, tanto dentro como fuera del hogar (Co-
mité de Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, 
2014, p. 20).

Estas cifran revelan las altas tasas de violencia doméstica y sexual que afectan 
mayoritariamente a mujeres, niñas, niños, adolescentes, personas con disca-
pacidad, personas adultas mayores, entre otras. De allí se desprende la nece-
sidad de pensar en un nuevo abordaje judicial de estos casos y de adoptar las 
medidas adecuadas para prevenir, sancionar y erradicar estos tipos y modali-
dades de violencias, y para visibilizar estas situaciones.
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2. Obligaciones y compromisos del Estado

El Congreso Nacional sancionó en 2009 la Ley 26.485 de Protección Integral 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en los 
Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales. La aprobación 
de esta ley significó un cambio de paradigma normativo en el abordaje de la 
violencia de género en nuestro país: una ley integral y abarcadora de distintos 
tipos y modalidades de la violencia contra las mujeres, ubicando a nuestro 
país entre aquellos que avanzaron hacia legislaciones de segunda generación, 
luego de una primera década focalizada en la violencia familiar o doméstica 
(Equipo Latinoamericano de Justicia y Género, s/f).

La ley 26.485 definió la violencia contra las mujeres como toda conducta, 
acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito pú-
blico como en el privado, y basada en una relación desigual de poder, afecte 
su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o 
patrimonial, como así también su seguridad personal. Además, entendió por 
violencia indirecta toda conducta, acción u omisión, disposición, criterio o 
práctica discriminatoria que ponga a la mujer en desventaja respecto al varón.

Además, se incorporaron lineamientos básicos para la formulación e imple-
mentación de las políticas estatales y se dispuso la coordinación con diversas 
instituciones (ministerios, secretarías, poderes del Estado) y jurisdicciones (a 
nivel nacional, provincial y local) para abordar las diversas formas de violencia 
que sufren las mujeres.

Este marco legal se complementó con una serie de normas que apuntaron 
a garantizar el derecho a la igualdad y a la no discriminación en Argentina. 
A modo de ejemplo, la Ley de Prevención y Sanción de la Trata de Personas 
y Asistencia a sus Víctimas (2008), modificada por la ley 26.842 (2012); la 
Ley 26.618 sobre Matrimonio Igualitario (2010); la ley 26.791, que incorpora en 
el art. 80 del Código Penal los agravantes por femicidio y por la orientación 
sexual y la identidad de género (2012); la Ley 26.743 sobre Identidad de Gé-
nero (2012); la Ley 27.210, que crea el Cuerpo de Abogadas y Abogados para 
Víctimas de Violencia de Género (2015); la Ley 27.372 (2017) sobre Derechos 
y Garantías de las Personas Víctimas de Delitos, entre otras.

De este modo, esta ley modelo no se circunscribe al ámbito de violencia de 
género contra las mujeres solamente, sino que se propone visibilizar otros 
grupos en situación de vulnerabilidad tales como personas adultas mayores, 
personas con discapacidad, niñas/os y adolescentes, personas LGBTI+, en-
tre otras. Esto, dado que entendemos que son todxs sujetxs que se alejan 
del estereotipo de figura dominante en nuestra sociedad donde se privilegia 
la heterosexualidad, la cisgeneridad, la ausencia de discapacidades, la edad 
“productiva”. Creemos menester pensar con una perspectiva de género que 
no olvide la interseccionalidad y piense en cómo distintos factores influyen 
sobre los grados de vulnerabilización, discriminación y marginalidad de lxs 
sujetxs sociales.
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El derecho internacional ha aportado decisivamente en el desarrollo de los 
marcos conceptuales y jurídicos que definen la violencia de género domés-
tica, sexual e institucional. En efecto, desde hace décadas, los órganos inter-
nacionales de derechos humanos han enfocado sus esfuerzos en prevenir, 
erradicar y sancionar la violencia de género, con impacto y diálogo con desa-
rrollos jurídicos nacionales y provinciales. 

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (Cedaw) constituyó un hito en el reconocimiento de los dere-
chos humanos de las mujeres. La Cedaw condenó todas las formas de discri-
minación hacia las mujeres.

La definición de discriminación hacia las mujeres de la Cedaw debe examinar-
se de acuerdo a la interpretación brindada por el Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mujer (Comité Cedaw) en su Recomendación 
General 19 conforme a la cual la discriminación “... incluye la violencia basada 
en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o 
que la afecta en forma desproporcionada. Incluye actos que infligen daños o 
sufrimientos de índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos ac-
tos, coacción y otras formas de privación de la libertad”. Además señaló que 
“la violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce de sus derechos 
humanos y sus libertades fundamentales en virtud del derecho internacional 
o de los diversos convenios de derechos humanos, constituye discriminación, 
como la define el art. 1° de la Cedaw” (párrs. 6 y 7).

En relación a los deberes asumidos por el Estado, la CEDAW estableció que 
los Estados Partes deben 

… [a]doptar medidas adecuadas, legislativas y de otro ca-
rácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban 
toda discriminación contra la mujer; [e]stablecer la protec-
ción jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de 
igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de 
los tribunales nacionales o competentes y de otras institucio-
nes públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo 
acto de discriminación; [t]omar todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por 
cualesquiera personas, organizaciones o empresas; [a]daptar 
todos las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, 
para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas  
que constituyan discriminación contra la mujer… (art. 2°, incs. b, 
c, e y f).

Además, la Recomendación General 19 determinó que los Estados deben es-
tablecer o apoyar servicios destinados a las víctimas de violencia, construir 
refugios, educar a la sociedad en materia de igualdad, sancionar penalmente 
los actos de violencia y prever procedimientos eficaces de denuncia y repa-
ración (párr. 24 k).
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En 1993, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena –Declaración 
y Programa de Acción de Viena– subrayó la importancia de la labor destinada 
a eliminar la violencia contra las mujeres en la vida pública y privada, a elimi-
nar todas las formas de acoso sexual, la explotación y la trata de mujeres, a 
eliminar los prejuicios sexistas en la administración de la justicia y a erradicar 
cualesquiera conflictos que puedan surgir entre los derechos de las mujeres 
y las consecuencias perjudiciales de ciertas prácticas tradicionales o costum-
bres, de prejuicios culturales y del extremismo religioso.

Por su parte, la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing aprobada en la 
Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer –celebrada el 4 y 5 de septiembre 
de 1995– señaló que: “[l]a violencia contra la mujer es una manifestación de las 
relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres, que 
han conducido a la dominación de la mujer por el hombre, la discriminación 
contra la mujer y a la interposición de obstáculos contra su pleno desarrollo...”.

En esa línea, la mencionada Declaración y Plataforma de Acción de Beijing 
estableció, como uno de sus objetivos estratégicos, el de implementar medi-
das integrales para prevenir y eliminar la violencia contra las mujeres –tales 
como adoptar o aplicar las leyes pertinentes, y revisarlas y analizarlas perió-
dicamente a fin de asegurar su eficacia para eliminar la violencia contra las 
mujeres, enfatizando la prevención de la violencia y el enjuiciamiento de los 
responsables–; adoptar medidas para garantizar la protección de las mujeres 
víctimas de la violencia, el acceso a remedios justos y eficaces, inclusive la 
reparación de los daños causados, la indemnización y la curación de las vícti-
mas y la rehabilitación de los agresores.

Recientemente, el Comité Cedaw adoptó la Recomendación General 35 sobre 
violencia de género, que actualizó la mencionada Recomendación General 19 
y proporcionó a los Estados orientaciones renovadas para acelerar la elimi-
nación de la violencia de género contra las mujeres. La nueva recomendación 
general reafirmó que [l]a violencia de género contra las mujeres constituye 
una forma de discriminación contra la mujer, conforme al artículo 1 de la CE-
DAW y, por lo tanto, compromete todas las obligaciones de dicha Conven-
ción. Esta es una obligación de naturaleza inmediata. Los retrasos no pueden 
justificarse por motivos económicos, culturales o religiosos (párr. 26a).

Respecto a los deberes de los poderes legislativos, la Recomendación General 
35 señala que los Estados deben adoptar una legislación que prohíba todas 
las formas de violencia de género contra las mujeres y las niñas, armonizando 
el derecho interno con la Convención. Esta legislación debería considerar a las 
mujeres víctimas como titulares de derechos e incluir disposiciones sensibles 
a la edad y al género y una protección legal efectiva, incluidas sanciones y 
reparación en casos de violencia 

En esa línea, el Comité Cedaw también recomendó a los Estados adoptar las 
siguientes medidas legislativas: velar por que todas las formas de violencia 
de género contra la mujer en todas las esferas, que constituyan una violación 
de su integridad física, sexual o psicológica, sean penalizadas e introduzcan 
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sin demora o fortalezcan las sanciones legales proporcionales a la gravedad del 
delito como así como los recursos civiles; velar por que todos los sistemas jurí-
dicos, incluidos los sistemas jurídicos plurales, protejan a las víctimas de la vio-
lencia de género contra la mujer y garanticen su acceso a la justicia y un recurso 
efectivo  y derogar todas las disposiciones legales que discriminan a las mujeres.

En el ámbito regional latinoamericano, en 1994 se aprobó la Convención In-
teramericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará), ratificada por el Congreso de la Nación por 
la ley 24.632. La Convención de Belem do Pará definió la violencia contra las 
mujeres como “cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 
ámbito público como en el privado”. Se consagró explícitamente el derecho 
a una vida libre de violencia, el cual comprende, entre otros, el derecho de 
las mujeres a ser libres de toda forma de discriminación; y estableció deberes 
inmediatos de los Estados parte para cumplir con sus disposiciones.

Sobre la base de la Convención de Belém do Pará, la Cedaw y las demás 
normativas internacionales, los órganos del sistema universal y del sistema 
interamericano han emitido una serie de estándares jurídicos sobre las obli-
gaciones y compromisos de los Estados que motivan esta ley modelo. Por un 
lado, el deber de garantizar un acceso a la justicia adecuado y efectivo; y, por 
el otro, la obligación de actuar con la debida diligencia requerida para preve-
nir, investigar, sancionar y reparar actos de violencia.

En relación a lo primero, la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(en adelante, Convención Americana) estableció que todas las personas tie-
nen el derecho a acceder a recursos judiciales y a ser oídas, con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable, por un tribunal competente, inde-
pendiente e imparcial cuando creen que sus derechos han sido violados 
(arts. 8.1. y 25); la protección de estos derechos se ve reforzada por la obliga-
ción general de respetar (art. 1.1).

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, Cor-
te IDH) sostuvo que: 

El artículo 25 obliga al Estado a garantizar a toda persona el 
acceso a la administración de justicia y, en particular, a un recur-
so rápido y sencillo para lograr, entre otros resultados, que los 
responsables de las violaciones de los derechos humanos sean 
juzgados y para obtener una reparación por el daño sufrido (…) 
[E]l artículo 25 ́ constituye uno de los pilares básicos, no sólo de 
la Convención Americana, sino del propio Estado de derecho en 
una sociedad democrática (…)´. Dicho artículo guarda relación 
directa con el artículo 8.1 (…) que consagra el derecho de toda 
persona a ser oída con las debidas garantías (…) para la deter-
minación de sus derechos de cualquier naturaleza (Corte IDH, 
1998, párr. 169).
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Estas disposiciones se complementan con la Convención Belem do Pará, que 
reconoció el vínculo entre el acceso de las mujeres a una adecuada protec-
ción judicial al denunciar hechos de violencia, y la eliminación de la violencia 
y la discriminación que la perpetúa (art. 7°); y a su vez fueron sostenidas por 
la CIDH en, por ejemplo, el caso “Raquel Martín de Mejía vs. Perú” (CIDH, 1995, 
pág. 22). 

En el ámbito del sistema universal de derechos humanos igualmente se con-
sagró el derecho de acceso a la justicia en numerosos instrumentos. Así, el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispuso que todas las per-
sonas tienen el derecho a acceder a procesos judiciales ante tribunales com-
petentes, independientes e imparciales en condiciones de igualdad (art. 14). 
En esta misma línea, la Recomendación General 28 del Comité Cedaw afirmó 
que la obligación de los Estados de eliminar la discriminación cometida por 
cualquier actor público o privado comprende “�medidas que aseguren que 
las mujeres puedan presentar denuncias en caso de violaciones de los dere-
chos consagrados en la Convención y tengan acceso a recursos efectivos (...)” 
(párr. 36).

Asimismo, en la Recomendación General 33 sobre el acceso de las mujeres a 
la justicia, el Comité Cedaw sostuvo que “�el derecho de acceso de las mujeres 
a la justicia es esencial para la realización de todos los derechos protegidos 
en virtud de la [Cedaw]. Es un elemento fundamental del estado de derecho 
(…) y abarca la justiciabilidad, la disponibilidad, el acceso, la buena calidad, el 
suministro de recursos jurídicos para las víctimas y la rendición de cuentas de 
los sistemas de justicia” (párr. 1). El Comité Cedaw consideró que los seis com-
ponentes mencionados son necesarios para asegurar el acceso a la justicia y 
los definió de la siguiente manera:

a)	La justiciabilidad requiere el acceso irrestricto de la mujer a la justicia así 
como la capacidad y el poder para reclamar sus derechos.

b)	La disponibilidad exige el establecimiento de tribunales y otros órganos 
cuasijudiciales o de otro tipo en todo el Estado parte y su mantenimiento 
y financiación.

c)	La accesibilidad requiere que los sistemas de justicia sean seguros, se pue-
dan costear y resulten físicamente accesibles a las mujeres, y sean adapta-
dos y apropiados a las necesidades de las mujeres.

d)	La buena calidad de los sistemas de justicia requiere que todos los com-
ponentes del sistema se ajusten a las normas internacionales de compe-
tencia, eficiencia, independencia e imparcialidad y provean, de manera 
oportuna, recursos apropiados y efectivos que se ejecuten y den lugar 
a una resolución sostenible de la controversia. Requiere también que los 
sistemas de justicia se enmarquen en un contexto, sean dinámicos, de par-
ticipación, abiertos a las medidas innovadoras prácticas, sensibles a las 
cuestiones de género y tengan en cuenta las crecientes demandas de jus-
ticia que plantean las mujeres.
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e)	La aplicación de recursos requiere que los sistemas de justicia ofrezcan a 
las mujeres una protección viable y una reparación significativa de cual-
quier daño que puedan haber sufrido.

f)	La rendición de cuentas de los sistemas de justicia se garantiza mediante 
la vigilancia de su funcionamiento para garantizar que funcionen confor-
me a los principios de justiciabilidad, disponibilidad, accesibilidad, buena 
calidad, y aplicación de recursos (Comité Cedaw, Recomendación Gene-
ral 33, párr. 14).

Este deber de garantizar el acceso a la justicia se complementa con el deber 
de la debida diligencia. De acuerdo con la Convención de Belém do Pará, los 
Estados deben “... actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y 
sancionar la violencia contra la mujer” (art. 7.b.). Además, la Cedaw dispuso 
la obligación de los Estados de: “[e]stablecer la protección jurídica de los 
derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y ga-
rantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras 
instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de 
discriminación (�)” (art. 2°). Los órganos internacionales de derechos huma-
nos han precisado el contenido de la obligación jurídica estatal de actuar con 
la debida diligencia, tal como se verá a continuación.

La CIDH aplicó por primera vez la Convención de Belém do Pará en el caso 
“Maria Da Penha Maia Fernandes”, presentado por una víctima de violencia 
doméstica en Brasil que quedó parapléjica como consecuencia del abuso 
físico y los atentados de homicidio perpetrados por su esposo, y pese a las 
varias denuncias que había realizado. En este caso, la CIDH determinó que 
el Estado había incumplido su obligación de ejercer la debida diligencia al 
no condenar y sancionar al victimario durante 15 años (OEA, CIDH, 2007, 
párr. 35).

En esa línea, el Comité Cedaw estableció que la debida diligencia implica que 
los Estados serán responsables si fracasan en adoptar las medidas apropiadas 
para prevenir e investigar, enjuiciar, castigar y reparar los actos y omisiones 
de actores estatales y no estatales que resultan en violencia de género contra 
las mujeres (Comité Cedaw, Recomendación General 35, 2017, párrs. 29, 30 
y 31). Siguiendo las palabras de la Relatora Especial sobre la violencia contra 
la mujer, “el potencial de la debida diligencia reside en una nueva interpreta-
ción de las obligaciones de prevenir, proteger, enjuiciar e indemnizar y traza 
los parámetros de la responsabilidad conjunta del Estado y de los agentes no 
estales para reaccionar ante la violencia.

Del mismo modo, la Corte IDH sostuvo que la debida diligencia comporta 
cuatro obligaciones: la prevención, la investigación, la sanción y la repa-
ración de toda violación de los derechos humanos, con el fin de prevenir 
la impunidad (Corte IDH, 1988). Seguidamente se detallarán estas cuatro 
obligaciones.
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La CIDH interpretó que el deber de actuar con la debida diligencia compren-
de no solo la pronta investigación, procesamiento y sanción de dichos actos, 
sino también la obligación de “prevenir estas prácticas degradantes” (2001, 
párr. 56). La CIDH asimismo verificó la existencia de un patrón general de to-
lerancia estatal e ineficacia judicial hacia casos de violencia doméstica, lo que 
promovió su repetición (2001, párr. 55).

En esa línea y a fin de prevenir la victimización secundaria, las medidas de 
protección o las medidas preventivas urgentes cumplen un rol central en los 
procesos judiciales respetuosos de la debida diligencia, por lo que los Estados 
deben “[a]segurar que las medidas de protección sean expedidas en todos 
los casos de violencia contra las mujeres. Vigilar su proceso de aplicación, 
realizando evaluaciones y estudios sobre su implementación y efectividad, 
a fin de adoptar las medidas correctivas y/o de fortalecimiento apropiadas.” 
(Mesecvi, Recomendación 25, 2012). 

Con respecto a la debida diligencia en la investigación, la Corte IDH en el caso 
“González y otras (´Campo Algodonero´)” señaló que: 

La obligación del Estado de investigar debe cumplirse diligen-
temente (…) A la luz de ese deber, una vez que las autorida-
des estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar 
ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y 
efectiva por todos los medios legales disponibles y orientada 
a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, 
enjuiciamiento y eventual castigo de todos los autores de los 
hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucra-
dos agentes estatales. De otra parte, la Corte ha advertido que 
esta obligación se mantiene cualquiera sea el agente al cual 
pueda eventualmente atribuirse la violación, aún los particu-
lares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, 
resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo 
que comprometería la responsabilidad internacional del Esta-
do (Corte IDH, 2009, párrs. 289- 291).

Asimismo, la Corte IDH sostuvo que el deber del Estado de actuar con debida 
diligencia requiere de:

… la actuación pronta e inmediata de las autoridades policiales, 
fiscales y judiciales cuando el Estado tiene conocimiento de un 
contexto en el que las mujeres están siendo abusadas y violen-
tadas. Las autoridades deben presumir que la persona desapa-
recida está privada de libertad y sigue con vida hasta que se 
ponga fin a la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido (Cor-
te IDH, 2009, párr. 283). 

Sobre la obligación de sancionar a los responsables, la Corte IDH consideró 
que la ausencia de una investigación completa y efectiva sobre los hechos 
constituye una fuente de sufrimiento y angustia adicional para las víctimas, 
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quienes tienen el derecho a conocer la verdad de lo ocurrido (Corte IDH, 
“Caso Heliodoro Portugal...”, 2008, supra nota 297, párr. 146; “Caso Valle Ja-
ramillo...”, 2008, párr. 102). Dicho derecho a la verdad exige la determinación 
de la más completa verdad histórica posible, que incluye la determinación de 
los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas 
formas participaron en dichas violaciones (Corte IDH, 2007, supra nota 397, 
párr. 195; “Caso Valle Jaramillo...”, 2008, párr. 102).

Finalmente, respecto a la obligación de reparar, en el caso “Campo Algodone-
ro”, la Corte IDH consideró que:

... el concepto de “reparación integral” (restitutio in integrum) 
implica el restablecimiento de la situación anterior y la elimi-
nación de los efectos que la violación produjo, así como una 
indemnización como compensación por los daños causados. 
Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de discriminación 
estructural, las reparaciones deben tener una vocación transfor-
madora de dicha situación, de tal forma que las mismas tengan 
un efecto no solo restitutivo sino también correctivo (Corte IDH, 
2009, párr. 450).

De conformidad con las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las 
Personas en Condición de Vulnerabilidad, se consideran en condición de vul-
nerabilidad:

… aquellas personas que, por razón de su edad, género, esta-
do físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, 
étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para 
ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos 
reconocidos por el ordenamiento jurídico. Podrán constituir 
causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la 
discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a mi-
norías, la victimización, la migración y el desplazamiento inter-
no, la pobreza, el género y la privación de libertad. La concreta 
determinación de las personas en condición de vulnerabilidad 
en cada país dependerá de sus características específicas, o in-
cluso de su nivel de desarrollo social y económico (XIV Cumbre 
Judicial Iberoamericana, Brasilia, 4 a 6 de marzo de 2008).

En relación a las personas adultas mayores, las citadas Reglas de Brasilia se-
ñalan que “el envejecimiento (…) puede constituir una causa de vulnera-
bilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales dificultades, 
atendiendo a sus capacidades funcionales, para ejercitar sus derechos ante el 
sistema de justicia.”

Recientemente Argentina ratificó, mediante la ley 27.360, la Convención In-
teramericana sobre Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores, adoptada por la OEA el 15 de junio de 2015. Esta Convención es un 
instrumento regional jurídicamente vinculante que reconoce que la persona, 
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a medida que envejece, debe seguir disfrutando de una vida plena, indepen-
diente y autónoma, con salud, seguridad, integración y participación activa 
en las esferas económica, social, cultural y política. De esta manera, fomenta 
un envejecimiento activo en todos los ámbitos y dispone la incorporación y 
priorización del tema del envejecimiento en las políticas públicas. Para los 
efectos de esta Convención, se entenderá por violencia contra la persona ma-
yor cualquier acción o conducta que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la persona mayor, tanto en el ámbito público como 
el privado. Esta comprende, entre otros, “distintos tipos de abuso, incluso 
el financiero y patrimonial, y maltrato físico, sexual, psicológico, explotación 
laboral, la expulsión de su comunidad y toda forma de abandono o negligen-
cia que tenga lugar dentro o fuera del ámbito familiar o unidad doméstica o 
que sea perpetrado o tolerado por el Estado o sus agentes dondequiera que 
ocurra” (art. 9°).

Consecuentemente, los deberes del Estado incluyen adoptar medidas legis-
lativas, administrativas y de otra índole para prevenir, investigar, sancionar y 
erradicar los actos de violencia contra la persona mayor, así como aquellas 
que propicien la reparación de los daños ocasionados por estos actos; pro-
mover la creación y el fortalecimiento de servicios de apoyo para atender 
los casos de violencia, maltrato, abusos, explotación y abandono de la per-
sona mayor y fomentar el acceso de la persona mayor a dichos servicios y 
a la información sobre los mismos; establecer o fortalecer mecanismos de 
prevención de la violencia, en cualquiera de sus manifestaciones, dentro 
de la familia, unidad doméstica, lugares donde recibe servicios de cuida-
do a largo plazo y en la sociedad para la efectiva protección de los dere-
chos de la persona mayor; promover mecanismos adecuados y eficaces de  
denuncia en casos de violencia contra la persona mayor, así como reforzar 
los mecanismos judiciales y administrativos para la atención de esos casos; 
promover activamente la eliminación de todas las prácticas que generan 
violencia y que afectan la dignidad e integridad de la mujer mayor (art. 9°, 
incs. a, c, d, h e i).

En relación a las personas con discapacidad, la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad (CDPD), aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, modificó el para-
digma jurídico de la discapacidad, entendiendo a la discapacidad como una 
cuestión de derechos humanos. A partir de dicho enfoque, las políticas y las 
respuestas brindadas a los problemas que enfrentan las personas con disca-
pacidad pasan a ser pensadas y elaboradas desde y hacia el respeto de los 
derechos humanos (Palacios & Bariffi, 2007, p. 11).

En tal sentido, la CDPD receptó el denominado “modelo social de la discapa-
cidad”, el cual “… considera a la discapacidad como un fenómeno complejo, 
resultado de un conjunto de condiciones, muchas de las cuales son creadas 
por el contexto social” (Palacios & Bariffi, 2007, p. 22). Conforme a este mo-
delo social, 
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… la discapacidad no se define exclusivamente por la presencia 
de una deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, sino que 
se interrelaciona con las barreras o limitaciones que socialmen-
te existen para que las personas puedan ejercer sus derechos 
de manera efectiva. Los tipos de límites o barreras que común-
mente encuentran las personas con diversidad funcional en la 
sociedad, son, entre otras, barreras físicas o arquitectónicas, co-
municativas, actitudinales o socioeconómicas (Corte IDH, “Caso 
Furlán...”, 2012, párr. 133).

Respecto al derecho al acceso a la justicia, dispuso que: 

Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapa-
cidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones 
con las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento y 
adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funcio-
nes efectivas de esas personas como participantes directos e 
indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los 
procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de inves-
tigación y otras etapas preliminares. A fin de asegurar que las 
personas con discapacidad tengan acceso efectivo a la justicia, 
los Estados Partes promoverán la capacitación adecuada de los 
que trabajan en la administración de justicia, incluido el personal 
policial y penitenciario (art. 13).

Además, se estableció el deber de los Estados de adoptar “... todas las medi-
das de carácter legislativo, administrativo, social, educativo y de otra índole 
que sean pertinentes para proteger a las personas con discapacidad, tanto en 
el seno del hogar como fuera de él, contra todas las formas de explotación, 
violencia y abuso, incluidos los aspectos relacionados con el género” (art. 16).

Cabe resaltar que el Comité DPD le recomendó al Estado argentino que se 
establezcan protocolos adecuados de prevención de la violencia contra las 
personas con discapacidad institucionalizadas y que recopile datos e infor-
mación sobre violencia y abusos cometidos contra personas con discapaci-
dad, con especial atención a las mujeres, infancia y personas institucionaliza-
das. También, el Comité DPD señaló que el Estado argentino debe establecer 
mecanismos institucionales para la detección temprana de situaciones en las 
que pueda existir violencia, investigar diligentemente las alegaciones sobre 
hechos de violencia, incluyendo ajustes en el procedimiento que les permitan 
recabar el testimonio de las víctimas y procesar a los responsables” (Comité 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2012).

En esa línea, en el caso “Furlán y familiares vs. Argentina”, la Corte IDH rei-
teró que “no basta con que los Estados se abstengan de violar los derechos, 
sino que es imperativa la adopción de medidas positivas, determinables en 
función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho” 
(párr. 134). 
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Además, la Corte IDH observó que: “… las personas con discapacidad a me-
nudo son objeto de discriminación. El debido acceso a la justicia juega un 
rol fundamental para enfrentar dichas formas de discriminación” (“Caso Fur-
lán...”, párr. 135).

En relación a los derechos de las/os niñas/os, la Convención sobre los Dere-
chos del Niño estableció que: “Los Estados Partes adoptarán todas las medi-
das legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para prote-
ger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido 
o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mien-
tras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante 
legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo” (art. 19).

El Comité sobre Derechos del Niño resaltó que la definición de cuidadores 
incluye al personal de las instituciones (públicas y privadas) encargado de la 
atención de niños, como los adultos responsables en los centros de atención 
de la salud, los centros correccionales de menores y los centros de día y los 
hogares y residencias (ONU, Comité de los Derechos del Niño, 2011).

En una consideración que relaciona las categorías de niñez y discapacidad, la 
Corte IDH resaltó que las personas menores de edad y con discapacidad tie-
nen el derecho de disfrutar de un efectivo, real acceso a la justicia y un debido 
proceso legal en condiciones de igualdad con quienes no experimenten esas 
desventajas. Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver 
los factores de desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia (“Caso 
Furlán...”, párr. 268).

De este modo, es fundamental atender a la interseccionalidad de la discrimina-
ción. Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 
Naciones Unidas (2009, párr. 17) señaló que algunos individuos o grupos sufren 
discriminación por más de uno de los motivos prohibidos, y que esa discrimina-
ción acumulativa afecta a las personas de manera especial y concreta, y merece 
particular consideración y medidas específicas para combatirla.

En ese orden de ideas, la violencia, la discriminación y las dificultades para ac-
ceder a la justicia afectan en forma diferenciada a las mujeres indígenas, ya que 
están particularmente expuestas al menoscabo de sus derechos por su con-
dición de mujer, su origen étnico-racial y/o por su condición socioeconómica.

La Corte IDH señaló en el caso “Fernández Ortega y otros vs. México” que:

… la población indígena se encuentra en una situación de vul-
nerabilidad, reflejada en diferentes ámbitos, como la adminis-
tración de justicia y los servicios de salud, particularmente, por 
no hablar español y no contar con intérpretes, por la falta de 
recursos económicos para acceder a un abogado, trasladarse 
a centros de salud o a los órganos judiciales y también por ser 
víctimas de prácticas abusivas o violatorias del debido proceso 
(Corte IDH, 2010, párr. 78).
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La CIDH en el caso “Hermanas González Pérez” desarrolló el concepto de 
violación sexual como tortura y como violación al derecho a la vida privada 
de las mujeres y se refirió a los obstáculos específicos que las mujeres indíge-
nas enfrentan al intentar acceder a instancias de protección judicial. La CIDH 
subrayó que el dolor y la humillación que sufrieron las mujeres se agravó por 
ser indígenas en razón de desconocimiento del idioma de sus agresores y de 
las demás autoridades intervinientes y, además, por el repudio de su propia 
comunidad como consecuencia del delito de que fueron víctimas (OEA, CIDH, 
2007, párr. 201).

De este modo, la protección otorgada a los pueblos indígenas debe ser efec-
tiva tomando en cuenta sus particularidades propias, sus características eco-
nómicas y sociales, así como su situación de especial vulnerabilidad, su dere-
cho consuetudinario, valores, usos y costumbres (OEA, CIDH, 2009).

El derecho a la igualdad de género se interrelaciona con el art. 12 de la Decla-
ración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en tanto im-
pone obligaciones de protección en cabeza del Estado contra el racismo di-
rigido hacia las personas parte de las comunidades indígenas, discriminación 
racial, xenofobia u otra forma conexa de intolerancia. Se entiende que este 
tipo de trato desigual redunda en la victimización que sufren, usualmente, 
mujeres indígenas que denuncian violencia de género. Es así que este Equipo 
Judicial Especializado busca también atender esta problemática.

Del mismo modo, la violencia contra las personas LGBTI+ constituye una 
“forma de violencia de género, impulsada por el deseo de castigar a quie-
nes se considera que desafían las normas de género” (Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2011, párr. 20). El re-
lator especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes señaló que, en una parte considerable de los casos de tortura 
a personas LGBTI+, hay indicaciones de que se les somete con frecuencia a 
“actos de violencia de índole sexual, como violaciones o agresiones sexua-
les, a fin de ‘castigarlos´ por traspasar las barreras del género o por cues-
tionar ideas predominantes con respecto al papel de cada sexo” (ONU, 
2001, párr. 17). 

La Declaración sobre Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de 
Género reafirmó el “principio de no discriminación, que exige que los dere-
chos humanos se apliquen por igual a todos los seres humanos, independien-
temente de su orientación sexual o identidad de género” (2008, párr. 3). En 
esa línea, la Corte IDH estableció que: 

… la orientación sexual y la identidad de género de las personas 
son categorías protegidas por la Convención [Americana]. Por 
ello está proscrita cualquier norma, acto o práctica discrimina-
toria basada en la orientación sexual de la persona. En conse-
cuencia, ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno, 
sea por parte de autoridades estatales o por particulares, pueden 



Ley modelo de creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional | 65

Exposición de motivos. Creación del Equipo Judicial...

disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de una per-
sona a partir de su orientación sexual (Corte IDH, “Caso Atala 
Riffo...”, 2012, párr. 91; “Caso Duque...”, 2016, párr. 104).

El informe del experto independiente sobre la protección contra la violencia 
y la discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género, 
destacó que: 

... aunque los derechos humanos son inherentes a todas las per-
sonas y prevén protección para todas sin excepción, lamenta-
blemente las que tienen de forma real o percibida una orien-
tación sexual y/o una identidad de género divergentes de un 
determinado concepto social suelen ser blanco de la violencia 
y la discriminación, y se cometen violaciones de forma gene-
ralizada en numerosos ámbitos. En relación con la orientación 
sexual y la identidad de género, se han generalizado en diversos 
frentes los asesinatos, las violaciones, las mutilaciones, las tor-
turas, los tratos crueles, inhumanos y degradantes, las detencio-
nes arbitrarias, los secuestros, el acoso, las agresiones físicas y 
mentales, la intimidación sufrida desde una edad temprana, las 
presiones que redundan en suicidios, así como las medidas y 
los gestos discriminatorios, agravados por la incitación al odio 
(Consejo de Derechos Humanos, 2017, p. 4).

En mismo informe, señaló que las mujeres lesbianas, bisexuales y transgénero 
y los jóvenes LGBTI+ se encuentran particularmente expuestos al riesgo de 
violencia física, psicológica y sexual en el ámbito familiar y comunitario. A 
menudo, las personas LGBTI+ son víctimas de violencia y discriminación du-
rante emergencias humanitarias y cuando huyen de persecuciones, buscando 
refugio. También pueden experimentar abusos en el ámbito de la salud, in-
cluidas las denominadas “terapias” nocivas y reñidas con la ética que intentan 
cambiar la orientación sexual, las esterilizaciones forzadas o coercitivas, los 
exámenes anales y genitales forzados y las intervenciones quirúrgicas y los 
tratamientos “normalizantes” a niños intersexuales que se llevan a cabo sin 
su consentimiento y son innecesarios (ONU, Consejo de Derechos Humanos, 
2017, p. 4). 

Finalmente, la CIDH recomendó a los Estados “[a]doptar todas las medidas 
necesarias para aplicar el estándar de debida diligencia en la prevención, in-
vestigación, sanción y reparación de la violencia contra las personas LGBTI, 
independientemente de si la violencia ocurre en el contexto de la familia, la 
comunidad o la esfera pública, incluyendo en los ámbitos laboral, educativo y 
de salud” (OEA, CIDH, 2015, p. 295).

Por todo lo mencionado, el presente Equipo Judicial Especializado tiene un 
enfoque de derechos humanos y de género a partir del encuadre legal pre-
sentado, procurando satisfacer las obligaciones derivadas de estos compro-
misos internacionales.
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3. Barreras y problemas en las respuestas judiciales

En los últimos años, se han creado tanto en el ámbito nacional como provin-
cial instituciones y mecanismos para responder adecuadamente a los casos 
de violencia de género. Reflejo de ello ha sido la creación del Programa “Las 
Víctimas contra las Violencias”; la línea telefónica 144 del Instituto Nacional 
de las Mujeres; la Oficina de Violencia Doméstica y la Oficina de la Mujer de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación; la Comisión sobre Temáticas de 
Género de la Defensoría General de la Nación, entre otras.

Además, se incorporaron equipos interdisciplinarios en los procedimientos ju-
diciales; se incluyeron los informes predictivos de riesgo; se implementaron 
los botones antipánico; se especializaron fiscalías, defensorías y juzgados; la 
temática se agregó a las capacitaciones de las escuelas judiciales y otros ám-
bitos de sensibilización y capacitación.

Los movimientos de mujeres han sido fundamentales en la visibilización de la 
violencia de género. Principalmente, a partir de la multitudinaria marcha “Ni 
Una Menos”, celebrada por primera vez el 3 de junio de 2015, se reclamó pú-
blicamente la implementación del Plan Nacional de Acción para la Prevención, 
la Asistencia y la Erradicación de la Violencia Contra las Mujeres que estable-
ce la ley 26.485, el acceso a la justicia de las víctimas de violencia de género, 
protección de las víctimas de la violencia con monitoreo electrónico de los 
victimarios, entre otras cuestiones (Herrera, 2016, pág. 63).

Si bien la situación actual ha mejorado de modo significativo en relación con 
las respuestas que estos casos recibían hasta hace pocos años, aún persisten 
serios obstáculos en el acceso a la justicia de víctimas de violencia doméstica, 
y/o sexual y/o institucional.

El sistema de justicia no fue originalmente diseñado para abordar casos de 
violencia de género doméstica, sexual ni institucional. En efecto, el sistema 
surgió y se reprodujo con el objetivo de atender situaciones de violencia que 
acontecían entre personas extrañas, es decir, entre el ofensor y la víctima 
no había vínculos necesariamente afectivos. Asimismo, las responsabilidades 
compartidas, como los cuidados de los/as hijos/as, no eran parte del conflic-
to, por lo tanto el sistema no debía gestionar un pago de alimentos en sede 
civil simultáneamente con el mismo nivel de importancia y urgencia que los 
méritos para el otorgamiento de una prisión preventiva. Finalmente, la cir-
cunstancia de que una persona fuera imputada por un delito, aunque este 
fuera un delito muy grave, no acarreaba la exclusión de su domicilio.

Esto explicaría, al menos parcialmente, las persistentes dificultades que ha 
tenido el sistema judicial en Argentina, pese a los cambios legislativos, para 
dar respuestas adecuadas a las experiencias de las personas involucradas en 
situaciones de violencia doméstica, sexual e institucional. 

Esta Subsecretaría ha realizado, con la colaboración de la actual Subsecretaría 
de Justicia y Política Criminal, una investigación que se propuso una evalua-
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ción más cierta sobre el escenario institucional y prácticas, realizar un rele-
vamiento acerca de las respuestas judiciales y de iniciativas locales y de dere-
cho comparado, identificar las barreras en el acceso a la justicia y, por último, 
trazar las líneas básicas de la propuesta de un Equipo Judicial Especializado 
con competencia unificada, en el marco de un modelo de atención integral. 

Entre las barreras y problemas que en la investigación se profundizan y que 
este Equipo Judicial Especializado busca remediar o mejorar, se encuentran 
multiplicidad de fueros o fragmentación del conflicto; ausencia de registros 
de información unificados; falta de coordinación institucional y excesiva bu-
rocratización; victimización secundaria; adopción de medidas de protección 
inadecuadas y falta de control de ejecución de las medidas de protección.

4. Descripción del Equipo Judicial Especializado

El Equipo Judicial Especializado se propone superar las barreras y obstácu-
los en el acceso a la justicia señalados previamente y dar lugar a un cambio 
organizacional y sustancial en el abordaje judicial de los casos de violencia 
doméstica, sexual e institucional. Se propone llevar adelante un proceso de 
reingeniería institucional en la organización y gestión de los tribunales, apro-
vechando economías de escala y oficinas de gestión común.

El objetivo del Equipo Judicial Especializado es dar respuestas judiciales in-
tegrales, más efectivas y oportunas a las víctimas de violencia doméstica, 
sexual e institucional, que en la mayoría es violencia de género contra las 
mujeres, niñas y adolescentes. También busca visibilizar, prevenir, investigar 
y sancionar la violencia contra otros grupos en situación de vulnerabilidad 
tales como personas adultas mayores, personas con discapacidad y personas 
LGBTI+.

El diseño institucional se basa en el principio de la oralidad, garantía del de-
bido proceso y del acceso a la justicia. (3)  Además, la oralidad es un modo de 

 (3) La Convención Americana de Derechos Humanos, en su art. 8.1. garantiza el debido 
proceso en los siguientes términos: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación 
de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 

Siguiendo una lectura integral del art. 8.1. CADH, se ha entendido que la oralidad es un 
elemento central del debido proceso, en tanto, “… no puede ser oído/a públicamente 
quien es leído/a a través de escritos que entrega al juez en desarrollo del proceso 
judicial, salvo que estos sean leídos públicamente por el tribunal, en cuyo caso se 
necesita realizar una audiencia pública para leerlos. Sin embargo, esta última opción no 
tiene en cuenta el derecho que tiene la persona a hablar públicamente frente al tribunal 
que decide su causa y únicamente se limita a ´ser oído´ a través de la lectura de sus 
escritos. La publicidad implica que la actuación procesal mediante la cual se escucha 
a la persona debe ser abierta al público, y en esta, debe permitirse que ella se dirija 
ante el tribunal o juez competente, por lo cual usualmente implica la realización de una 
audiencia oral” (Villadiego Burbano, Chayer & Pereira Campos, s/f, p. 40).
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efectivizar la inmediación del juez, la concentración de los actos y la economía 
procesal, reduciendo los tiempos totales de inicio a fin de un caso. El acceso 
a la jurisdicción no solamente se garantiza con la posibilidad de ingreso de la 
pretensión al sistema de justicia, sino que plasma con la posibilidad de reco-
rrer el camino procesal hacia la resolución final sin demoras, ni convirtiendo 
al proceso en una vía de tránsito interminable (Chayer & Marcet, 2017, p. 14).

Entre las ventajas de la oralidad a través de este modelo se pueden mencio-
nar, además de las ya señaladas, las siguientes:

•	El control del período probatorio en forma plena por el/la juez/a, entendien-
do por tal el control del plazo en el que se cumplirá y las medidas de prueba 
que se llevarán adelante en ese tiempo.

•	Concentrar en una única oportunidad todas las diversas audiencias que al 
presente se cumplen en momentos sucesivos a lo largo de meses.

•	La eliminación del soporte papel para esas audiencias de prueba, reempla-
zándolo por videograbación, ahorrando de ese modo el tiempo de la trans-
cripción y la dedicación que un/a empleado/a del juzgado debería poner en 
ella.

•	El acortamiento de los plazos hasta la terminación del proceso, dado que al 
finalizar la audiencia el/la juez/a ya dispone normalmente de toda la infor-
mación que requiere para llegar a una resolución (salvo que restara alguna 
prueba, lo cual sería la excepción y no la regla).

•	El abandono de las prácticas de delegación informal y la necesaria presencia 
personal del/a juez/a como funcionario público, busca una solución al conflic-
to que se le presenta a su conocimiento.

•	La coherencia y uniformidad en las prácticas de gestión, para que las/os 
usuarias/os sepan que, más allá de en qué juzgado recayó su asunto, el trá-
mite que se llevará adelante será substancialmente similar, y que tendrán la 
posibilidad de que el/la juez/a realmente atienda en forma personal su con-
flicto y deba pensar el conflicto de manera integral, no solo desde una mirada 
de derecho penal o civil.

•	La progresiva descongestión de las oficinas judiciales, que se logrará con el 
control del período probatorio y de los plazos reales del proceso, así como 
con la liberación de recursos humanos capacitados, hoy absorbidos por la 
toma de audiencias, que podrá dedicarse a otras tareas acordes a su capaci-
tación (Chayer & Marcet, 2017, pp. 6-10).

De este modo, en los procedimientos orales, las decisiones son tomadas di-
rectamente por las/os juezas/ces en audiencias.

Este Equipo Judicial Especializado está compuesto por órganos especiali-
zados con enfoque de género y gestión judicial; y está justificado entonces, 
entre otros motivos, por razones de integralidad, economía procesal y de ga-
rantía de derechos constitucionales y derechos humanos, orientado a dar res-
puestas oportunas y adecuadas a las víctimas.



Ley modelo de creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional | 69

Exposición de motivos. Creación del Equipo Judicial...

Entre los principios rectores que guían este sistema de justicia se encuentran 
los siguientes: acceso a la justicia y debido proceso; independencia e impar-
cialidad; derecho a la información; gratuidad de las actuaciones judiciales, 
administrativas y del patrocinio jurídico preferentemente especializado; pro-
ceso oral por audiencias; inmediación; concentración y economía; eficiencia 
y eficacia, rendición de cuentas, buena fe, lealtad procesal y prohibición de 
abuso del proceso; determinación de la verdad procesal y amplitud probato-
ria; perspectiva de género; coordinación intrajudicial y con los demás poderes 
estatales; flexibilidad de las formas, protección de datos personales y notifi-
cación a las partes. 

Respecto al principio de concentración y economía, es preciso atender a sus 
dos aspectos. En primer lugar, aquel que apunta a evitar a la fragmentación 
del conflicto en diferentes procesos (civil y penal) y, a su vez, en diferentes 
trámites. La fragmentación de los procesos promueve la victimización secun-
daria. El principio de concentración de procesos pretende superar los obs-
táculos del diseño institucional judicial actual. El segundo aspecto se refiere a 
la obligación de realizar los actos procesales sin demora, tratando de abreviar 
los plazos y de concentrar en un mismo acto todas las diligencias que sea 
menester realizar. Dicha celeridad procesal no debe afectar la efectiva parti-
cipación y comprensión de tales actos por parte de las personas con disca-
pacidad ni las garantías constitucionales de todas las partes involucradas en 
el proceso.

Asimismo, se incorpora el principio de perspectiva de género que tiene como 
objetivo visibilizar y eliminar los sesgos y los condicionantes culturales, eco-
nómicos y sociopolíticos que favorecen la discriminación de todo lo asociado 
a “lo femenino” (mujeres, personas trans, niñas/os y adolescentes, adultas/os 
mayores, entre otras/os). La perspectiva de género también requiere advertir 
que el trato idéntico dado a personas socialmente desiguales, es decir, la in-
terpretación clásica, ya dejada de lado por el derecho argentino, del derecho 
a la igualdad meramente formal, no genera por sí solo igualdad (Saba, 2007). 
Asimismo, necesariamente va acompañada de una perspectiva de intersec-
cionalidad que permita identificar las diversas opresiones sociales que viven 
las personas, a fin de dar respuestas adecuadas a cada caso, analizando las 
relaciones de poder que atraviesan a los sujetos.

En otras palabras, “[r]emediar la desigualdad de género exige reconocer que 
las necesidades de las mujeres se originan en el contexto de discriminación 
(…). La asignación asimétrica de derechos y privilegios vigente genera el de-
ber de la sociedad de garantizar que las mujeres posean los medios para 
alcanzar y reivindicar una plena ciudadanía. Esto significa concebir a la so-
ciedad como una activa promotora de sus derechos fundamentales” (Rodrí-
guez, 2009). El Equipo Judicial Especializado busca, precisamente, que las 
mujeres, niñas/os, personas adultas mayores y otros grupos en condiciones de 
desigualdad estructural accedan a la justicia y ejerzan los derechos y garan-
tías fundamentales.
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Respecto a la jurisdicción, esta se define por la modalidad de la violencia 
(violencia doméstica y violencia institucional) o por el tipo de violencia (vio-
lencia sexual). La violencia doméstica es aquella ejercida por un integrante 
del grupo familiar en posición jerárquica de poder, contra otro integrante del 
grupo familiar –que se encuentra en una situación de mayor vulneración–, 
independientemente del espacio físico donde esta ocurra. 

En esa línea, esta ley modelo entiende por grupo familiar a aquel integrado 
por las siguientes personas: 

a)	las/os cónyuges, aunque estén separadas/os de hecho, y excónyuges;

b)	las/os convivientes o exconvivientes;

c)	las partes en una relación de noviazgo actual o finalizada; 

d)	las/os parientes por consanguinidad o afinidad; y

e)	las personas vinculadas por una relación afectiva, de intimidad, de convi-
vencia, de cuidado o atención. 

Entiende, asimismo, que el ámbito llamado “doméstico” (y que determina la 
competencia del Equipo Judicial Especializado) está atravesado por relacio-
nes de poder entre sus integrantes, que tienen una correlación directa con 
las relaciones de poder estructurales. La persistencia de pautas sociales que 
avalan las relaciones sociales jerarquizadas entre los sujetos hegemónicos 
de la representación cultural (varones cisgénero, principalmente) y las muje-
res, personas LGBTI+, niñas, niños, adolescentes, personas adultas mayores, 
personas con discapacidad hacen posibles las diversas formas de violencia y 
discriminación hacia ellas. Estas pautas culturales, tradiciones y costumbres 
están muy arraigadas en la sociedad y son mecanismos que transmiten sutil-
mente el sistema de valores que subordina a unxs y no a otros. El sometimien-
to y las actitudes violentas son naturalizadas al punto que tanto las muchas 
personas subordinadas como toda la sociedad las consideran “normales” y no 
como lo que son: una violación de derechos.

En cuanto la violencia institucional, la presente ley modelo interpreta que 
puede ejercerse contra personas adultas mayores que viven en un lugar don-
de recibe servicios de cuidado a largo plazo, contra niñas/os y adolescentes 
institucionalizados (excluyendo a aquellos en conflicto con la ley penal), y 
contra personas con discapacidad institucionalizadas. Se entiende que esta 
violencia puede ser ejercida por el personal encargado de la atención y el 
cuidado de esta persona, ya sea por acción u omisión, que dañe la dignidad, 
libertad, intimidad, salud, integridad física, psicológica, sexual, reproductiva 
o económica.

En relación a la violencia sexual, su definición incluye los delitos sobre el tema 
establecidos en el Código Penal bajo el marco de lo dispuesto por los tratados 
internacionales de derechos humanos y la ley 26.485. 
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Este Equipo Judicial Especializado está ideado para incluirse a un Modelo de 
Atención Integral (MAI). El MAI es un modelo organizacional con enfoque en 
género e interseccional que aspira a brindar atención integral desde el inicio 
de la denuncia y durante todo el proceso judicial, a partir del apoyo interdisci-
plinario de profesionales especializados/as. Un enfoque integral significa que 
las/os operadoras/es piensen en red a fin de apoyar a la víctima, dotándola 
de las herramientas que fueran necesarias para que ellas puedan implementar 
estrategias y así salir de la situación en la que se encuentran.

El MAI es central para un modelo judicial como el que se propone, pues respe-
ta los principios de integralidad y concentración, agilizando los pasos judicia-
les a fin de darle a las víctimas respuestas más acordes a sus necesidades en 
una situación de violencia doméstica, sexual y/o institucional. Se piensa como 
un espacio que está permanentemente abierto y receptivo, con una organi-
zación de trabajo que respeta las urgencias y cubre las demandas de acceso 
a justicia de modo efectivo y eficiente. No solo integra servicios de defensa, 
fiscalía, audiencias, entrevista judicial, sino también sala médica para atención 
de primeros auxilios y peritajes; espacio de contención y cuidado de niñxs; un 
área de abrigo; así como doble circulación de todo el edificio para evitar que 
víctima y persona acusada se crucen o compartan el mismo espacio. 

Para la implementación de este modelo es necesario entender la gestión ju-
dicial diferencial que se propone el Equipo Judicial Especializado, dado que 
será menester modificar estructuras vetustas incluso a nivel edilicio. Una in-
fraestructura respetuosa de los derechos de quienes la transitarán debe cen-
trarse en ser accesible, en responder a la demanda planteada y buscar a tra-
vés del diseño del edificio, allanar las barreras al acceso a la justicia. Es por 
eso que dentro del dossier elaborado por esta Subsecretaría se encuentra un 
diseño modelo de la infraestructura deseable para implementar el MAI y el 
Equipo Judicial Especializado, elaborado en conjunto con la Dirección Nacio-
nal de Planificación y Diseño de Obra Pública del Ministerio del Interior, Obras 
Públicas y Vivienda.

El proceso judicial se inicia con una denuncia de los hechos de violencia, que 
puede realizarse de forma verbal, escrita, por vía de correo electrónico. Los 
estándares de la debida diligencia deben estar presentes en todo el proceso 
desde el momento de la recepción de la denuncia. En tal sentido, el Estado 
debe actuar con la debida diligencia a la hora de recibir una denuncia de este 
tipo, atendiendo a las especificidades propias de la cuestión para que la res-
puesta que se brinde sea eficaz (Rodríguez & Sansó, 2013, p. 66).

La denuncia de violencia doméstica, violencia sexual y/o violencia institucio-
nal puede ser realizada por las víctimas, sus representantes legales en caso 
de contar con estos o cualquier otra persona, cuando la víctima se viera im-
posibilitada de hacerlo por su condición física o psíquica o cuando el tercero 
denunciante se desempeñase en servicios sociales, asistenciales, educativos y 
de salud, en el ámbito público o privado, y tomara conocimiento de un hecho 
de violencia en los términos de la presente ley, en motivo u ocasión de sus 
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tareas. Igualmente, el articulado de la ley modelo define exactamente quiénes 
pueden denunciar para cada caso, por ejemplo, lo que sucede con una víctima 
menor de edad o si fue declarada con capacidad restringida.

Del mismo modo, se establece la obligación de brindar información a la víc-
tima respecto a los derechos que la legislación le confiere, las medidas de 
protección, las medidas de garantía en el ámbito laboral y económico y las 
medidas orientadas a la preservación de la evidencia vinculada con el hecho 
denunciado.

Un equipo interdisciplinario especializado debe realizar una evaluación de 
riesgo a efectos de determinar los daños sufridos por la víctima y un cuerpo 
médico especializado debe constatar lesiones y atención de urgencias. La 
estimación del nivel de riesgo debe llevarse a cabo desde una perspectiva in-
terdisciplinar e integral teniendo en cuenta las diversas causas determinantes 
de la situación de riesgo, es decir, las causas psicológicas, sociales, culturales, 
económicas, entre otras. Es por ello que resulta de crucial importancia la in-
tervención de equipos interdisciplinarios (psicólogas/os, trabajadoras/es so-
ciales, médicas/os, entre otras/os), que puedan evaluar la situación de manera 
completa y profunda (Rodríguez & Sansó, 2013, p. 73).

Concluida la evaluación de riesgo, el/la juez/a debe entrevistar a la víctima 
dentro de las 48 horas de recibida la denuncia. En casos de alto o altísimo 
riesgo, la entrevista debe realizarse en forma inmediata. Esta y todas las en-
trevistas del proceso son tomadas por el/la juez/a personalmente bajo pena 
de nulidad; de este modo se garantiza el principio de inmediación y de pro-
ceso oral por audiencias. Si la víctima no asistiera a la entrevista, el/la juez/a 
puede adoptar las medidas de protección que estime pertinentes.

Se dispone como principio general que todo/a juez/a de cualquier instancia y 
jurisdicción puede ordenar de oficio o a petición del/a denunciante las medidas 
de protección, y aquellas que por cualquier circunstancia fueran ordenadas 
por un/a juez/a incompetente serán plenamente válidas.

De oficio o a pedido del/a denunciante, el/la juez/a puede adoptar las me-
didas de protección destinadas a respetar la dignidad, libertad, salud, inte-
gridad física y psíquica de la víctima y a preservar sus derechos. Estas medi-
das de protección son meramente enunciativas y temporales, pudiendo el/la 
juez/a disponer toda otra medida que entienda corresponder para asegurar 
el cuidado y protección de la víctima según la situación o hechos de violencia 
acaecidos. Algunas de estas medidas son: exclusión de la persona denunciada 
del edificio familiar; prohibición de acercamiento; prohibición de comunica-
ción; prohibición de la persona denunciada de enajenar, disponer, ocultar o 
trasladar bienes gananciales o en condominio con la víctima; fijación de ali-
mentos provisorios; remoción y reemplazo del/a curador/a asignado/a cuan-
do estuviera involucrado/a en los hechos de violencia; entre otras. 

También se pueden disponer medidas de garantía en el ámbito laboral y/o 
económico que apuntan al empoderamiento y autovalimiento de las víctimas. 
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Estas medidas se enmarcan en el derecho de las víctimas a gozar de medidas 
integrales de asistencia, protección y seguridad.

Posteriormente, debe celebrarse una audiencia sobre la medida de protec-
ción, en la cual participan, por separado, la víctima y la persona denunciada; 
colocar frente a frente a las partes puede resultar en un acto de victimización 
secundaria. Se prohíbe una comparecencia conjunta así como una mediación, 
en pos de preservar su integridad y dignidad y evitar la revictimización (OEA, 
Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) & Mesecvi, s/f). En la audiencia, 
el/la juez/a debe ratificar, modificar u ordenar otras medidas de protección; 
establecer las pautas relativas a la responsabilidad parental y examinar la po-
sibilidad un acuerdo excepcional relativo exclusivamente a cuestiones patri-
moniales. Además, debe tenerse en cuenta los ajustes razonables en materia 
de personas con discapacidad.

Si hubiera motivos suficientes para sospechar que una persona ha participado 
en la comisión de hechos de violencia que constituyan un delito, debe darse 
intervención al Ministerio Público Fiscal. Concretada la imputación, la investi-
gación penal queda a cargo de la/del fiscal que se regirá por las disposiciones 
del código respectivo. El/la imputado/a debe contar con asistencia letrada y 
ser informado/a de su derecho a declarar en cualquier momento del proceso.

Para la resolución de las pretensiones civiles, la/el juez/a especializado/a y 
único/a debe aplicar las normas del proceso de conocimiento más abreviado 
o los especiales que rijan en la jurisdicción, con excepción de las reglas pre-
vistas en la ley modelo.

La/el denunciante podrá deducir una demanda y ofrecer prueba, con pa-
trocinio letrado, y la persona demandada podrá contestar demanda y ofre-
cer prueba. Posteriormente, el/la juez/a debe fijar una audiencia que, bajo 
de pena de nulidad insalvable, debe realizarse en su presencia, que debe 
ser videograbada y a la que deben comparecer las partes. En la audiencia 
se resolverá sobre los hechos a determinar y las pruebas que serán produ-
cidas, disponiéndose la ordenación y diligenciamiento de las que corres-
pondan.

Se podrá ordenar la realización de un peritaje interdisciplinario e integral, el 
cual tiene por objetivo analizar las consecuencias y los elementos del plano 
físico, psicológico y social. Este peritaje debe llevarse a cabo respecto de la 
víctima, de la persona denunciada, las personas menores de edad y otras 
personas involucradas en la situación de violencia, garantizando que no se 
crucen en este acto. Realizada la audiencia de fijación de hechos y medios 
de prueba, se debe fijar una nueva audiencia que tiene por objeto recibir la 
prueba de los hechos controvertidos y conducentes.

Concluida la etapa probatoria, el/la juez/a debe dictar sentencia, en la que 
determinará la existencia o inexistencia de violencia, la responsabilidad de la 
persona denunciada y las condenas o absoluciones que correspondan. Los 
recursos en materia penal se regirán por las normas procesales penales. En 
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materia procesal civil, la sentencia es impugnable mediante recurso de ape-
lación.

Por último, se prevén dos mecanismos de seguimiento de casos. Por un lado, 
el Sistema Integral de Casos sobre hechos de violencia previstos en esta ley, 
donde debe especificarse, como mínimo, edad, estado civil, profesión u ocu-
pación de la víctima que padece violencia, así como de la persona denun-
ciada; vínculo con esta, naturaleza de los hechos, medidas de seguridad, de 
protección o cautelares adoptadas y sus resultados, así como las sanciones 
impuestas a la persona denunciada. El Sistema Integral de Casos debe permi-
tir identificar denuncias previas referidas a la víctima radicadas en las depen-
dencias policiales de esta jurisdicción. Se procurará coordinar y suministrar 
la información al correspondiente organismo nacional a fin de colaborar con 
información a nivel país. 

Por otro lado, se crea el Registro de Infractores/as en materia de violencia do-
méstica, sexual e institucional, el que debe funcionar en el ámbito del Poder 
Ejecutivo. Las/os juezas/ces deben remitir al Registro copia de las sentencias 
dictadas en materia de violencia doméstica, sexual e institucional. Este debe 
asegurar la confidencialidad de la información de acuerdo a la legislación vi-
gente.

Retomando, es posible llegar a la conclusión de que:

En la nueva estructura funcional, el hito central ya no es el expe-
diente, sino la audiencia, y los recursos del tribunal deben estar 
colocados en función de la más eficiente organización de estas. 
En términos cuantitativos el juez es el recurso más significativo, 
y los secretarios y empleados ya no colaboran en construir la 
decisión judicial, sino que pasan a encargarse básicamente de 
la organización de las audiencias. Por tanto, no necesitan tener 
formación jurídica en derecho sustantivo, sino colaborar en el 
nuevo proceso de producción del tribunal. Y deben ser entrena-
dos en las destrezas necesarias para la nueva lógica del sistema, 
principalmente, lograr la celebración de audiencias, donde lo 
relevante no es obtener la constancia de la notificación formal 
en el expediente, sino que las personas asistan efectivamente 
(Garavano & Chayer, 2015, p. 48).

Para garantizar la oralidad en los procesos judiciales es necesario cambiar 
la configuración de funcionamiento de los juzgados. Es así que el Equipo 
Judicial Especializado garantiza la construcción de una gestión judicial cen-
trada en la oralidad, las audiencias y las/os juezas/ces como directores/as 
del proceso, abocadas/os a la tarea de decisión que les compete, y no a las 
administrativas. Esto implica, entre otras cuestiones, que el/la juez/a asista 
personalmente a las audiencias, que sea él/ella quien tome la decisión, más 
allá de que puede apoyarse para la redacción de sentencias en un/a relator/a 
que colabore.
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Por ello, se ha recomendado pasar del modelo de juzgado unipersonal a 
un modelo de juzgado pluripersonal. Estos deben contar con servicios co-
munes y administradores profesionales que manejen los recursos humanos, 
físicos y la agenda de las/os juezas/ces, por las ganancias de eficiencia que 
la economía de escala y la profesionalización implican” (Garavano & Chayer, 
2015, p. 49).

Para ello resulta fundamental la implementación de las oficinas comunes, en-
tendiendo por tales a los órganos burocráticos componentes del Poder Ju-
dicial; es decir, la unidad mínima de “producción” judicial que aporta la in-
fraestructura técnica y humana necesaria para la tramitación de los procesos 
(Garavano, Chayer, Cambellotti & Ricci, 1999).

Por otra parte, el diseño institucional del Equipo Judicial Especializado se ins-
pira en Decálogo Iberoamericano para una Justicia de Calidad, que reconoce 
que “[l]a calidad de la Justicia tiene que involucrar no solo la satisfacción de 
las necesidades y expectativas de las personas usuarias en relación con el ser-
vicio público recibido, sino también incorporar la celeridad, la simplificación 
y la innovación de los procesos aprovechando eficientemente los recursos 
disponibles para la mejora continua de la gestión”.

Este Decálogo Iberoamericano ofrece principios y orientaciones que preten-
den servir de referencia a los sistemas de justicia en la formulación de polí-
ticas públicas relacionadas con la planificación, los modelos y los métodos 
que permitan alcanzar la calidad en su gestión y la mejora continua. En ese 
sentido, cabe destacar los siguientes principios:

Reconocer a la persona usuaria como razón de ser de la Justicia. 
La calidad en el ámbito de la Justicia siempre debe estar orien-
tada al cumplimiento de las expectativas y requerimientos de la 
persona usuaria. Tiene que dar respuesta a las necesidades de 
la población con equidad, objetividad y eficiencia. Un sistema 
de gestión de calidad, debe ser capaz de dar respuesta precisa 
y oportuna a los conflictos suscitados y susceptibles de ser re-
sueltos con apego al Derecho (enunciado I).

Fomentar una Justicia con enfoque sistémico integral. La ges-
tión de la calidad permite la unificación de esfuerzos con el fin 
de asegurar la sostenibilidad de los objetivos y metas trazadas. 
Esta perspectiva de gestión de la calidad como sistema, implica 
la necesaria coordinación y cooperación. El trabajar articulada-
mente, permite generar valor al servicio de la administración de 
justicia (enunciado IV).

Establecer la eficacia y la eficiencia como requisitos para una 
Justicia confiable y de calidad. La concepción de un Estado 
Social y Democrático de Derecho, lleva intrínseca la existencia 
de un sistema de Justicia eficiente donde las personas usuarias 
tengan la garantía de la tutela de sus derechos. La calidad debe 
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integrar los conceptos de eficiencia y eficacia. El primero de 
ellos, hace referencia a la optimización de los resultados al-
canzados en relación con el uso de los recursos disponibles 
e invertidos en su consecución. Por otro lado la eficacia, es el 
logro de los objetivos, metas y estándares orientados a la sa-
tisfacción de los requerimientos y expectativas de la persona 
usuaria (enunciado II).

Asimismo, el Equipo Judicial Especializado se caracteriza por su especialidad. 
Las/os juezas/ces, fiscales, defensores/as, asesores/as tutelares están espe-
cializados en violencia doméstica, sexual e institucional, y garantizan el enfo-
que de género y la integralidad del proceso.

Teniendo presente estas ideas y recomendaciones, en el Equipo Judicial Es-
pecializado se propone crear un Colegio de jueces/zas, cuyos integrantes 
cumplen exclusivamente funciones jurisdiccionales de manera rotativa. (4) 

La máxima autoridad administrativa del Equipo Judicial Especializado es 
el/la administrador/a del Tribunal que depende jerárquicamente de la Su-
prema Corte de Justicia de la jurisdicción y ante la cual rendirá cuentas de 
su tarea. El/la administrador/a del Tribunal debe, entre otras tareas, coordi-
nar con el Colegio de Jueces/zas las tareas de su competencia y dirigir las 
tres oficinas comunes del Equipo Judicial Especializado, que se describen 
más abajo.

En esquema, el/la administrador/a del Tribunal cumple las tareas que usual-
mente realiza un secretario, quien además debe incorporar algunas compe-
tencias nuevas que agregan valor al Equipo Judicial Especializado, como uso 
de TIC, planificación y organización del trabajo, visión estratégica, seguimien-
to y mejora, optimización de procesos administrativos, capacitación y forma-
ción del personal (Herrera & Abaurre, 2017, p. 26). 

Las oficinas comunes están compuestas por tres áreas, cada una de las cuales 
está a cargo de un/a coordinador/a. En primer lugar, el área de recepción tie-
ne a su cargo las funciones de ingreso y administración de causas, recepción 
y entrega de escritos y expedientes; entre otras. En esta órbita se encuentra la 
mesa de recepción interdisciplinaria, el equipo interdisciplinario especializado 
y el cuerpo médico especializado. En segundo lugar, el área de proceso está 
compuesta por el conjunto de relatoras/es que apoyan la labor de las/os jue-
zas/ces en su accionar judicial. Las/os relatores responden jerárquicamente 
al/la administrador/a del Tribunal. En tercer lugar, el área de ejecución tiene a 
su cargo las funciones de control de la ejecución de las sentencias, medidas 
de protección y medidas de garantía.

Finalmente, se establecen las funciones de las/os fiscales, defensores/as y 
asesores/as tutelares especializadas/os en violencia doméstica, sexual e ins-
titucional.

 (4) Ver Anexo II: cuadro “procedimiento civil y penal”.
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5. Proceso de elaboración de esta ley modelo

La ley 26.485 estableció que “El Estado nacional deberá promover y forta-
lecer interinstitucionalmente a las distintas jurisdicciones para la creación e 
implementación de servicios integrales de asistencia a las mujeres que pade-
cen violencia y a las personas que la ejercen” (art. 10). Además dispuso que 
el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos debe “Promover la articulación 
y cooperación entre las distintas instancias judiciales involucradas a fin de 
mejorar la eficacia de las medidas judiciales” (art. 5°, d).

En línea con esta normativa, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de 
la Nación, a través de su Subsecretaría de Acceso a la Justicia, se propuso 
impulsar esta ley modelo a fin de colaborar con las provincias en ofrecer me-
didas más adecuadas a las obligaciones estatales referidas a la violencia de 
género, en el marco de Justicia 2020.

En el 2016, la Subsecretaría de Acceso a la Justicia del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos de la Nación convocó una mesa de expertas/os (en gé-
nero y derecho, en derecho procesal civil, en derecho procesal penal, en niñez 
y adolescencia, en derecho penal, en derecho de familia y en gestión judicial) 
para discutir y elaborar una ley modelo procesal para la creación del Equipo 
Judicial Especializado.

Con base en esta convocatoria, se conformó la Comisión sobre Ley Modelo 
para la Creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, 
Sexual e Institucional (en adelante, la Comisión), que está coordinada por 
la Subsecretaria de Acceso a la Justicia, Dra. María Fernanda Rodríguez e 
integrada por las/os siguientes expertas/os en la temática: María Gracia 
Andía, María de los Ángeles Baliero, María Marta Cáceres, Luis Cevasco, 
Héctor Chayer, Marcela Eijo, Gustavo Galante, Daniel Gómez, Carlos Gon-
zález Guerra, Ignacio González Magaña, Graciela Medina, Eduardo Oteiza, 
Claudia Sbdar, Pablo López Viñals, Agustina Ramón Michel y María Celeste 
Leonardi.

Además de sus integrantes, en las reuniones de la Comisión participaron 
otras/os expertas/os, como Pablo Ferrari y representantes de la Procuración 
General de la provincia de Buenos Aires.

La Comisión empezó a trabajar en mayo de 2016. Celebró reuniones de tra-
bajo periódicas a fin de analizar, debatir y determinar las atribuciones, ca-
racterísticas, competencias y demás cuestiones atinentes al Equipo Judicial 
Especializado.

Durante el 2016 se llevaron a cabo ocho reuniones, en las cuales se elaboraron 
los lineamientos y primer borrador de la ley modelo.

En 2017 se celebraron ocho jornadas de trabajo en diferentes puntos del país. 
En efecto, el 6 y 7 de marzo la Comisión se reunió en Salta, a instancias de la 
invitación del Procurador General de la provincia, Dr. Pablo López Viñals.
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El 15 de mayo de 2017 el encuentro de trabajo se desarrolló en San Miguel de 
Tucumán por invitación de la Vocal de la Corte Suprema de Justicia de Tu-
cumán, Dra. Claudia Sbdar. En ese marco, la Comisión también se reunió con 
el Gobernador de la provincia de Tucumán, Juan Manzur, a fin de presentarle 
preliminarmente la ley modelo.

El 10 y 11 de julio las reuniones se realizaron en Córdoba, por invitación de la 
Dra. María Marta Cáceres, vocal del Tribunal Superior de Justicia. Además, 
la Comisión visitó el Polo Integral de la Mujer en Situación de Violencia, de-
pendiente de la Secretaría de Lucha contra la Violencia a la Mujer y Trata de 
Personas del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de Córdoba.

El resto de los encuentros se llevaron a cabo en la ciudad de Buenos Aires, en 
las sedes del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y del 
Ministerio Público Fiscal de CABA.

Además, se llevó el texto de la ley modelo así como diferentes consultas re-
lativas a su proceso de elaboración, a la plataforma en línea de Justicia 2020 
(https://www.justicia2020.gob.ar/foro/forum/4-3-acceso-la-justicia-genero-
discapacidad/) donde participan personas de distintos puntos del país y de 
diferentes profesiones.

En octubre de 2017 se convocó una reunión con organizaciones de la socie-
dad civil a fin de analizar en conjunto la redacción preliminar de la ley modelo 
realizada por la Comisión de trabajo. Se recibieron sus comentarios y se los 
incorporó al texto legal. También hubo reuniones con expertas de la sociedad 
civil y otros organismos para precisar algunas sugerencias. Posteriormente, 
se llevó nuevamente la ley modelo a la Comisión de trabajo en diciembre de 
2017 para presentar los aportes de organizaciones de la sociedad civil y de las 
personas que participaron en la plataforma de Justicia 2020, y consensuar los 
cambios correspondientes. 

Por último, la versión final fue evaluada en sus aspectos formales por la Direc-
ción de Asistencia Técnica y Legislativa. 

En 2018 se iniciaron conversaciones con diferentes provincias, ya sea sus po-
deres legislativos como sus poderes judiciales, a fin de dar a conocer la ley 
modelo y lograr una eventual sanción en las jurisdicciones provinciales. Así, 
en estos meses el trabajo está concentrado en viajar y tener conversaciones 
en territorio con actores claves del sistema estatal provincial. Durante mayo y 
junio se llevarán a cabo reuniones de este tenor, en el marco de las reuniones 
presenciales de Justicia 2020, en Mendoza (21 de mayo), Tucumán (11 de ju-
nio) y Salta (15 de junio).

Además, desde abril de 2018 existe una mesa de trabajo en el municipio de 
Quilmes, jurisdicción que mostró un interés importante en implementar el 
Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional, 
a modo prueba piloto. La mesa de trabajo está conformada por represen-
tantes del municipio así como del Ministerio del Interior, Obras Públicas y 
Vivienda de la Nación y, por supuesto, la Subsecretaría de Acceso a la Justicia.
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Actualmente también se está trabajando en la etapa final de producción de 
un dossier que aúna una presentación del mismo, una crónica que expone el 
camino actual que debe recorrer una víctima de violencia de género, un brief 
o informe de políticas, una investigación llevada a cabo por la Subsecretaría 
de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Subsecretaría de Política 
Criminal; la versión final del articulado de la ley modelo y su exposición de 
motivos; gráficos que muestran cómo se daría la unificación de procesos judi-
ciales; y un capítulo sobre los cambios que se proponen en la gestión judicial. 
Además, como anexo se adjuntan recomendaciones y sugerencias de la in-
fraestructura necesaria para llevar adelante el Equipo Judicial Especializado, 
filminas para su difusión, un cuadro de iniciativas provinciales ya existentes y 
materiales complementarios. 

6. Listado de estándares internacionales de derechos humanos 
utilizados en la exposición de motivos

6.1. Tratados y convenciones

•	Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de 
Costa Rica), 22/11/1969, ratificada por ley 23.054 (1984).

•	Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (“Convención de Belém do Pará”), 09/06/1994, ratificada por 
ley 24.632 (1996).

•	Convención Interamericana sobre Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas Mayores, 15/06/2015, ratificada por ley 27.360 (2017).

•	Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 13/12/2006, 
ratificada por ley 26.378 (2008).

•	Convención sobre los Derechos del Niño, 20/11/1989, ratificada por ley 23.849 
(1990).

•	Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer (Cedaw), 18/12/1979, ratificada por ley 23.179 (1985).

•	Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 16/12/1966, ratificado 
por ley 23.313 (1986).

•	Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
16/12/1966, ratificado por ley 23.313 (1986).

6.2. Jurisprudencia internacional

•	CIDH, informe de fondo 54/01, “Caso Maria Da Penha Fernandes (Brasil)”, 
16/04/2001.

•	CIDH, informe de fondo 5/96, “Caso Raquel Martín de Lejía (Perú)”, 1995.

•	Corte IDH, “Caso Fernández Ortega y otros vs. México”, 30/08/2010, Excep-
ción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
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•	Corte IDH, “Caso Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador”, 01/09/2015, Excepcio-
nes Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

•	Corte IDH, “Caso Loayza Tamayo”, 27/11/ 1998, Reparaciones, Serie C, n°. 42.

•	Corte IDH, “Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia”, 11/05/2007, 
Fondo, Reparaciones y Costas.

•	Corte IDH, “Caso Furlán y familIares vs. Argentina”, 31/08/2012, Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.

•	Corte IDH, “Caso Goiburú y otros vs. Paraguay”, 22/09/2006, Fondo, Repara-
ciones y Costas, Serie C, n°. 153.

•	Corte IDH, “Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México”, 
16/11/2009, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C, 
n°. 205.

•	Corte IDH, “Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá”, 12/08/2008, Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.

•	Corte IDH, “Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia”, 27/11/2008, Fondo, 
Reparaciones y Costas.

•	Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio 
de 1988. Serie C No. 4.

•	Corte IDH, “Caso Ximenes Lópes vs. Brasil”, 04/07/2006, Serie C, n°. 149.

6.3. Recomendaciones, resoluciones e informes

•	Comité de Naciones Unidas sobre derechos de las personas con discapaci-
dad, “Debate general sobre mujeres y niñas con discapacidad”, 2014

•	Consejo de Derechos Humanos, “Informe del experto independiente sobre la 
protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación 
sexual o identidad de género”, 35° período de sesiones, 2017.

•	OEA, CIDH, Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia sexual en 
Mesoamérica, 09/12/2011, OEA Ser.L/V/II. Doc.63.

•	OEA, CIDH, Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia, 
20/01/2007, OEA/Ser.L/V/II Doc. 68.

•	OEA, CIDH, Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras 
ancestrales y recursos naturales, 30/12/2009, OEA/Ser.L/V/II. Doc. 56/09.

•	OEA, Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), Mesecvi, “Mediación en ca-
sos de violencia hacia mujeres”.

•	OEA, Mesecvi, Segundo Informe Hemisférico sobre la Implementación de la 
Convención de Belém do Pará, abril de 2012.

•	ONU, Comité Cedaw, Recomendación General 19 (11º período de sesiones, 
1992). “La violencia contra la mujer”.
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•	ONU, Comité Cedaw, Recomendación General 28 relativa al artículo 2 de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, 16/12/2010, CEDAW/C/GC/28.ONU. 

•	Comité CEDAW. Recomendación general 33 sobre el acceso de las mujeres a 
la justicia. CEDAW/C/GC/33. 3 de agosto de 2015.

•	ONU, Comité Cedaw, Recomendación general 35 sobre la violencia contra 
la mujer basada en el género, actualizando la Recomendación general 19, 
14/07/2017, CEDAW/C/GC/35.

•	ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones 
Unidas, Observación General 20, 02/07/2009, E/C.12/GC/20.

•	ONU, Comité de los Derechos del Niño, Observación General 13, “Derecho del 
niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia”, 18/04/2011.

•	ONU, Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Ob-
servaciones finales sobre el informe inicial de Argentina, aprobadas por el 
Comité en su octavo período de sesiones (17 a 28 de septiembre de 2012), 
19/10/2012.

•	ONU, Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer, Beijing, 4 al 15 de septiembre 
de 1995.

•	ONU, Declaración y Programa de Acción de Viena (Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos), 1993.

•	XIV Cumbre Judicial Iberoamericana Brasilia, Reglas de Brasilia sobre Acceso 
a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad, 4 a 6 de marzo 
de 2008.
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Propuesta de ley  (1) 

C r e a c i ó n  del    E q u i p o  j u di  c i a l 
es  p e c i a li  z a d o  en   vi  o len   c i a 

d o m é s t i c a ,  sex   u a l  e  ins   t i t u c i o n a l

Título I:  Principios generales

Artículo 1°. Creación. Créase el Equipo Judicial Especializado en Violencia Do-
méstica, Sexual e Institucional, en adelante Equipo Judicial Especializado, que 
forma parte del Poder Judicial de esta jurisdicción.

Artículo 2°. Objetivos. Los objetivos del Equipo Judicial Especializado son:

a.	dar respuestas a las víctimas de violencia doméstica, sexual e institu-
cional en el ámbito de competencia de esta ley según lo dispuesto en el 
artículo 14, mediante la adopción de las medidas jurisdiccionales de 
protección integral adecuadas para prevenir hechos lesivos, determinar 
derechos y sancionar a quienes fueran responsables.

b.	facilitar la adopción de las medidas que resulten adecuadas para mitigar 
los efectos negativos de la violencia (victimización primaria) con el fin de 
que el daño sufrido por la víctima no se incremente como consecuencia 
de su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria). Se 
entiende por victimización secundaria a las consecuencias psicológicas, 
sociales y económicas negativas que el paso por el sistema de justicia ge-
nera en la víctima.

Artículo 3°. Normativa aplicable. El Equipo Judicial Especializado se rige por 
lo dispuesto en la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales de De-
rechos Humanos, el Código Civil y Comercial de la Nación, el Código Penal de 
la Nación, y las leyes nros. 24.632, 26.061, 26.485, 26.743 y la presente ley y 
su normativa reglamentaria y complementaria. Subsidiariamente, se regirá 
por la Acordada nro. 5/2009 Adhesión Reglas de Brasilia sobre Acceso a la 

 (1) Elaborada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.

Creación del Equipo judicial especializado en violencia doméstica, sexual 
e institucional
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Justicia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y la Constitución de esta 
jurisdicción. Son de aplicación supletoria las normas procesales penales y 
civiles vigentes en cada jurisdicción según el tipo de actividad procesal.

Artículo 4°. Principios generales. El Equipo Judicial Especializado debe actuar 
conforme los siguientes principios:

a.	Acceso a justicia y debido proceso: toda persona o grupo de personas 
tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y al debido proceso para 
la protección de sus derechos, en un plazo razonable. La víctima de vio-
lencia tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, igualitaria y sin dis-
criminación y a la protección integral de su persona frente a las consecuen-
cias de la violencia. Debe procurarse que el proceso legal sea justo, eficaz 
y permita que la víctima cuente con medidas de protección equitativas y 
adecuadas, y la persona denunciada con garantías judiciales. Las normas 
que rigen el procedimiento deben aplicarse de modo de facilitar el acceso 
a la justicia, especialmente tratándose de personas en situación de vulne-
rabilidad. Se consideran personas en situación de vulnerabilidad a aque-
llas que, por razón de su edad, género, expresión de género, orientación 
sexual, discapacidad, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas o 
culturales, entre otras, encuentran especiales dificultades para ejercer sus 
derechos ante los órganos jurisdiccionales.

b.	Independencia e imparcialidad: se debe garantizar la independencia e 
imparcialidad de las/os juezas/ces de toda injerencia externa de los otros 
poderes del Estado, de las/os demás integrantes del Poder Judicial y de 
presiones externas indebidas.

c.	Derecho a la información: las víctimas tienen derecho a recibir plena in-
formación y asesoramiento adecuado a su situación personal. Dicha infor-
mación debe comprender las medidas contempladas en esta ley relativas a 
su protección y seguridad, autovalimiento y sistemas de apoyo. Esta infor-
mación debe ofrecerse en formato accesible y comprensible, considerando 
el repertorio comunicacional, según la situación de la víctima.

d.	Gratuidad de las actuaciones judiciales y administrativas y del patrocinio 
jurídico especializado: se debe garantizar la defensa gratuita y especiali-
zada de forma inmediata a la víctima que lo solicite. Ello implica que las 
víctimas tienen derecho a acceder gratuitamente a los órganos jurisdiccio-
nales y a recibir asesoramiento jurídico gratuito en el momento inmediata-
mente previo a la denuncia, y a la defensa y representación gratuita por un 
abogado en todos los procesos que tengan causa directa o indirecta en 
la violencia padecida. Este derecho también lo tienen los causahabientes 
en caso de fallecimiento de la víctima, siempre que no fueran partícipes en 
los hechos.

e.	Proceso oral por audiencias: la sustanciación de los procesos en to-
das sus instancias y fases debe desarrollarse mediante el sistema oral, 
con excepción de los actos procesales que deban realizarse por escrito. 
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En ambos casos, deben implementarse los apoyos necesarios y ajustes ra-
zonables. Salvo resolución fundada, todos los actos orales se grabarán en 
soporte magnético o digital, o por cualquier otro medio técnico idóneo. 
Las audiencias pueden realizarse por videoconferencia u otros medios de 
comunicación de similar tecnología si la comparecencia personal no es po-
sible.

f.	 Inmediación: las audiencias deben ser realizadas por las/os juezas/ces 
del Equipo Judicial Especializado. No debe delegarse la audiencia, bajo 
pena de nulidad absoluta, a excepción de aquellas audiencias que deban 
celebrarse en territorio distinto al de su competencia.

g.	Concentración y economía procesal: los actos procesales deben rea-
lizarse sin demora, con el objetivo de abreviar los plazos y de concentrar 
en un mismo acto todas las diligencias que sea menester realizar, cuando 
la ley lo permita o cuando haya un acuerdo de partes. Las/os juezas/ces 
del Equipo Judicial Especializado deben dirigir el proceso de forma que 
conduzca a la reducción de tiempo y costo. La economía procesal en nin-
gún caso puede resultar en una violación de las garantías y derechos. La 
celeridad procesal no debe afectar la efectiva participación y comprensión 
de tales actos por parte de las personas con discapacidad.

h.	Eficiencia y eficacia: debe garantizarse la eficiencia y eficacia del 
servicio de justicia. La eficiencia es la optimización de los resultados alcan-
zados en relación con el uso de los recursos disponibles e invertidos en su 
consecución. La eficacia es el logro de los objetivos, metas y estándares 
orientados a la satisfacción de las necesidades, requerimientos y derechos 
de las víctimas.

i.	 Rendición de cuentas: el Equipo Judicial Especializado debe garantizar 
la transparencia y participación ciudadana mediante la rendición de cuen-
tas a la comunidad. A ese fin, deben realizarse encuestas sistemáticas y 
elaborarse informes periódicos que permitan hacer pública la información 
relativa al funcionamiento del sistema, mediante formatos abiertos. La in-
formación debe incluir indicadores diseñados con enfoque en las/os usua-
rias/os y perspectiva de género. Su confección y publicación está a cargo 
de el/la administrador/a del Tribunal.

j.	 Buena fe, lealtad procesal y prohibición de abuso del proceso: las per-
sonas que participen del proceso deben actuar con lealtad, buena fe y 
probidad. Las/os juezas/ces deben tomar, a petición de parte o de oficio, 
las medidas necesarias que resulten de la ley o de sus poderes de dirección 
para prevenir, investigar o sancionar cualquier acción u omisión contrarias 
al orden o a los principios del proceso.

k.	Determinación de la verdad procesal y amplitud probatoria: deben te-
nerse por acreditados los hechos invocados por denuncia, imputación o 
pretensión principal según las circunstancias especiales en las que se de-
sarrollen los actos de violencia y quiénes sean sus testigos. Las pruebas de-
ben ser valoradas por las/os juezas/ces del Equipo Judicial Especializado 
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según la sana crítica, observando las reglas de la lógica, los conocimientos 
científicos y las máximas de la experiencia. Las/os juezas/ces deben formar 
su convicción de la valoración conjunta y armónica de la prueba producida 
y justificar con argumentos de carácter objetivo su decisión. Los elementos 
de prueba solo tienen valor si fueron obtenidos por medios lícitos y respe-
tando las reglas formales de su adquisición procesal.

l.	 Perspectiva de género: a los fines de esta ley, se entiende como pers-
pectiva de género a la consideración a lo largo de todo el proceso de las 
circunstancias culturales, económicas y sociopolíticas estructurales de 
desigualdad que afectan a las personas en virtud de su identidad sexo-
genérica y los efectos diferenciales que las normas, las prácticas y los fe-
nómenos sociales tienen sobre ellas.

m.	 Perspectiva interseccional: a los fines de esta ley, se entiende como 
perspectiva interseccional a la consideración a lo largo del proceso judicial 
de la combinación de diferentes factores de vulnerabilidad y discrimina-
ción tales como el género, expresión de género, la clase, el origen étnico, 
la edad, la discapacidad, entre otros en el contexto sociohistórico y en las 
vivencias de las personas que, en el caso concreto, pueden dar lugar a for-
mas específicas de discriminación.

n.	Coordinación intrajudicial y con los demás poderes estatales: las/os jue-
zas/ces deben recibir el apoyo de equipos especializados y coordinar las 
medidas de protección con los organismos públicos y privados cuya inter-
vención resulte aconsejable y necesaria.

ñ. Flexibilidad de las formas: sin perjuicio de las normas procesales o ante 
vacío legal, el/la juez/a debe tener en cuenta que el fin del proceso es la 
efectividad de los derechos sustanciales. En caso de duda, debe recurrirse 
a las normas constitucionales, a los tratados incorporados a la Constitución 
Nacional y a los vigentes.

o.	Protección de datos personales: en las situaciones de violencia domés-
tica, sexual e institucional debe evitarse la publicidad no deseada de los 
datos de carácter personal de las víctimas.

p.	Notificación a las partes: la diligencia de notificación a las partes debe 
asegurar el conocimiento personal de la resolución judicial de que se trate. 
En las notificaciones la/el juez/a debe asegurar la protección de la víctima.

Para procurar la integridad de la víctima se le debe permitir consignar un 
domicilio de notificación distinto a su domicilio real, cuando una notifica-
ción en su domicilio real aumente el riesgo de violencia. En tal caso, la víc-
tima puede denunciar un domicilio perteneciente a alguien de su confianza 
que se encuentre dentro de la jurisdicción donde se realiza la denuncia, una 
casilla de correo electrónico o un casillero constituido como domicilio al 
cual tenga acceso. Debe evitarse la participación de la víctima en la diligen-
cia de notificación a la persona denunciada, a fin de evitar su victimización 
secundaria.
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Artículo 5°. Derechos y garantías mínimas en los procesos. El Equipo Judicial 
Especializado debe garantizar a las víctimas los siguientes derechos y garan-
tías mínimas:

a.	gratuidad de las actuaciones judiciales y del patrocinio jurídico especia-
lizado;

b.	asesoramiento adecuado sobre su derecho de intervención en el proce-
so;

c.	acceso a una asistencia social integral;

d.	acceso a medidas de protección destinadas a respetar su integridad 
física y psíquica y su dignidad, y a preservar sus derechos;

e.	acceso a una respuesta oportuna y efectiva;

f.	 a ser oídas personalmente por la/el juez/a y el Equipo Interdisciplinario 
Especializado con los apoyos necesarios y ajustes razonables;

g.	a que su opinión sea tenida en cuenta para decisiones que las afecten;

h.	protección judicial urgente y preventiva cuando se encuentren amena-
zadas o vulneradas por la violencia doméstica, sexual e institucional;

i.	 intervención estatal de carácter interdisciplinario;

j.	 protección de su intimidad, garantizando la confidencialidad de las ac-
tuaciones;

k.	participación personal en el procedimiento e información sobre el esta-
do de la causa;

l.	 trato respetuoso, equitativo y justo, tomando en consideración su 
cultura, origen étnico, sexo, género, expresión de género, orientación se-
xual, discapacidad, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, 
posición económica y cualquier otro tipo de condición o situación;

m.	 trato respetuoso evitando la victimización secundaria;

n.	amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en 
cuenta las circunstancias en las que usualmente se desarrollan los hechos 
de violencia doméstica, sexual e institucional y quiénes son sus testigos;

ñ.	a oponerse a la realización de inspecciones sobre sus cuerpos por fue-
ra del estricto marco de la orden judicial; en caso de consentirlas, en los 
peritajes judiciales tienen derecho a estar acompañadas por alguien de su 
confianza y a que sean realizados por personal profesional especializado 
y formado en violencia de género; cuando sea posible, la víctima puede 
elegir el género del personal profesional a cargo;

o.	a contar con mecanismos eficientes para denunciar a las/os funciona-
rias/os por el incumplimiento de los plazos establecidos y cualquier otra 
irregularidad de los derechos aquí reconocidos;

p.	a que no se infiera el consentimiento de la víctima sobre el acto se-
xual de ninguna palabra o conducta de esta cuando la fuerza, la amenaza 
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de la fuerza, la coacción o el aprovechamiento de un entorno coercitivo 
hayan disminuido su capacidad para dar un consentimiento voluntario y 
libre o cuando se encuentre imposibilitada de dar un consentimiento libre; 
tampoco se debe inferir su consentimiento por silencio o falta de resisten-
cia ante el acto de violencia sexual; 

q.	a que no se admitan pruebas de su comportamiento sexual anterior o 
ulterior o de un testigo;

r.	 cuando el testimonio de la víctima aparezca como la prueba diri-
mente en casos de delitos contra la integridad sexual o violencia sexual, la 
prueba indirecta que pudiera invocarse debe ser interpretada en conjunto 
y no de manera fragmentaria o separada, respetando los principios conte-
nidos en la presente ley. Esta enumeración es meramente enunciativa y no 
debe limitar el ejercicio de otros derechos y garantías reconocidos por el 
ordenamiento jurídico.

Artículo 6°. Violencia doméstica. A los efectos de la aplicación de la presente 
ley se entiende por violencia doméstica aquella ejercida, por acción u omi-
sión, por un/a integrante del grupo familiar contra otra/o, independientemen-
te del espacio físico donde esta ocurra, que dañe su dignidad, bienestar, li-
bertad, intimidad, salud o integridad física, psicológica, sexual, reproductiva 
o económica.

Artículo 7°. Violencia doméstica, sexual o institucional ejercida por medios digi-
tales. A los efectos de la aplicación de la presente ley, existe violencia domés-
tica, sexual o institucional digital cuando los actos son ejercidos a través de 
medios digitales o mediante el aprovechamiento de cualquier función que se 
canalice por dispositivos tecnológicos.

Artículo 8°. Grupo familiar. A los efectos de la aplicación de la presente ley se 
entiende por grupo familiar a aquel integrado por las siguientes personas:

a.	cónyuges, aunque estén separadas/os de hecho, y excónyuges;

b.	convivientes o exconvivientes:

c.	 las partes en una relación de noviazgo actual o finalizada;

d.	parientes por consanguinidad o afinidad;

e.	personas vinculadas por una relación afectiva, de intimidad, de convi-
vencia, de cuidado o atención.

Esta enumeración no es taxativa. El/la juez/a puede incluir otras relaciones 
interpersonales según lo juzgue necesario, por decisión fundada.

La convivencia no es requisito para determinar la competencia del Equipo 
Judicial Especializado.

Artículo 9°. Violencia institucional contra personas adultas mayores que viven 
en lugares donde reciben servicios de cuidado a largo plazo. A los efectos de la 
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aplicación de la presente ley se entiende por violencia institucional a aquella 
ejercida contra una persona adulta mayor que vive en un lugar donde recibe 
servicios de cuidado a largo plazo, ya sea en forma temporaria o permanente, 
realizada por el personal encargado de la atención y el cuidado de la persona, 
por acción u omisión, que dañe su dignidad, libertad, intimidad, salud o inte-
gridad física, psicológica, sexual, reproductiva o económica.

Artículo 10. Violencia institucional contra niñas, niños y adolescentes institucio-
nalizados. A los efectos de la aplicación de la presente ley se entiende por 
violencia institucional contra un/a niña/o u adolescente institucionalizado/a 
a toda conducta, por acción u omisión, realizada por el personal encargado 
de la atención y cuidado de aquel/lla, que dañe su dignidad, libertad, intimi-
dad, salud o integridad física, psicológica, sexual, reproductiva o económica, 
dentro de un ámbito institucional.

Se entiende por niñas/os y adolescentes institucionalizadas/os a las personas 
menores de edad privadas de su medio familiar, ya sea en forma temporal o 
prolongada, que reciben cuidados, asistencia, educación o cualquier otro tipo 
de protección integral de sus derechos en un ámbito institucional. Están 
excluidas/os las/os niñas/os y adolescentes institucionalizadas/os en conflic-
to con la ley penal.

Se debe considerar la vulnerabilidad de la víctima, según su edad cronoló-
gica, su situación permanente o temporal de privación de su medio familiar, 
presencia de enfermedad, discapacidad o embarazo o cualquier condición o 
situación que el/la juez/a decida de manera fundada.

Artículo 11. Violencia institucional contra personas con discapacidad institucio-
nalizadas. A los efectos de la aplicación de la presente ley se entiende por 
violencia institucional contra una persona con discapacidad institucionalizada 
a toda conducta, ya sea por acción u omisión, realizada por el personal en-
cargado de su atención y cuidado, que dañe su dignidad, libertad, intimidad, 
salud o integridad física, psicológica, sexual, reproductiva o económica.

Se entiende por personas con discapacidad institucionalizadas a aquellas 
personas con discapacidad psicosocial o intelectual que se encuentran resi-
diendo de manera temporaria o permanente, en razón de la toma de medidas 
de protección excepcional, en ámbitos de cuidado alternativo, bajo cualquier 
modalidad.

Artículo 12. Violencia sexual. A los efectos de la aplicación de la presente ley 
se entiende por violencia sexual cualquier acción que implique la vulneración 
en todas sus formas y por cualquier medio, con o sin acceso vaginal, anal y/u 
oral, del derecho de toda persona de decidir voluntariamente acerca de su 
vida sexual o reproductiva, a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza 
o intimidación, incluyendo al acoso y al abuso sexual, cualquiera sea la edad, 
sexo o género de la víctima.
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Se entiende por acoso a las conductas físicas o verbales de naturaleza o con-
notación sexual, basadas en el género, identidad u orientación sexual, reali-
zadas por una o más personas en contra de otra u otras, quienes no desean 
o rechazan estas conductas en tanto afectan su dignidad, sus derechos fun-
damentales como la libertad, integridad y libre tránsito, creando en ellas inti-
midación, hostilidad, degradación, humillación o un ambiente ofensivo en los 
espacios públicos y en los espacios privados de acceso público.

Artículo 13. Exención de cargas. Las actuaciones judiciales y administrativas 
fundadas en la presente ley están exentas del pago de sellado, tasas, depósitos 
y cualquier otro impuesto, sin perjuicio de lo establecido en materia de costas.

Título II :  Reglas procesales

Artículo 14. Competencia. El Equipo Judicial Especializado, las/os fiscales, 
las/os defensoras/es públicas/os y/o las/os asesoras/es tutelares especiali-
zadas/os son competentes en todos los procesos de carácter civil y penal en 
los que estén implicadas situaciones de violencia doméstica, sexual e institu-
cional.

El Tribunal especializado es competente, a solicitud de la parte que ha realiza-
do la denuncia, en cualquiera de las formas previstas en el artículo 21 de esta 
ley, en los siguientes asuntos:

a.	de filiación;

b.	de nulidad del matrimonio y divorcio;

c.	de adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar;

d.	de guarda, cuidado personal y responsabilidad parental de hijas/os me-
nores de edad o sobre alimentos reclamados por un/a progenitor/a contra 
el/la otro/a en nombre de las/os hijas/os menores de edad.

e.	que tengan por objeto la reparación civil por los daños y perjuicios;

f.	 de división de bienes, si durante su proceso de sustanciación se gene-
rare un supuesto de violencia previsto en la presente ley;

g.	los que versen sobre alimentos reclamados por un/a adulto/a mayor 
contra sus hijas/os mayores de edad;

El/la juez/a integrante del Equipo Judicial Especializado que adopte la 
medida de protección en el caso debe continuar el proceso judicial estable-
cido en esta ley. Las/os juezas/ces del Equipo Judicial Especializado deben 
reemplazarse mutuamente ante la mera ausencia de una/o de ellas/os.

Artículo 15. Competencia territorial. Es competente el Tribunal especializado 
del lugar en que la víctima tenga su residencia, sin perjuicio de las medidas 
urgentes que pueda disponer el/la juez/a que tenga su asiento en el lugar de 
comisión de los hechos.
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Artículo 16. Regla de radicación. Las causas que, a la fecha de entrada en vi-
gencia de la presente, tramitan en los diversos fueros que involucran una mis-
ma situación de violencia doméstica, institucional o sexual en los términos 
previstos en esta ley serán atraídas al Equipo Judicial Especializado en el es-
tado en que se encuentren.

Artículo 17. Acuerdos excepcionales. Está prohibido someter a mediación y 
conciliación los hechos relativos a las situaciones de violencia que originen 
la intervención judicial. El/la juez/a puede promover acuerdos de modo ex-
cepcional, atendiendo a las características del caso, teniendo en cuenta la 
opinión de la víctima y exclusivamente a cuestiones patrimoniales. En todos 
los casos, la audiencia debe tomarse personalmente y por separado por el/la 
juez/a, y la víctima debe concurrir con su abogada/o patrocinante, bajo pena 
de nulidad absoluta.

En caso de que los acuerdos a los que se refiere este artículo puedan afectar 
derechos patrimoniales de niñas/os y adolescentes, el/la juez/a debe propo-
ner el acuerdo teniendo en cuenta el interés superior de aquellas/os y garan-
tizar su derecho a ser oída/o y que su opinión sea tenida en cuenta de acuerdo 
a su edad y grado de madurez, con intervención del Equipo Interdisciplinario 
Especializado. 

Artículo 18. Equipo Interdisciplinario Especializado. El Tribunal especializado, 
las/os fiscales, las/os defensoras/es públicas/os y/o las/os asesoras/es tutela-
res especializadas/os que trabajen en el ámbito del Equipo Judicial Especiali-
zado deben contar con equipos interdisciplinarios especializados en violencia 
de género en sus distintas modalidades y tipos.

Artículo 19. Medidas de protección. Principio general. Todo/a juez/a de 
cualquier instancia y jurisdicción puede ordenar de oficio o a petición  
del/de la denunciante las medidas de protección reconocidas en esta ley. 
Las medidas de protección que por cualquier circunstancia son ordenadas 
por juez/a incompetente son válidas, pero no implican la prórroga de la 
competencia.

Artículo 20. Medidas de protección. Afectación de derechos de niñas, niños y 
adolescentes. Las medidas de protección que afecten en forma directa o in-
directa los derechos de niñas/os o adolescentes, deben cumplir los siguientes 
requisitos:

a.	debe garantizarse el derecho del/a niño/a o adolescente a ser oído/a 
y que su opinión sea tenida en cuenta de acuerdo a su edad y grado de 
madurez; a este efecto, el/la juez/a interviniente debe designar a las/os 
miembros del Equipo Interdisciplinario Especializado encargadas/os de 
entrevistar a la/el niña/o o adolescente, como así también citar a los apo-
yos o a las/os miembros del órgano administrativo de protección, si co-
rrespondiera;
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b.	la entrevista debe desarrollarse en un único acto y en un ambiente ade-
cuado; se debe garantizar al/la niño/a o adolescente un trato digno y com-
prensivo y explicársele el alcance de las medidas que pudieran disponerse 
en un lenguaje claro y simple de acuerdo a su edad y grado de madurez;

c.	en caso de contar con grado de madurez suficiente, la/el niña/o o ado-
lescente puede concurrir a la entrevista con patrocinio letrado propio;

d.	en todos los supuestos, la entrevista es de carácter reservado;

e.	si por la naturaleza de los hechos denunciados se presume la posible afec-
tación de la integridad sexual de la/el niña/o y/o adolescente, la entrevista 
debe desarrollarse en Cámara Gesell o ambiente similar, de acuerdo a los 
protocolos que cada jurisdicción posea para su realización, los cuales deben 
respetar los principios de la presente Ley, la Ley 26.061, la Ley 26.485, 
la Ley 26.743, la Convención de los Derechos del Niño, el Código Procesal 
Penal de la Nación y los códigos procesales provinciales.

f.	 en todo momento debe resguardarse a la/el niña/o y/o adolescente de 
interrogatorios sobre la situación de violencia y de contacto con personas 
ajenas al ámbito de protección actuante;

g.	en todo momento, la/el niña/o y/o adolescente puede contar con el 
acompañamiento de la/el adulta/o que estime de su confianza.

Si el/la juez/a interviniente considera que la situación de la/el niña/o o ado-
lescente está en alto o altísimo riesgo puede dictar las medidas de protección 
que estime pertinentes, con prescindencia de los requisitos previstos en este 
artículo.

Título III :  Procedimiento

Capítulo 1: Denuncia de los hechos de violencia

Artículo 21. Denuncia. Trámite. Reglas generales. La denuncia de los hechos de 
violencia puede realizarse en forma verbal, escrita, por vía de correo electró-
nico o en lenguajes alternativos que permitan la comunicación de personas 
con discapacidad conforme a su repertorio comunicacional.

La/el funcionaria/o que recibe la denuncia debe formular un cuestionario 
orientado a la evaluación inicial del riesgo, aplicando las pautas que hayan 
sido establecidas en la respectiva reglamentación. Si se cuenta con informes 
de evaluación de riesgo o cualquier otro referido a la situación de violencia, 
deben acompañarse a la denuncia.

No es necesario patrocinio letrado para realizar la denuncia; sin embargo, 
debe facilitarse el acceso al patrocinio jurídico para el mejor resguardo de los 
derechos e intereses de la víctima.

La persona denunciante puede requerir el resguardo de su identidad.
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La denuncia de los hechos de violencia puede presentarse ante el Tribu-
nal especializado, la Oficina de Violencia Doméstica, la policía, la Fiscalía, 
o cualquier otro organismo al que por vía reglamentaria se le otorgue esa 
función.

Si la denuncia no es presentada ante el Equipo Judicial Especializado o el Mi-
nisterio Público Fiscal, debe remitirse al Tribunal especializado de inmediato.

Artículo 22. Legitimación activa. Tienen legitimación para denunciar hechos de 
violencia doméstica, sexual e institucional:

a.	 las víctimas;

b.	sus representantes legales en caso de contar con estos;

c.	cualquier otra persona, cuando la víctima se viera imposibilitada de 
hacerlo por su condición física o psíquica;

d.	las/os profesionales u operadoras/es de servicios de salud, asistenciales, 
sociales o educativos que, en razón de su función o en motivo u ocasión 
de sus tareas, hayan tomado conocimiento de un hecho de violencia en los 
términos de esta ley.

Cuando la denuncia es formulada por una persona distinta de la víctima, debe 
ser informada a esta dentro de las veinticuatro (24) horas, así como de los 
derechos de participación en el proceso previstos en la presente ley y de 
los de acceso a una asistencia integral.

Tratándose de hechos delictivos, deben observarse las pautas establecidas en 
las normas penales.

Artículo 23. Legitimación activa. Niñas/os, adolescentes y personas con capa-
cidad restringida. Las/os niñas/os, adolescentes y personas con capacidad 
restringida según sentencia judicial pueden denunciar los hechos de violencia 
que los afectan y deben ser escuchados, bajo pena de nulidad.

Cuando se tratara de niñas/os o adolescentes, si cuentan con edad y grado de 
madurez suficiente pueden participar en el proceso con el patrocinio letrado.

Cuando se tratara de personas con capacidad restringida pueden participar 
con patrocinio letrado y los apoyos que correspondan, de acuerdo a los tér-
minos de la sentencia limitativa de su capacidad según los artículos 32 y 
subsiguientes del Código Civil y Comercial.

En ambos casos, tratándose de hechos delictivos, deben observarse las dis-
posiciones de las normas penales.

Artículo 24. Legitimación activa. Persona con capacidad restringida o con in-
capacidad. Están legitimadas/os para denunciar hechos de violencia:

a.	 la propia persona con discapacidad cuando haya sido víctima de violen-
cia aunque cuente con apoyos o con un/a curador/a.
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b.	el/la curador/a en caso de incapacidad y/o el apoyo de la persona;

c.	cualquier integrante del grupo familiar; las/os profesionales u operado-
ras/es de servicios de salud, asistenciales, sociales o educativos que, en 
razón de su función o en motivo u ocasión de sus tareas, hayan tomado 
conocimiento de un hecho de violencia en los términos de esta ley;

d.	allegados o integrantes de la comunidad.

El/la juez/a debe designar un/a curador/a ad litem, un/a curador/a ad bona o 
un/a defensor/a técnico/a, según sea el caso, si observa intereses contrapues-
tos entre la víctima de violencia y su curador/a o apoyo.

Artículo 25. Obligación de denunciar. Cuando la víctima es una persona menor 
de edad, con discapacidad o adulta mayor que no puede actuar por sí sola o 
que no pueda interaccionar con su entorno, están obligadas/os a denunciar la 
situación de violencia:

a.	 las/os representantes legales o personas responsables de su cuidado.

b.	las/os profesionales de la salud, educación, de los servicios sociales 
y/o protección, tanto del ámbito público como privado, que tomen cono-
cimiento de tales situaciones de violencia;

c.	 las/os funcionarios públicos que tomen conocimiento de tales situa-
ciones de violencia, quienes deben comunicar el hecho a sus superiores 
jerárquicos a fin de que se tomen todas las medidas necesarias para inter-
venir y denunciar;

La obligación de denunciar rige aunque los hechos de violencia configuren 
un delito penal dependiente de instancia privada. Cuando se configurara un 
caso de este tipo, se debe citar a la víctima para que la ratifique o rectifique, 
en veinticuatro (24) horas. El/la juez/a que entiende en la causa debe tomar 
los recaudos necesarios para evitar que la causa tome estado público.

La persona obligada debe realizar la denuncia inmediatamente después de 
haber tomado conocimiento de la situación de violencia.

Las/os obligadas/os a denunciar gozan de inmunidad e indemnidad civil y 
penal, excepto en el supuesto de mala fe.

En estos casos no rige la obligación de guardar el secreto profesional por 
parte de las/os profesionales de la salud o educación de establecimientos 
públicos y privados que tomen conocimiento de una situación de violencia 
doméstica, sexual e institucional.

Artículo 26. Denuncia. Trámite especial. Niñas/os y adolescentes. Las/os ni-
ñas/os y adolescentes pueden realizar la denuncia directamente o a través de 
sus representantes legales.
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Si la situación de violencia fue denunciada directamente ante el Equipo Ju-
dicial Especializado o Ministerio Público, este debe, según las circunstancias:

a.	tomar las medidas de protección mencionadas en el artículo 37 y 
notificar al organismo de protección de derechos que corresponda;

b.	comunicar al organismo de protección de derechos que corresponda 
para que tome intervención.

Artículo 27. Denuncia. Trámite especial. Persona con capacidad restringida y 
con incapacidad. Cuando la víctima es una persona declarada con capacidad 
restringida o incapaz debe darse intervención al Ministerio Público y, según el 
caso, al/la curador/a, al o los apoyos designados si los hubiere, considerando 
la voluntad y preferencia de la persona con capacidad restringida o incapa-
cidad.

Artículo 28. Denuncia ante policía. Las denuncias presentadas ante organismos 
policiales deben recibirse por personal especializado. La policía debe prestar 
auxilio y tomar los recaudos necesarios para que los hechos no sean llevados 
a consecuencias ulteriores, aun cuando la víctima no resida en el ámbito terri-
torial del organismo elegido para radicar la denuncia.

Las constancias de las actuaciones policiales deben remitirse inmediatamente 
al Equipo Judicial Especializado mediante correo electrónico, fax o cualquier 
medio que garantice la inmediatez del envío.

Artículo 29. Obligación de brindar información a la víctima. La autoridad a la 
que acuda la víctima tiene la obligación de brindar a esta información y ase-
soramiento sobre los siguientes aspectos:

a.	 los derechos que el ordenamiento jurídico reconoce para intervenir 
en el proceso y los servicios de asistencia jurídica disponibles a tal efecto;

b.	las medidas de protección que la Ley contempla para proveer a su se-
guridad;

c.	 los servicios de asistencia social integral;

d.	las medidas orientadas a la preservación de la evidencia vinculada 
con el hecho denunciado.

Dicha información debe suministrarse de modo claro y concreto, con indicación 
del lugar, horarios de atención y modos de comunicación con las autoridades 
respectivas, en un documento en formato accesible que permita a la víctima 
acceder a todos los medios de acompañamiento previstos para su situación.

Artículo 30. Relevancia penal del hecho denunciado. Cuando el hecho pue-
da constituir delito, debe intervenir el Tribunal especializado y la/el fiscal 
especializada/o. Esta/e última/o debe iniciar una averiguación preliminar con 
el objeto de recolectar los elementos que permitan esclarecer lo ocurrido y, 
en su caso, formular la correspondiente imputación, conforme al artículo 43.
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Artículo 31. Desistimiento de denuncia. En caso de que la víctima desestime la 
denuncia realizada, el Equipo Judicial Especializado debe, a través del Equi-
po Interdisciplinario Especializado, realizar un seguimiento de su situación, 
acompañándola en su autovalimiento.

Artículo 32. Sistema Integral de Actuaciones sobre Hechos de Violencia. Créase 
el Sistema Integral de Actuaciones sobre Hechos de Violencia previstos en 
esta ley, el cual debe especificar, edad, estado civil, situación laboral, nivel 
de instrucción alcanzado, cobertura en salud, identidad de género, naciona-
lidad/provincia de origen, lugar de residencia actual, tipo de discapacidad si 
tuviera, hijos/as con la persona denunciada, antecedentes penales, tanto de 
la persona que padece violencia, así como de la persona denunciada; vínculo 
con esta, naturaleza de los hechos, medidas adoptadas y sus resultados, así 
como las sanciones impuestas a la persona denunciada.

El sistema integral de casos debe permitir identificar denuncias previas re-
feridas a la víctima radicadas en las dependencias policiales de esta juris-
dicción.

Se debe coordinar y suministrar la información al correspondiente organismo 
nacional a fin de colaborar con información a nivel país.

CAPÍTULO 2: MEDIDAS DE PROTECCIÓN

Sección 1º: Medidas de protección

Artículo 33. Patrocinio letrado. A excepción de la denuncia y la entrevista 
del artículo 35, los demás actos del proceso deben realizarse con patrocinio 
letrado. El Estado provincial debe asegurar el efectivo acceso a la justicia a 
las víctimas mediante servicios de patrocinio jurídico gratuito especializados, 
con independencia de las defensorías oficiales.

Artículo 34. Informe de valoración de riesgo. Presentada la denuncia, el Equipo 
Interdisciplinario Especializado, inmediatamente, debe concluir una evaluación 
de riesgo psicofísica, con presencia de la víctima o del/de la denunciante, a 
efectos de determinar los daños sufridos por la víctima, conocer la situación de 
violencia planteada y la conveniencia de las medidas de protección adecuadas.

En el supuesto de que la víctima sea una persona con discapacidad, este 
equipo debe contar con profesionales especializadas/os que implementen los 
ajustes razonables según el caso.

Si la situación de violencia es de alto o altísimo riesgo se deben adoptar las 
medidas de protección sin informe previo. En todos los casos, debe evitarse 
la victimización secundaria.

Artículo 35. Entrevista. Concluida la evaluación de riesgo psicofísica, la víctima 
tiene derecho a acceder a una entrevista con el/la juez/a sin ninguna dilación.
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Recibida la denuncia, el/la juez/a debe entrevistar a la víctima dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas.

En casos de alto o altísimo riesgo, la entrevista debe realizarse en forma in-
mediata. Cuando la denuncia la realiza un tercero, ya sea persona humana 
u organismo, debe notificarse a la víctima el día y la hora de la entrevista 
por cualquier medio fehaciente y en formato accesible.

En la entrevista deben presentarse los informes de evaluación de riesgo que 
no hayan sido ya acompañados con la denuncia o que hayan sido elaborados 
con posterioridad.

En la entrevista debe garantizarse la provisión de intérpretes que aseguren la 
efectiva participación de las víctimas de acuerdo a su repertorio comunica-
cional. Cuando la víctima sea un/a niño/a o adolescente debe atenderse a lo 
dispuesto en el artículo 20, incisos e) y f), de la presente ley.

El/a juez/a debe brindar información a la víctima sobre las medidas de pro-
tección de las que dispone.

Cuando el/la fiscal disponga de medidas de protección urgentes, debe ex-
poner los antecedentes al/la juez/a en la audiencia.

En caso de incomparecencia de la víctima, el/la juez/a interviniente puede 
adoptar las medidas de protección que estime pertinentes, valorando la situa-
ción de riesgo de la víctima y su grupo familiar de acuerdo a las constancias 
que surjan de la denuncia que origina la intervención judicial. En estos casos, 
las medidas de protección mantienen su vigencia hasta tanto se realice la 
entrevista prevista en este artículo.

Artículo 36. Entrevista. Videograbación. La entrevista del artículo 35 debe to-
marse en un ambiente que brinde privacidad, seguridad y confianza a la vícti-
ma. Debe registrarse de forma tal que reduzca la necesidad de repetición y la 
victimización secundaria. A tal fin, la entrevista debe ser videograbada.

Artículo 37. Medidas de protección. De oficio o a pedido del/de la denunciante, 
el/la juez/a debe adoptar las medidas de protección destinadas a respetar la 
dignidad, libertad, salud e integridad física y psíquica de la víctima y a preser-
var sus derechos. Estas medidas pueden consistir en:

a.	excluir a la persona denunciada de la vivienda familiar, aunque el in-
mueble sea de su propiedad;

b.	prohibir el acceso de la persona denunciada al domicilio, lugar de tra-
bajo, lugar de estudio u otros ámbitos de concurrencia de la víctima;

c.	prohibir a la persona denunciada acercarse a una distancia determinada 
de cualquier lugar en el que se encuentre la víctima u otra persona del gru-
po familiar que pudiera verse afectada;

d.	prohibir a la persona denunciada realizar actos que perturben o intimi-
den a la víctima o algún integrante del grupo familiar;
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e.	ordenar todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad de la 
víctima y las personas del grupo familiar en su domicilio;

f.	 disponer medidas de abrigo en refugios o en lugares que garanticen la 
seguridad de la víctima y personas de su grupo familiar;

g.	disponer el reintegro de la víctima al hogar, cuando haya sido expulsada 
o salido de este por la situación de violencia, previa exclusión de la parte 
denunciada;

h.	ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la vícti-
ma, si ha quedado privada de ellos como consecuencia de la situación de 
violencia doméstica, sexual e institucional;

i.	 ordenar el uso exclusivo de la vivienda y del mobiliario;

j.	 prohibir a la persona denunciada enajenar, disponer, destruir, ocultar o 
trasladar bienes gananciales o en condominio;

k.	prohibir a la parte denunciada la compra y tenencia de armas y ordenar 
el secuestro de las que estuvieran en su posesión;

l.	 comunicar los hechos de violencia al superior jerárquico que corres-
ponda, a los fines de disponer preventivamente el retiro de las armas 
reglamentarias, cuando la persona denunciada fuera miembro de fuerzas 
de seguridad o fuerzas armadas;

m.	 fijar alimentos provisorios; el/la juez/a puede ordenar cualquier medida 
económica eficaz para la percepción de estos;

n.	otorgar a la víctima el cuidado personal provisorio de las/os hijas/os 
menores de edad;

ñ.	otorgar la guarda provisoria a un/a miembro del grupo familiar en los 
términos del artículo 8 cuando, de manera excepcional, la víctima no pueda 
hacerse cargo del cuidado de las/os hijas/os menores de edad;

o.	disponer la suspensión provisoria del régimen de comunicación;

p.	remover y reemplazar al/la curador/a designado/a cuando estuviera 
involucrado/a en los hechos de violencia denunciados en caso de persona 
con incapacidad declarada;

q. remover y reemplazar a las/os apoyos designadas/os judicialmente si 
estas/os estuvieran involucradas/os en los hechos de violencia;

r.	 comunicar la situación de violencia al organismo, institución, asociación 
profesional o lugar de trabajo de la persona denunciada, cuando la natura-
leza de los hechos que originan la denuncia así lo justifiquen;

s.	 disponer medidas conducentes para brindar a la víctima o a su gru-
po familiar, como así también a la persona denunciada, asistencia legal, 
médica o psicológica por organismos públicos o no gubernamentales de 
asistencia a las víctimas de violencia;
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t.	 ordenar que la persona denunciada realice tratamientos psicológicos, o 
terapéuticos en general, a través de programas de prevención de la violencia;

u.	ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la víctima;

v.	 prohibir a la persona denunciada o a terceros todo tipo de contacto con 
la víctima mediante la utilización de cualquier tipo de red social, de men-
sajes públicos o privados de esas mismas redes; de aplicaciones de mensa-
jería instantánea; en aplicaciones o servicios de correo electrónico; aplica-
ciones o servicios de comunicación de voz o teleconferencia mediante la 
transmisión de audio y video o mediante el aprovechamiento de cualquier 
función que pueda canalizarse por dispositivos tecnológicos;

w.	prohibir la publicación de imágenes, videos o fotografías de la víctima o 
menores de edad a su cargo en cualquier circunstancia, así como archivos 
de voz o chats contenidos en programas, mensajerías o servicios de men-
sajería o correo electrónico o mediante el aprovechamiento de cualquier 
función que pueda canalizarse por dispositivos tecnológicos.

Las medidas de protección de este artículo son meramente enunciativas y 
temporales. El/la juez/a puede disponer otras medidas para la garantía de los 
derechos y protección de la víctima según la situación o hechos de violencia 
acaecidos.

Artículo 38. Medidas de protección. Dispositivos electrónicos. Cuando el/la 
juez/a impusiera alguna de las medidas de protección reguladas en los in-
cisos a), b) o c) del artículo 37, puede disponer de la utilización de instru-
mentos con tecnología adecuada para garantizar el efectivo cumplimiento 
de aquella.

A tales efectos, el Poder Ejecutivo provincial debe adoptar las medidas nece-
sarias para monitorear los dispositivos electrónicos dispuestos.

Artículo 39. Medidas de protección. Recurso de reposición. La resolución que 
deniega las medidas de protección puede impugnarse por recurso de reposi-
ción. El plazo para interponer y fundar el recurso de reposición es de tres (3) 
días, a contar desde la comunicación del rechazo de la medida. Debe resol-
verse en el plazo de cuarenta y ocho (48) horas.

Artículo 40. Medidas de protección. Incumplimiento. La autoridad que verifi-
que el incumplimiento de los deberes impuestos a la persona denunciada en 
el marco de las medidas de protección previstas en los incisos a), b), c), d), k), 
l) y w) del artículo 37 debe disponer la aprehensión de la persona denunciada 
para su inmediata conducción ante el/la juez/a. Se debe fijar audiencia sin de-
mora para evaluar las circunstancias de la infracción y resolver los siguientes 
aspectos:

a.	continuidad o cese de la detención de la parte denunciada; en caso de 
continuidad debe aplicarse lo que establece el artículo 45;
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b.	mantenimiento o modificación del régimen de medidas de protección 
fijado;

c.	 imposición de multas pecuniarias, cuyo monto debe establecer el juez 
según la gravedad del caso y la situación patrimonial de la víctima;

d.	disposición de cualquier medida acorde con la conflictividad planteada.

Ante el incumplimiento de las medidas de protección y del acuerdo excepcio-
nal homologado del artículo 17, se deben remitir las actuaciones a la autoridad 
competente para la investigación penal correspondiente.

Ante el incumplimiento de alguna de las medidas previstas en el artículo 37, 
el juez debe fijar una audiencia a fin de mantener o modificar el régimen de 
medidas de protección fijado o imponer sanciones, pecuniarias o de otro tipo.

Artículo 41. Medidas de tratamiento. Incumplimiento. Cuando se constate que 
la persona denunciada no cumple con los tratamientos terapéuticos ordena-
dos, se la deberá citar para que rinda cuenta de su conducta y se evalúen las 
siguientes alternativas:

a.	mantenimiento o modificación del régimen de medidas de protección 
fijado;

b.	imposición de sanciones conminatorias, pecuniarias o de otro tipo.

Artículo 42. Audiencia sobre la medida de protección. En el plazo de cuarenta y 
ocho (48) horas a contar desde la comunicación de la medida de protección, 
desde la realización de la entrevista prevista en el artículo 35 o de la presenta-
ción de la denuncia, el/la juez/a debe fijar una audiencia que debe realizarse en 
su presencia, bajo pena de nulidad absoluta. Deben comparecer por separado 
la/el denunciante y el/la denunciado/a, con patrocinio letrado; el/la juez/a debe 
garantizar que las partes involucradas no tengan contacto entre sí en dicha au-
diencia. La audiencia debe ser videograbada y debe asegurarse la provisión de 
apoyos a las personas con discapacidad y de intérpretes culturales o de otro 
tipo. El/la denunciado/a está obligado/a a comparecer bajo apercibimiento de 
ser llevado/a ante el/la juez/a con auxilio de la fuerza pública.

En la audiencia, el/la juez/a debe, una vez escuchadas ambas partes por se-
parado sobre el alcance de las medidas de protección y las posiciones que se 
formulen al respecto:

a.	ratificar, modificar u ordenar otras medidas de protección;

b.	establecer las pautas relativas a la responsabilidad parental que se 
justifiquen según la situación, teniendo en miras el interés superior de la/el 
niña/o y/o adolescente;

c.	tener en cuenta los ajustes razonables en materia de personas con dis-
capacidad;

d.	examinar, con la/el denunciante, la viabilidad de un acuerdo excepcional 
en los términos del artículo 17.
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Artículo 43. Existencia de delito. Cuando de las audiencias establecidas en los 
artículos 35 y 42 el/la juez/a entienda que hay motivo suficiente para sospechar 
que una persona ha participado en la comisión de hechos de violencia que cons-
tituyan un delito, debe darse intervención al Ministerio Público Fiscal.

Cuando conforme al artículo 21 se inicien actuaciones penales por supuesta 
comisión de delito, la/el fiscal debe formular verbalmente la imputación. El/la 
imputado/a debe contar con asistencia letrada y ser informado/a de su de-
recho a declarar en cualquier momento del proceso. Si este/a se encontrase 
detenido/a, la audiencia debe realizarse dentro de las veinticuatro (24) horas 
desde el momento de la detención y, si no mediare tal circunstancia, dentro 
de los quince (15) días de realizada la denuncia.

Artículo 44. Investigación penal. Cuando se hubiere concretado una imputa-
ción penal, tendrá lugar una investigación a cargo de la/del fiscal, que se debe 
regir por las disposiciones del código respectivo. Producida su conclusión, 
la/el fiscal debe requerir al/a la juez/a el emplazamiento a las partes y debe 
fijar una audiencia en la que se planteen y resuelvan todas las excepciones de 
orden penal.

En este caso, las cuestiones relativas a los hechos y la prueba se determinan 
de conformidad a las normas del juicio oral y público o del juicio abreviado, 
según medie o no acuerdo entre las partes.

Artículo 45. Prisión preventiva o medidas restrictivas de la libertad. En los casos 
de flagrancia o ante el incumplimiento de las medidas de protección previstas 
en los incisos a), b), c), d), k) l) y w) del artículo 37, o ante la existencia de 
peligros procesales, el/la fiscal, en la audiencia del artículo 40, conforme a lo 
que establece el inciso a) o en cualquier etapa del proceso, puede solicitar la 
prisión preventiva o medidas restrictivas de menor intensidad que no hubie-
sen sido dispuestas.

Para su procedencia, el/la fiscal previamente debe haber notificado a la per-
sona detenida los hechos objeto de imputación, conforme a lo previsto en el 
artículo 43, y haber reunido elementos de convicción que de manera proviso-
ria acrediten la materialidad del hecho y la probabilidad de que el imputado 
resulte ser autor o partícipe de este.

El/la fiscal en la audiencia debe invocar fundadamente la existencia de pe-
ligro de fuga o entorpecimiento del proceso o de peligro para la integridad 
física o psíquica de la víctima o de otros miembros del grupo familiar.

Sección 2ª: Medidas de garantía

Artículo 46. Medidas de garantía en el ámbito laboral. Durante la vigencia de la 
relación laboral, la víctima tiene derecho a licencia para la activación del sis-
tema de protección previsto en la presente ley. El Equipo Interdisciplinario Es-
pecializado debe evaluar, sin perjuicio de lo que dispongan las convenciones 
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colectivas de trabajo y las leyes de empleo público, las condiciones y tiempos 
de la licencia de la víctima.

La víctima tiene derecho a la reducción de la jornada o a la reordenación del 
tiempo de trabajo y/o del lugar de origen de este, mediante la certificación 
del Equipo Interdisciplinario Especializado.

Ante el incumplimiento de esta medida, el/la empleador/a es pasible de las 
responsabilidades civiles y penales que correspondan.

Artículo 47. Medidas de garantía en el ámbito económico. Cuando por las es-
peciales circunstancias y la particular afectación de la víctima o del grupo 
familiar esta no pueda procurarse los medios económicos necesarios para su 
subsistencia, el Poder Ejecutivo provincial, a solicitud del/de la juez/a debe 
otorgar:

a.	un subsidio no reintegrable, de carácter personal, mensual y no remune-
rativo destinado a la subsistencia y/o;

b.	un subsidio no reintegrable de carácter personal y no remunerativo des-
tinado al alquiler de vivienda para el establecimiento de nueva residencia y 
con el objetivo de minimizar las situaciones de riesgo.

A los fines de determinar la vulnerabilidad económica debe valorarse el nivel 
de ingresos de la víctima conforme al salario mínimo, vital y móvil y demás 
condiciones asimilables de acuerdo a las circunstancias caso.

CAPÍTULO 3: PROCESO PARA 

LA RESOLUCIÓN DE LAS PRETENSIONES CIVILES

Artículo 48. Reglas de sustanciación. Para la resolución de las pretensiones 
civiles, el/la juez/a especializado/a y único/a, debe aplicar las normas del pro-
ceso de conocimiento más abreviado o los especiales que rijan en la jurisdic-
ción, con excepción de las reglas aquí previstas.

Los procesos en los que deban examinarse responsabilidades penales 
tramitan según las normas procesales penales de cada jurisdicción.

Los procesos en los que deban resolverse las materias previstas en los in-
cisos del artículo 14 y estén implicadas situaciones de violencia doméstica, 
sexual e institucional, tramitan según las normas procesales civiles de cada 
jurisdicción. 

Artículo 49. Demanda y contestación. La/el denunciante puede deducir una 
demanda y ofrecer prueba, con patrocinio letrado, en el plazo de treinta (30) 
días a contar desde la celebración de la audiencia del artículo 35. El/la juez/a 
debe notificar al/la persona demandada, que cuenta con un plazo de diez (10) 
días para contestar demanda y ofrecer prueba.
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Artículo 50. Audiencias de fijación de hechos y medios de prueba. En el plazo de 
cinco (5) días a contar desde la contestación de la demanda, el/la juez/a debe 
fijar una audiencia que, bajo de pena de nulidad absoluta, debe realizarse en 
su presencia y ser videograbada, y a la que deben comparecer las partes. En 
la audiencia se debe resolver sobre los hechos a determinar y las pruebas que 
deban ser producidas, y disponerse la ordenación y diligenciamiento de las 
que correspondan.

Artículo 51. Peritaje interdisciplinario e integral. Se puede ordenar la realización 
de un peritaje interdisciplinario e integral para valorar la situación de violencia 
planteada.

El peritaje debe analizar las consecuencias y los elementos del plano físico, 
psicológico y social. En este pueden intervenir profesionales de las ciencias 
médicas, ciencias sociales y salud mental.

El peritaje debe llevarse a cabo sobre la víctima, la persona denunciada, las 
personas menores de edad y otras personas involucradas en la situación de 
violencia; debe garantizarse que las personas mencionadas no estén en con-
tacto entre sí en este acto.

Artículo 52. Audiencia de prueba. En el plazo de treinta (30) días a contar des-
de la celebración de la audiencia de fijación de hechos y medios de prueba, 
el/la juez/a debe fijar una audiencia que bajo pena de nulidad absoluta debe 
realizarse en su presencia, la que debe ser videograbada, que tiene por objeto 
recibir la prueba producida de los hechos controvertidos y conducentes.

CAPÍTULO 4: SENTENCIA Y RECURSOS PENALES Y CIVILES

Artículo 53. Sentencia. Producidas las pruebas, el/la juez/a debe dictar sen-
tencia dentro de los tres (3) días de concluida la etapa probatoria, en la que 
debe determinar la existencia o inexistencia de violencia, la responsabilidad 
de la persona denunciada, la reparación integral del daño y las condenas o 
absoluciones que correspondan. Cuando el caso involucre a una persona con 
discapacidad, la sentencia debe contener un apartado en lenguaje sencillo y 
lectura fácil, conforme al repertorio comunicacional de la víctima, para permi-
tir el pleno conocimiento de sus alcances.

A fin de establecer el derecho de la víctima a la reparación integral del daño, 
el/la juez/a puede adoptar una (1) o varias de las siguientes medidas, que 
tienen como objetivo contribuir a la eliminación de los esquemas de vulne-
ración y discriminación que pudieron originar o contribuir a la situación de 
violencia:

a.	medidas de restitución: devolver a la víctima a la situación anterior a la 
violencia;
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b.	medidas de rehabilitación: facilitar a la víctima hacer frente a los efectos 
sufridos por causa de la violencia;

c.	medidas de compensación: compensar a la víctima de forma apropiada y 
proporcional a la gravedad del hecho punible cometido o la violencia sufrida 
y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso; esta compensación 
debe tener en cuenta los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económica-
mente evaluables que sean consecuencia de la violencia;

d.	medidas de satisfacción: reconocer y restablecer la dignidad de las víc-
timas;

e.	medidas de no repetición: contribuir a garantizar que el hecho punible 
o la violación de derechos sufrida por la víctima no vuelva a ocurrir.

Artículo 54. Sentencia. Recursos. Los recursos en materia penal se rigen por 
las normas procesales penales. En materia procesal civil, son recurribles so-
lamente las resoluciones que deniegan las medidas de protección, conforme 
al artículo 39 y la sentencia mediante recurso de apelación. La condena civil 
de primera instancia puede ejecutarse provisionalmente según las reglas vi-
gentes sobre ejecución de resoluciones judiciales en la jurisdicción respectiva.

Título IV: Diseño institucional y gestión judicial

Artículo 55. Organización interna del Equipo Judicial Especializado. El Equipo 
Judicial Especializado estará integrado por:

a.	El Tribunal especializado en violencia doméstica, sexual e institucional, 
que estará compuesto por:

i.	 el Colegio de juezas/ces;

ii.	 El/la administrador/a del Tribunal y el sub-administrador/a;

iii.	 las Oficinas comunes;

b.	las fiscalías especializadas;

c.	 las defensorías especializadas o las asesorías tutelares especializadas. 

Artículo 56. Colegio de juezas/ces. El Colegio de juezas/ces estará integrado 
por las/os juezas/ces unipersonales y especializadas/os. Las/os juezas/ces 
cumplen exclusivamente las siguientes funciones jurisdiccionales:

a.	audiencias y entrevistas;

b.	audiencias de recursos;

c.	resoluciones y sentencias;

d.	revisión;

e.	ejecución y cumplimientos.
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El Colegio de juezas/ces coordina, en conjunto con el/la administrador/a del 
Tribunal, la distribución de las tareas de manera rotativa.

Las/os juezas/ces deben ser seleccionadas/os para integrar el Colegio de jue-
zas/ces a través de concurso público de oposición y antecedentes, confor-
me a la legislación local. Se tendrán especialmente en cuenta la experiencia  
y antecedentes en la defensa de los derechos humanos, en perspectiva de 
género y la versación en las materias de la presente ley.

No serán admitidas personas con denuncias ni antecedentes en su contra 
sobre violencia de género, violencia institucional o violencia contra personas 
con discapacidad, personas adultas mayores o niñas/os y adolescentes.

Artículo 57. El/la administrador/a y el/la sub-administrador/a del Tribunal. 
El/la administrador/a del Tribunal es la máxima autoridad administrativa 
del Tribunal y depende jerárquicamente de la Suprema Corte de Justicia 
de esta jurisdicción, ante la cual debe rendir cuentas de su tarea. El/la 
administrador/a del Tribunal tiene los siguientes deberes y atribuciones:

a.	coordinar con el Colegio de juezas/ces las tareas de su competencia;

b.	dirigir las oficinas comunes del Equipo Judicial Especializado;

c.	 implementar políticas de gestión, tendientes a la mejora continua, con el 
acuerdo del Colegio de juezas/ces;

d.	generar indicadores de gestión para el cumplimiento de las pautas esta-
blecidas, para la mejora continua, contando para este fin con el apoyo 
de las distintas áreas de la Suprema Corte de Justicia de esta jurisdicción y 
las propias del Tribunal especializado, necesarias para su implementación;

e.	publicar periódicamente, en formatos abiertos, los informes de rendición 
de cuentas a la ciudadanía relativos al funcionamiento del Equipo judicial;

f.	 dar seguimiento a la gestión a través de encuestas a las/os usuarias/os 
del sistema;

g.	procurar la agilización administrativa de los trámites judiciales y op-
timizar la eficiencia en la atención al público, conjuntamente con el/la 
coordinador/a del área de recepción;

h.	determinar la agenda de trabajo con las/os coordinadoras/es y el 
Colegio de juezas/ces para el cumplimiento de los objetivos de mejora 
fijados;

i.	 procurar el manejo de todos los recursos del Tribunal especializado, 
debiendo coordinar con las áreas administrativas competentes del Poder 
Judicial;

j.	 coordinar la entrega de dispositivos tecnológicos de protección con-
forme a los protocolos de la materia;

k.	custodiar la documentación de las causas ingresadas al Tribunal;
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l.	 ejercer las funciones de superintendencia en cuanto a mecanismos de 
control del desempeño de la gestión administrativa y, conjuntamente con 
el/la coordinador/a del área de procesos, en los aspectos judiciales.

En caso de ausencia o vacancia será reemplazado por el/la sub-administrador/a 
del Tribunal, quien colabora con el efectivo cumplimiento de las atribuciones 
conferidas al/la administrador/a.

Artículo 58. Requisitos. Son requisitos mínimos para ser las/os aspirantas/os a 
administrador/a del Tribunal y sub-administrador/a del Tribunal:

a.	título universitario;

b.	experiencia laboral de, al menos, cinco (5) años;

c.	conocimientos o experiencia en el área de gestión, así como en princi-
pios procesales;

d.	conocimientos del ámbito judicial;

e.	capacidad de conducción de personal;

f.	 capacidad para planificar las tareas a realizar a corto, mediano y largo 
plazo;

g.	sensibilización en las temáticas que ocupan a esta ley.

El/la administrador/a del Tribunal y el/la subadministrador/a serán seleccio-
nados/as a través de concurso público de oposición y antecedentes, procu-
rando la selección de aspirantes/as que cuenten con perspectiva de género, 
capacidades para desarrollar el rol propuesto y que no posean denuncias ni 
antecedentes en su contra sobre violencia de género, violencia institucional 
o violencia contra personas con discapacidad, personas adultas mayores o 
niñas/os y adolescentes.

Artículo 59. Oficinas comunes. El Equipo Judicial Especializado contará con 
tres (3) Oficinas comunes, cada una de las cuales estará a cargo de un/a 
coordinador/a:

a.	El área de recepción tiene a su cargo las funciones de ingreso y ad-
ministración de causas, recepción y entrega de escritos y expedientes, las 
comunicaciones procesales, las diligencias de notificación y las decisiones 
de mero trámite; la mesa de recepción interdisciplinaria, el Equipo Interdis-
ciplinario Especializado y el cuerpo médico especializado se encuentran 
en esta órbita. El/la coordinador/a tiene a su cargo la organización de las 
agendas de sus integrantes conjuntamente con el/la Administrador/a del 
Tribunal;

b.	El área de proceso está compuesta por el conjunto de relatoras/es que 
apoyan la labor de las/os juezas/ces en su accionar judicial. Las/os rela-
tores responden jerárquicamente al/la administrador/a del Tribunal. El/la 
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coordinador/a tiene a su cargo la publicación del calendario de audiencias; 
administración de salas de audiencias y sistemas de videograbación, la 
gestión de las/os relatoras/es y su relación con las/os juezas/ces a quienes 
apoyen en su labor.

c.	El área de ejecución tiene a su cargo las funciones de control de la eje-
cución de las sentencias, las medidas de protección y de garantía; el/la 
coordinador/a debe articular con las dependencias de los demás poderes 
estatales a fin de dar cumplimiento a tales decisiones judiciales.

Las personas que coordinen las oficinas comunes serán seleccionadas por con-
curso público de oposición y antecedentes. Se debe procurar la selección de 
aspirantes/as que cuenten con perspectiva de género, sensibilización en la te-
mática que ocupa a esta ley y que no posean denuncias ni antecedentes en su 
contra sobre violencia de género, violencia institucional o violencia contra per-
sonas con discapacidad, personas adultas mayores o niñas/os y adolescentes.

Artículo 60. Mesa de recepción interdisciplinaria. La mesa de recepción inter-
disciplinaria debe recibir las denuncias que ingresan al sistema y coordinar 
con el Equipo Interdisciplinario Especializado la realización del informe de 
valoración de riesgo. Deben llevar el registro de los ingresos e informar del 
inicio de los procedimientos.

Sus integrantes serán elegidas/os por concurso público de oposición y antece-
dentes. Se debe procurar que cuenten con perspectiva de género, sensibilización 
en la temática que ocupa a esta ley y que no posean denuncias ni antecedentes 
en su contra sobre violencia de género, violencia institucional o violencia contra 
personas con discapacidad, personas adultas mayores o niñas/os y adolescentes.

Artículo 61. Equipo Interdisciplinario Especializado. El Equipo Interdisciplinario 
Especializado está integrado por profesionales de las ciencias sociales, jurí-
dicas y de la salud mental, especializados en violencia doméstica, sexual e 
institucional. Sus integrantes deben ser elegidas/os por concurso público de 
oposición y antecedentes y se debe procurar que cuenten con perspectiva de 
género, sensibilización en la temática que ocupa a esta ley y que no posean 
denuncias ni antecedentes en su contra sobre violencia de género, violencia 
institucional o violencia contra personas con discapacidad, personas adultas 
mayores o niñas/os y adolescentes.

El Equipo Interdisciplinario Especializado tiene a su cargo la realización del 
informe de valoración de riesgo y del peritaje del artículo 51. Debe procurarse 
que las/os integrantes del Equipo Interdisciplinario Especializado que hubie-
ran realizado el informe de valoración de riesgo inicial no sean las/os mis-
mas/os profesionales que realicen el peritaje, a menos que la víctima solicite 
que sean otras/os las/os profesionales por razones justificadas.

El Equipo Interdisciplinario Especializado debe desarrollar protocolos y 
guías de buenas prácticas que les permitan brindar un servicio de calidad 
integral.
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Artículo 62. Equipo médico especializado. El equipo médico especializado tie-
ne a su cargo la constatación de lesiones y atención de urgencias de las víc-
timas en el marco de la presente ley. Está integrado por profesionales de las 
ciencias de la salud. Sus integrantes deben ser elegidas/os por concurso pú-
blico de oposición y antecedentes y se debe procurar que cuenten con pers-
pectiva de género, sensibilización en la temática que ocupa a esta ley y que 
no posean denuncias ni antecedentes en su contra por violencia de género, 
violencia institucional o violencia contra personas con discapacidad, personas 
adultas mayores o niñas/os y adolescentes.

Artículo 63. Fiscalías especializadas. Las/os fiscales especializadas/os en vio-
lencia doméstica, sexual e institucional deben ejercer, con competencia am-
plia, las siguientes funciones:

a.	promover las acciones penales correspondientes según lo dispone la 
presente ley;

b.	ejercer la acción pública, practicar las diligencias pertinentes y útiles 
para determinar la existencia del hecho y adoptar las medidas que garanti-
cen los derechos de las víctimas;

c.	dictaminar en todas las causas de índole civil que tramiten ante el Equi-
po Judicial Especializado en las que resulte pertinente.

Sus integrantes deben ser elegidas/os por concurso público de oposición y 
antecedentes y se debe procurar que cuenten con perspectiva de género, 
sensibilización en la temática que ocupa a esta ley y que no posean denuncias 
ni antecedentes en su contra sobre violencia de género, violencia institucional 
o violencia contra personas con discapacidad, personas adultas mayores o 
niñas/os y adolescentes.

Artículo 64. Defensorías y asesorías tutelares especializadas. Los/as defenso-
res/as especializados/as y las asesorías tutelares especializadas en violencia 
doméstica, sexual e institucional deben ejercer, con competencia amplia, las 
siguientes funciones:

a.	gestión de sus casos de manera eficiente, en forma permanente y 
continua, propendiendo a una defensa técnica efectiva y adecuada, cum-
pliendo los principios enunciados en la presente ley; a tales fines, pueden 
solicitar a los registros u oficinas públicas o privadas, sin cargo alguno, tes-
timonios, documentos, informes y actuaciones necesarias para su gestión;

b.	protección de la confidencialidad y trato reservado con la/el asistida/o o 
defendida/o, quien debe ser informada/o sobre las contingencias de su 
proceso en un lenguaje que le resulte comprensible.

Sus integrantes deben ser elegidas/os por concurso público de oposición y 
antecedentes y se debe procurar que cuenten con perspectiva de género, 
sensibilización en la temática que ocupa a esta ley y que no posean denuncias 
ni antecedentes en su contra sobre violencia de género, violencia institucional 
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o violencia contra personas con discapacidad, personas adultas mayores o 
niñas/os y adolescentes.

Título V: Disposiciones finales

Artículo 65. Programas especializados. El Equipo Judicial Especializado debe 
articular con el Poder Ejecutivo a fin de contar con programas gratuitos de 
prevención, atención y tratamiento de la violencia a la víctima y su grupo fa-
miliar, y también a quien fue denunciado/a.

Artículo 66. Registro de Infractores en Materia de Violencia Doméstica, Sexual e 
Institucional. Créase el Registro de Infractores en Materia de Violencia Domés-
tica, Sexual e Institucional, el que debe funcionar en el ámbito Poder Ejecutivo. 
Las/os juezas/ces deben remitir al Registro copia de las sentencias dictadas en 
materia de violencia doméstica, sexual e institucional. Este debe asegurar la 
confidencialidad de la información de acuerdo a la legislación vigente. 

Artículo 67. Condiciones edilicias mínimas. Para el funcionamiento adecuado 
del Equipo Judicial Especializado, el emplazamiento edilicio debe diseñarse 
de acuerdo a estándares de cumplimiento de los derechos de las víctimas y 
obligaciones del Estado. Se debe contar con sala de espera, sala para niñas/os, 
abrigo in situ, salas de audiencias, salas de cámara de circuito cerrado, salas 
de revisación médica, salas de atención del equipo interdisciplinario y toda 
aquella dependencia que se considere necesaria para el funcionamiento ade-
cuado del Equipo Judicial y los derechos de las personas involucradas.

Título VI: Definiciones

1. Ajustes razonables: por ajustes razonables se entiende las modificacio-
nes y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga 
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, 
para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones con las demás, de todos sus derechos.

2. Apoyos necesarios/apoyos judiciales o extrajudiciales: “apoyo” es un tér-
mino amplio que engloba medidas judiciales o extrajudiciales, de distintos ti-
pos e intensidades; puede ser dado por una o varias personas. Puede consistir 
en la elaboración y el reconocimiento de métodos de comunicación distintos 
y no convencionales, especialmente para quienes utilizan formas de comuni-
cación no verbal para expresar su voluntad y sus preferencias. Ejemplos: la 
asistencia de una tercera persona para el desarrollo de determinadas tareas 
públicas o privadas; la asistencia (no sustitución) de una persona de confian-
za para la formalización de un acto jurídico de transcendencia; etcétera.

3. Autovalimiento: es una manera de incorporar la propia subjetividad como 
valor de sostén y extensión del yo. Se refiere a las posibilidades de cada sujeto 



110 | Ediciones SAIJ < Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación 

Subsecretaría de Acceso a la Justicia - Subsecretaría de Justicia y Política Criminal 

de tomar decisiones desde las propias convicciones, formadas a partir de las 
experiencias y las conjunciones vinculares, a la capacidad de tomar decisio-
nes libremente en función de sus deseos e intereses.

4. Discapacidad: las personas con discapacidad son aquellas que tienen de-
ficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al 
interactuar con diversas barreras, impiden su participación plena y efectiva 
en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. (2) 

5. Formato accesible y comprensible: la “comunicación” incluirá los lengua-
jes, la visualización de textos, el Braille, la Lengua de Señas Argentina, la co-
municación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, 
así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los 
medios de voz digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos 
o alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la información y las 
comunicaciones de fácil acceso.

6. Repertorio comunicacional: en la didáctica de lenguas el término alu-
de tanto al repertorio de recursos y variedades lingüísticas que una persona 
posee en una lengua determinada, así como a las diversas lenguas en las que 
es capaz de comunicarse.

7. Victimización secundaria: se entiende por victimización secundaria, el so-
metimiento de la persona agredida a demoras, derivaciones, consultas incon-
ducentes o innecesarias, como así también a realizar declaraciones reiteradas, 
responder sobre cuestiones referidas a sus antecedentes o conductas no vin-
culadas al hecho denunciado y que excedan el ejercicio del derecho de defensa 
de parte; a tener que acreditar extremos no previstos normativamente, ser 
objeto de exámenes médicos repetidos, superfluos o excesivos y a toda prác-
tica, proceso, medida, acto u omisión que implique un trato inadecuado, sea 
en el ámbito policial, judicial, de la salud o cualquier otro. (3) 

 (2) Véase el art. 1° de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad.

 (3) Véase el art. 3°, inc. k) del decreto 1011/2010, reglamentario de la ley 26.485.
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Gráfico 1. Procedimiento civil y penal
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L ine   a m ien   t o s  
de   g es  t i ó n  j u di  c i a l

1. Introducción

Muchas de las brechas y obstáculos en el acceso a la justicia derivan no solo 
de prácticas personales de operadores de la justicia y/o el crecimiento del 
caudal de causas, sino también –y de manera central– de la gestión judicial. 
Bajo este entendimiento, la propuesta de la ley modelo de Equipo Judicial 
Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional no solo involucra 
cuestiones sustantivas y procedimentales de derecho sino también enmarca 
estos cambios en iniciativas novedosas respecto a la organización y gestión 
de los servicios de justicia.

El diseño institucional y de gestión del Equipo Judicial Especializado se ins-
pira en buena parte en el Decálogo Iberoamericano para una Justicia de Ca-
lidad, que tiene una idea elemental: el Poder Judicial y su funcionamiento 
debe estar orientado al cumplimiento de las expectativas y requerimientos 
de la persona usuaria, y reconoce que “[l]a calidad de la Justicia tiene que 
involucrar no solo la satisfacción de las necesidades y expectativas de las 
personas usuarias en relación con el servicio público recibido, sino también 
incorporar la celeridad, la simplificación y la innovación de los procesos apro-
vechando eficientemente los recursos disponibles para la mejora continua de 
la gestión”. 

Uno de los principales puntos de la gestión judicial de calidad es fomentar 
servicios de justicia con un enfoque sistémico integral. La gestión de la cali-
dad permite la unificación de esfuerzos con el fin de asegurar la sostenibilidad 
de los objetivos y metas trazadas. Esta perspectiva de gestión de la calidad 
como sistema implica –tal como se menciona en el enunciado IV del Decálogo 
Iberoamericano– coordinación y cooperación. El Equipo Judicial Especializa-
do, en el marco de un Modelo de Atención Integral (MAI), ha sido pensado y 
diseñado teniendo estas premisas en mente.

Tal como se expuso en la investigación de este dossier, y en los motivos de 
esta iniciativa de Equipo Judicial Especializado, los juzgados unipersonales 
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con su clásica estructura y organización judicial, divididos en fueros y mul-
tiplicidad de instancias, procesos y presentaciones –que consecuentemente 
deben atravesar quienes desean acceder a una protección así como a una 
reparación de sus derechos en casos de violencia doméstica, sexual y/o insti-
tucional– son inadecuadas para respetar, proteger y garantizar los derechos 
en juego.

El acceso a la jurisdicción no solamente se garantiza con la posibilidad de 
ingreso de la pretensión al tribunal, sino que verdaderamente se plasma con 
la posibilidad de recorrer el camino procesal hacia la resolución final sin con-
vertir el proceso en una vía de tránsito interminable. Para esto es necesaria 
también cierta reingeniería judicial para ser más eficientes.

Este tipo de barreras en el acceso a la justicia y la idea de que es necesaria 
una transformación del sistema de justicia para aumentar su calidad, ha ido 
permeando, particularmente en la última década, en los sistemas judiciales de 
las provincias. Son varias las que han ensayado cambios, de mayor o menos 
envergadura y con diversos resultados, que cuentan con líneas de similitud 
con el proceso de reingeniería que acá se propone.

Por ejemplo, en Neuquén se diseñaron nuevos organigramas, dejando atrás 
las estructuras tradicionales del sistema inquisitivo y su organización vertical 
para pasar a una organización horizontal y colegiada. A la oficina judicial se 
la definió como una “organización de carácter instrumental que sirve de so-
porte y apoyo a la actividad jurisdiccional”. Compete a ella todo lo relativo a 
la función administrativa, quedando reservada toda tarea jurisdiccional a los 
jueces. Está expresamente prohibida la delegación de funciones, así como la 
intromisión de lxs magistrados en las decisiones administrativas. Se definieron 
como principios rectores en la actuación de la oficina judicial la celeridad, la 
desformalización, la eficiencia, la eficacia, la efectividad, la racionalidad en 
el trabajo, la mejora continua, la vocación de servicio, la responsabilidad por 
la gestión, la coordinación y la cooperación entre administraciones, a fin de 
brindar mayor acceso a la justicia (Bolán Reina, 2014).

Según Julia Amarilla Páez (2014), la provincia de Santa Fe desde 2014 tam-
bién ha experimentado un cambio institucional que apunta básicamente a dar-
le contenido al proceso de democratización del Poder Judicial, por lo menos en 
el ámbito del fuero penal. La ley 12.734 estableció en la provincia un nuevo Có-
digo Procesal Penal que reformulaba íntegramente el sistema de enjuiciamien-
to vigente, avanzando hacia el establecimiento de un proceso acusatorio. Esto 
requiere del cambio de un sistema basado en la lógica del “trámite” en el expe-
diente –como “recopilación sistemática de información protocolizada en actas 
organizadas cronológicamente”– a un sistema basado en la oralidad y la con-
tradicción, en el cual “los operadores van a vivir con la cara, con el dolor y con 
la alegría de los intervinientes” (Amarilla Páez, 2014, p. 32).

Entendiendo y tomando con la responsabilidad y seriedad que merece tal 
realidad y obligaciones, se presenta un paradigma organizacional del Equipo 
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Judicial que acompañe los cambios jurídicos propuestos. A continuación, se 
presenta la descripción.

2. Principales rasgos

Si bien existen diversas posibilidades de diseño organizacional de un sistema 
judicial, hay algunos principios rectores y rasgos básicos que son clave para 
lograr un funcionamiento más eficiente que el actual (Vargas Viancos, 2006).

La presente propuesta se basa en lo que se llama “caseflow management” –lí-
nea de acción–, que se basa en tres principios:

•	Desde la interposición de la demanda hasta la resolución definitiva del ex-
pediente, cualquier lapso adicional al razonablemente requerido para las no-
tificaciones, la actividad probatoria y del tribunal es inaceptable y debe ser 
eliminado.

•	Para alcanzar la justa y eficiente resolución de los casos es el juez, y no los 
abogados o las partes, quien debe controlar el ritmo del expediente.

•	Un fuerte compromiso de la judicatura es esencial para reducir las demoras 
del sistema.

2.1. Órganos pluripersonales

La organización de juzgados unipersonales no es adecuada para la realidad 
actual, tanto legal como social. Los juzgados unipersonales responden a un 
modelo en el que el trámite escrito y, consecuentemente, la delegación de 
funciones jurisdiccionales son la regla –es decir, los jueces no participan acti-
va ni directamente del caso–. Estos juzgados fueron diseñados pensando en 
conflictos del “ámbito público”, que excluyó por larguísimo tiempo las cues-
tiones consideradas “de la vida íntima”, lo que hoy conocemos como violen-
cia de género o incluso las violencias contra niños, niñas y adolescentes, el 
abuso sexual en la infancia, los abusos a adultos mayores dependientes, etc. 
Es decir, solo buscaba resolver los problemas que se suscitaban entre quienes 
eran considerados ciudadanos y sujetos de derecho plenos, pero no los de 
mujeres, niños, niñas, adolescentes y personas adultas mayores, “lxs otrxs” al 
margen de las preocupaciones estatales centrales. 

La propuesta es reemplazar estos juzgados unipersonales por un colegio de 
jueces (juzgados pluripersonales o variaciones similares). Este nuevo diseño 
aliviana a lxs magistradxs de todas las funciones de organización de perso-
nal y de audiencias, para que dediquen su tiempo a la tarea jurisdiccional, es 
decir, a juzgar. Asimismo, reemplaza el expediente y el sistema escrito por 
audiencias orales donde el/la magistrado/a escucha directamente a las partes 
y resuelve, en la medida de lo posible, las cuestiones que se planteen en ese 
momento. También, en este modelo, todxs lxs juecxs son competentes para 
resolver las peticiones de las partes, sin perjuicio de las normas prácticas de 
distribución del trabajo y las reglas para la apelación que se pudieran fijar. 
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El colegio de jueces tendría, en este Equipo Judicial, competencias unifica-
das en tanto propone que decidan sobre los aspectos tanto penales como 
civiles y de familia de cada conflicto; esto en pos de evitar la fragmenta-
ción de una situación que, en la realidad, no se plantea desagregada y que 
afecta a los grupos más vulnerables de forma sistémica: la violencia contra 
las mujeres, niños, niñas, adolescentes, adultos y adultas mayores, personas 
LGBTI+.

2.2. Separación de tareas jurisdiccionales de administrativas

Los/as jueces/zas solo llevan adelante las funciones jurisdiccionales, de 
modo tal que se concentran en garantizar el éxito de las audiencias; este 
modelo permite al juez llevar adelante su tarea indelegable de modo eficaz 
y eficiente (Kaminker & Salgado, p. 30). Entonces serán quienes deban lle-
var adelante audiencias y entrevistas; audiencias de recursos; resoluciones y 
sentencias; revisión; ejecución y cumplimientos (art. 57 de la Ley Modelo de 
Creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual 
e Institucional).

Las tareas administrativas quedan a cargo de un/a administrador/a del Tri-
bunal, quien es su máxima autoridad administrativa y es quien debe coor-
dinar con el colegio de juezas/ces las tareas de su competencia; dirigir las 
oficinas comunes del Equipo Judicial Especializado; implementar políticas 
de gestión tendientes a la mejora continua, con el acuerdo del colegio de 
juezas/ces; generar indicadores de gestión y metas para el cumplimiento 
de las pautas establecidas para la mejora continua, contando para este fin 
con el apoyo de las distintas áreas de las Cortes Supremas o tribunales su-
periores de esta jurisdicción y las propias del Equipo Judicial Especializado, 
necesarias para su implementación; publicar periódicamente, en formatos 
abiertos, los informes de rendición de cuentas a la ciudadanía relativos al 
funcionamiento del Equipo Judicial; dar seguimiento a la gestión a través 
de encuestas a las/os usuarias/os del sistema; procurar la agilización admi-
nistrativa de los trámites judiciales y optimizar la eficiencia en la atención 
al público, conjuntamente con el/la coordinador/a del área de recepción; 
determinar la agenda de trabajo con las/os coordinadoras/es y el colegio de 
juezas/ces para el cumplimiento de los objetivos de mejora fijados; procurar 
el manejo de todos los recursos del Equipo Judicial, debiendo coordinar con 
las áreas administrativas competentes del Poder Judicial; coordinar la entre-
ga de dispositivos tecnológicos de protección conforme a los protocolos de 
la materia; custodiar la documentación de las causas ingresadas al Tribunal; 
y ejercer las funciones de superintendencia en cuanto a mecanismos de con-
trol del desempeño de la gestión administrativa y, conjuntamente con el/la 
coordinador/a del área de procesos, en los aspectos judiciales (art. 57 de 
la Ley Modelo de Creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia 
Doméstica, Sexual e Institucional). 

Esta distinción entre funciones jurisdiccionales de las administrativas es clave, 
pues si hay algún grado de confusión entre ambas será muy difícil gestionar 
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los aspectos puramente administrativos con criterios técnicos y profesionales, 
dado que necesariamente tendría alguna injerencia el estamento jurisdiccio-
nal; y viceversa.

Por ejemplo, en Santa Fe, el flujo de trabajo que se proponen llevar adelan-
te en el fuero penal involucra a cinco unidades de gestión. Primeramente la 
Unidad de Atención al Público, que se encarga de la recepción e ingreso de 
la petición al sistema de gestión digital; la Unidad de Gestión de Audiencias y 
Soporte de Magistrados, que realiza el sorteo correspondiente; luego pasa a 
la Unidad de Administración de Causas, donde se recibe la petición y se pro-
cede a la programación de la audiencia correspondiente fijando fecha, hora y 
sala de realización, y notifica a las partes, para lo cual puede utilizar el soporte 
papel o el envío de un correo electrónico firmado digitalmente a las cuentas 
receptoras habilitadas a tal fin (controla la efectividad del proceso de notifi-
cación, emitiendo el reporte respectivo); nuevamente interviene la Unidad de 
Gestión de Audiencias y Soporte de Magistrados que prepara y registra la au-
diencia en soporte audiovisual; y por último, el flujo de trabajo cierra con una 
nueva intervención de la Unidad de Administración de Causas, a la que son 
devueltas las actuaciones a fin de proceder al control de resolución del juez, 
notificando lo resuelto de ser necesario e ingresando los datos en el sistema 
informático (Amarilla Páez, 2014, pp. 34-35).

En la ciudad de Buenos Aires el Ministerio Público Fiscal pasó de una admi-
nistración de modelo tradicional jerárquico –que enfatiza el cumplimiento de 
las normas y sigue un procedimiento de raíz jurídico– a una administración 
horizontal por objetivos y resultados, dirigida a la comunidad y a la presta-
ción de servicios, y preocupada por la calidad de atención y respuesta. Así, 
luego de dos años de trabajo, se implementó el nuevo diseño organizacional 
del Ministerio Público Fiscal, que incluye la redistribución de las funciones 
de fiscales, funcionarios y empleados de las fiscalías, como así también la 
reorganización en unidades especializadas que intervendrán en el curso de 
las investigaciones, conforme el flujo de casos (Ministerio Público Fiscal de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, s/f, pp. 8-9). 

El eje de la nueva gestión de la Fiscalía de la ciudad es la Unidad Fiscal, que 
está compuesta por una Unidad de Intervención Temprana (UIT), una Unidad 
de Tramitación Común (UTC) y los equipos fiscales, integrados por seis fisca-
les con competencia penal, contravencional y de faltas. La UIT es la boca de 
entrada de todos los casos. Toma intervención en la etapa inicial de cada uno 
de los legajos recibidos, evaluando y decidiendo según las características del 
episodio denunciado (salida alternativa del conflicto, finalización temprana 
del caso, solicitud de incompetencia o intervención del Equipo Fiscal para 
la investigación del hecho concreto). Su función es de suma importancia, ya 
que a través de su labor se concentra alrededor del 70% de los casos que 
ingresan al sistema, otorgando de este modo una respuesta rápida, racional y 
de calidad (Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
s/f, p 12).
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A su vez, la UTC, que actúa coordinadamente con la UIT y los equipos fiscales, 
tiene a su cargo dos funciones principales: gestionar las diligencias ordena-
das por los fiscales en las investigaciones y tramitar todas las cuestiones ad-
ministrativas de la Unidad Fiscal. De tal manera que esta estructura permite 
centralizar y agilizar las tareas de apoyo a la investigación, capacitando y es-
pecializando a sus operadores, además de optimizar la calidad y celeridad de 
las respuestas no solo con las dependencias judiciales, sino también con los 
organismos externos al MPF (Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, s/f, p. 13).

Finalmente, los equipos fiscales se encuentran abocados a dirigir las inves-
tigaciones, quedando liberados de tareas administrativas o procedimientos 
burocráticos. De esta forma los fiscales se concentran en el análisis jurídico y 
dirección de las investigaciones para encontrar a los culpables y recolectar las 
pruebas para su condena (Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, s/f, pp. 14).

2.3. Especialización

Quienes integren el Equipo Judicial Especializado deben, efectivamente, con-
tar con experiencia y antecedentes en la defensa de los derechos humanos, 
en perspectiva de género e interseccional (recordemos que uno de los objeti-
vos es visibilizar y responder a las necesidades y vulneración de derechos de, 
por ejemplo, personas adultas mayores) y la versación en las materias de la 
ley modelo, es decir, conocimientos sobre la manera en la que se estructuran 
las relaciones de poder que dan lugar a las violencias heterocispatriarcales 
como lo son la violencia doméstica, sexual e institucional, comprendiendo las 
particularidades de las violencias contra niñas, niños y adolescentes, contra 
adultxs mayores, contra miembrxs del colectivo LGBTI+, etc. La sensibiliza-
ción también se vuelve central en pos de desarrollar las herramientas actitu-
dinales necesarias para llevar adelante una tarea jurisdiccional respetuosa de 
los derechos humanos, cercana a quienes se encuentran en una situación de 
violencia. (1) 

Es necesario, entonces, que la especialización verse en doble sentido. Por 
un lado, en lo concerniente a la especialización en los tipos y ámbitos de 
violencia que ingresen al Equipo Judicial Especializado y, por otro lado, en lo 
respectivo a la unificación de las competencias civil y penal. 

En cuanto la especialización en los fenómenos de violencia doméstica, sexual 
e institucional en los términos de la ley, existen ciertos aspectos que deben 
ser considerados no de forma independiente, sino relacionalmente y con el 
mismo valor (ninguno sustituye al otro), pues únicamente de esta manera se 
pueden establecer las condiciones necesarias de las y los profesionales que 

 (1) Ver Curso de Transformación Actitudinal en Género (TAg), diseñado para el Cuerpo 
de Abogadas y Abogados en Víctimas de Violencia de Género, dependiente de la 
Subsecretaría de Acceso a la Justicia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
de la Nación.



Ley modelo de creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional | 121

Lineamientos de gestión judicial para el Equipo Judicial Especializado...

atenderían el problema de violencia doméstica, sexual y/o institucional: cono-
cimientos, habilidades, aptitudes, actitudes. 

Los conocimientos se refieren al grado de comprensión que lxs profesiona-
les tienen sobre la problemática de violencia de la que se trate y los marcos 
referenciales teóricos de donde parte su accionar. Es necesario que el/la pro-
fesional muestre apertura a la hora de incorporar nuevos conocimientos y 
establezca una actitud crítica sobre las concepciones y prácticas existentes. 
Estos conocimientos deben incluir los aportes que se han hecho tanto desde 
las teorías de género y feministas al problema como de los avances actuales 
que en materia de teorías del conocimiento existen.

En cuanto las habilidades y destrezas, se hace referencia a las experticias 
técnicas y metodológicas que se deben desarrollar o tener en el momento 
que entrar en contacto con la usuaria. Son las prácticas que despliegan en la 
atención de la violencia que viven las mujeres, niñxs y adolescentes, adultxs 
mayores, etc., como las habilidades que responden igualmente al conocimien-
to y comprensión que se tenga sobre la problemática.

En lo respectivo a la actitud, se señalarán las capacidades, disposición y com-
petitividades que, en el plano personal, se requiera que tenga el profesional 
que estará a cargo de la atención de los casos de violencia doméstica, sexual 
y/o institucional. Es decir, hacen referencia a las capacidades cognitivas y pro-
cesos como a las características emocionales y de personalidad.

Por último, las actitudes determinan la forma de respuesta aprendida y rela-
tivamente permanente. Es una predisposición a responder a alguna clase de 
estímulo con cierta clase de respuesta, sea afectiva, cognitiva o conductual 
(Consejo de la Judicatura de Ecuador, s/f).

En tanto el segundo aspecto necesario de especialización, la unificación de 
competencias civiles y penales, se plantea como respuesta a una de las ba-
rreras más difíciles de afrontar por parte de las víctimas: la repetición del 
relato, la multiplicidad de lugares a los que deben acudir en donde se hablará  
del mismo hecho con distintas personas, la necesidad de escindir aspectos 
de un mismo conflicto dependiendo el fuero del que se trate. Dadas las re-
laciones de poder establecidas entre victimario y víctima en el caso de la 
violencia doméstica, sexual e institucional, se hace necesario comprender la 
subordinación emocional, simbólica e incluso posiblemente económica, en la 
que se encuentre quien se anima a denunciar. No es menor este hecho, ya 
que si mantenemos la división de fueros para atender estos casos, estamos 
obligando a mujeres cis, trans, demás personas del colectivo LGBTI+, a adul-
tas y adultos mayores, a niñxs y adolescentes y a personas con discapacidad 
a que deban recorrer repetidas veces distintos establecimientos judiciales, 
declarando y presentando pruebas de diferente tipo, debiendo conseguir  
abogadxs del fuero civil (en general, como “no penal”, dado que puede incluir 
también el fuero de familia) y penal, incurriendo no solo en una erogación 
monetaria que difícilmente sea capaz de realizar, sino además pretendiendo 
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que sea capaz de sostener todo ese proceso, sola/o, sin prácticamente ningún 
acompañamiento estatal. 

Sumado a esto, los expedientes radicados en cada fuero tienen poca o nula 
conexión entre sí, tomándose en consecuencia medidas incoherentes y dis-
locadas que buscan solucionar un solo conflicto pero atacando desde dos 
aristas que poco tienen que ver en la práctica. 

2.3.1. La oralidad

La efectiva oralidad es garantía del debido proceso y el acceso a la justicia, a 
la vez que es un modo de efectivizar la inmediación del juez, la concentración 
de los actos y la economía procesal, reduciendo los tiempos totales de inicio 
a fin de un caso. 

La priorización de la oralidad exige dotar a los juzgados de una organización 
diferente, que trabaje con otros métodos, los cuales se centran en las audien-
cias y ya no en el expediente como hito central del proceso. 

Al corporizar la presencia de los sujetos del conflicto en las audiencias, se 
fuerza a los operadores judiciales, tanto jueces como abogadas, y a las partes 
mismas, a realizar un esfuerzo comunicacional diferente al que la escritura 
exige. De este modo, el juez adquiere una visión de la prueba mucho más 
objetiva y cercana a los hechos que cuando accede a ella a través de actas 
escritas por terceros (Chayer & Marcet, 2017, p. 11).

En nuestro país se ha avanzado lentamente en la incorporación de la oralidad 
e inmediatez, tanto en el ámbito civil como el penal, aunque con distintos 
ritmos y grados de efectividad. 

En materia civil, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación ha 
avanzado con la oralidad efectiva en 17 jurisdicciones a julio de 2018, con seis 
de ellas (provincias de Buenos Aires, San Luis, Formosa, Mendoza, Santa Fe y 
Entre Ríos) en plena ejecución, con resultados extremadamente alentadores 
(Chayer & Marcet, 2018).

Algunas de las experiencias en materia penal fueron puestas en marcha en 
Santiago del Estero, Neuquén, Santa Fe, La Pampa, Mendoza, San Luis, por 
mencionar algunas. Además, en provincias como Córdoba su implementación 
se encuentra en etapa de planificación (Panero, 2018), al igual que en Entre 
Ríos (“Jueces de toda la provincia se capacitan sobre oralidad en procesos 
civiles”, 2018) y San Juan (“Fuero civil: del papel a la palabra”, 2018). 

En Santiago del Estero, a partir de 2009 y con el establecimiento del sistema 
acusatorio adversarial penal, se comenzó una prueba piloto para incorporar 
oficinas de gestión de audiencias en el fuero penal (Renolfi, 2014). Actual-
mente se encuentran trabajando para la implementación de la oralidad y la 
gestión judicial por audiencias en el fuero civil (“En la segunda mitad de 2018 
se incorporará la oralidad a los procesos civiles”, s/f). 
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En 2011 la Legislatura de Neuquén aprobó por unanimidad el nuevo Código 
de Procedimiento Penal (Bolán Reina, 2014, p. 15). Dentro de los cambios que 
propone se encuentra la oralidad y publicidad en todas las etapas del proce-
so, la organización horizontal y colegiada de los jueces y la mayor importancia 
de la víctima como sujeto del proceso penal. 

Las oficinas judiciales en La Pampa fueron creadas por el Código Procesal 
Penal (ley provincial 2287), y comenzaron a funcionar en 2011 (Schijvarger, 
2014). Actualmente se encuentran próximos a iniciar una prueba piloto de 
oficinas judiciales en el fuero civil (Reyes, 2018).

La Suprema Corte de Mendoza se pronunció en 2008 sosteniendo que:

... el procedimiento escrito es (y lo sigue siendo) el responsable, 
en gran medida, de la demora en el servicio de Justicia, y que se 
debía reemplazar por la oralidad, que garantizaba la concentra-
ción de los actos, mayor acceso, menor costo, un juez que sea un 
verdadero director del proceso, que concilie, que con su inmedia-
tez y concentración de actos procure y garantice el saneamien-
to procesal, la celeridad, la economía procesal, la igualdad, que 
prevenga y sancione cuando corresponda. La oralidad exige al 
juez una labor individual e individualizada, atención constante y 
dirección judicial eficaz (Quiroga Nanclares, 2017, p. 30).

A mediados de agosto de 2017 se aprobó el nuevo Código Procesal Civil, 
Comercial y Tributario de la provincia de Mendoza, que hace fuerte hincapié 
en la oralidad de los procesos, como así también en su celeridad y concentra-
ción. El Código impone a los jueces el deber de encontrarse presentes “tanto 
[en] las audiencias como [en] las diligencias de prueba en las que así se in-
dique”, lo que no podrá “ser delegadas en otros funcionarios, bajo pena de 
nulidad” (“Mendoza estrena su nuevo Código Procesal”, 2018). 

Las ventajas de una oralidad efectiva han sido harto difundidas; proponerla 
como motor del rediseño del proceso de conocimiento permite, además, lo-
grar algunas adicionales (Chayer & Marcet, 2018, pp. 15-16) como las que se 
exponen a continuación:

•	El control del período probatorio en forma plena por el juez, entendiendo por 
tal el control del plazo en que se cumplirá y las medidas de prueba que se 
llevarán adelante en ese tiempo.

•	Concentrar en una única oportunidad todas las diversas audiencias que al 
presente se cumplen en momentos sucesivos a lo largo de meses.

•	La eliminación del soporte papel para esas audiencias de vista de causa o 
de prueba, reemplazándolo por videograbación, ahorrando de ese modo el 
tiempo de la transcripción y la dedicación de un empleado del juzgado.

•	El acortamiento de los plazos hasta la terminación del proceso, dado que al 
finalizar la audiencia el juez ya dispone normalmente de toda la información 
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que requiere para llegar a una resolución (salvo que reste alguna prueba, lo 
cual sería la excepción y no la regla).

•	El abandono de las prácticas de delegación informal y la necesaria presencia 
personal del juez como funcionario público que busca una solución al conflic-
to que se le presenta a su conocimiento.

•	La coherencia y uniformidad en las prácticas de gestión para que los usuarios 
sepan que, más allá de en qué juzgado recayó su asunto, el trámite que se 
llevará adelante será substancialmente similar, y que tendrán la posibilidad de 
que el juez realmente atienda en forma personal su conflicto.

•	Brindar un instrumento adicional a los tribunales de alzada para comprender 
la valoración de la prueba realizada por el juez de primera instancia, ya que 
podrán acceder a la videograbación de la audiencia y percibir por sí mismos 
la fuerza de convicción de los testimonios y de las declaraciones allí registra-
das.

•	La progresiva descongestión de las oficinas judiciales, que se logrará con el 
control del período probatorio y de los plazos reales del proceso, así como 
con la liberación de recursos humanos capacitados, hoy absorbidos por la 
toma de audiencias, que podrán dedicarse a otras tareas.

Llevar procesos por audiencias significa dedicar muchas menos horas en total 
a cada expediente; pero de modo oportuno, con muchas más calidad, efi-
ciencia y eficacia. El factor tiempo es central a la hora de definir las cualida-
des propias de cada proceso. El tiempo de duración de los procesos es una 
preocupación constante no solo de los operadores habituales del derecho 
sino de los propios integrantes de la comunidad, que lo ven como un factor 
determinante, tanto para decidir si utilizar o no el servicio de la jurisdicción 
como cuando se ven constreñidos a someterse a esta. En cualquiera de los 
dos casos se pretende una solución no solo justa sino también rápida de la 
controversia.

El concepto de “plazo razonable”, esencialmente indeterminado, depende 
en cuanto a su aplicación práctica de las circunstancias que rodean el caso 
concreto: tipo de proceso; partes que intervienen; derechos en tratamiento; 
naturaleza de las pretensiones esgrimidas; complejidad del asunto sujeto a 
debate; pruebas a producir efectivamente necesarias y conducentes para la 
dilucidación de la cuestión ventilada; cuestión científica controvertida que 
eventualmente se plantee; necesidad de transitar vías recursivas ordinarias o 
extraordinarias; etc. (Chayer & Marcet, 2018, p. 14).

Dado que con una gestión judicial diferente el centro del proceso no será el 
expediente sino la audiencia, los recursos del tribunal deben colocarse en 
función de la más eficiente organización de estas.

El juez es el recurso más significativo, y los funcionarios y empleados ya no 
colaboran en construir la decisión judicial sino que pasan a encargarse de 
otras tareas, aquellas referidas a las oficinas comunes. Este modelo requiere 
recursos, salas de audiencias y agenda común, gestionados desde una ofi-
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cina que un conjunto de jueces comparte, junto a un equipo de trabajo que 
los apoye para que estos solo se encarguen de su labor jurisdiccional (Chayer & 
Marcet, 2018, p. 2).

2.4. Trabajo colaborativo con otras disciplinas

Esta ley modelo parte de asumir que la perspectiva interdisciplinaria facilita el 
análisis de sus problemas de modo que, al instrumentar las correspondientes 
soluciones, la organización logre “hacer justicia”, pero también “administrar 
justicia”. Es decir, “hacer justicia” como expresión de la actividad jurisdiccio-
nal que comporta la razón de ser del sistema; “administrar justicia” a la luz de 
la tarea que sirve de apoyo a la primera, y que involucra la gestión del per-
sonal y de los procesos, junto con la administración de los recursos al efecto 
necesarios (Passos de Freitas & Palma, 2015, p. 9).

Ahora bien, la interdisciplinariedad también se vuelve fundamental en el acceso 
mismo a la justicia en tanto los casos de violencia doméstica, de violencia sexual 
y de violencia en espacios que se suponen de cuidado (institucional) presentan 
una serie de características particulares que hacen a la necesidad de articular una 
intervención estatal que rebalse los límites tradicionales de “la Justicia”. 

La Dra. Manes lo explica claramente sosteniendo que: 

... existe consenso generalizado respecto a que en los casos de 
violencia familiar, esta expresa un ciclo en donde el vínculo en-
tre agresor/a y agredido/a reproduce diferentes momentos y 
etapas como las de tensión, arrepentimiento y crisis. En conse-
cuencia, puede que pese a encontrarse en una situación en la 
que no aflore el conflicto o la agresión extrema, el sometimiento 
de la víctima no cesa y por consiguiente, esta no se encuen-
tre en una situación de libertad suficiente para tomar decisio-
nes desvinculadas de esa relación de subordinación. Por ese 
motivo, es indispensable que al abordar este tipo de casos y 
mucho más aún si lo hacemos desde el ámbito del derecho 
penal, que supone el ejercicio del iuspuniendi, se lo haga des-
de una perspectiva interdisciplinaria, que permita comprender 
integralmente la problemática (CApel. Penal, Contrav. y Faltas 
CABA, Sala III, “Bisignano, Oscar Genaro s/ infr. art(s). 149 bis, 
Amenazas -CP (p/ L 2303)-”, 25/10/2012, causa 0053630-00-
00/10, voto de la Dra. Silvina Manes).

Los informes interdisciplinarios, consecuentemente, permiten tener un cono-
cimiento más acabado de la problemática en cuestión y ayudan a definir el 
modo de intervención de los/as especialistas jurídicos. Las líneas de abordaje 
en cada situación singular requiere de una mirada integral, que no fragmen-
te al sujeto y proponga posibilidades superadoras desde el diálogo desde 
los diversos marcos disciplinares. La modalidad de trabajo interdisciplinaria 
procura dar una intervención global a estas situaciones (Camp, Casal & Koj-
damanian Favetto, 2014).
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La interdisciplinariedad no debe limitarse solo a los primeros contactos de la 
víctima con el Poder Judicial y la producción de informes, sino que es algo 
necesariamente transversal a todo el proceso, hasta la instancia de senten-
cia e incluso, posteriormente, con el control de ejecución de la misma. Los 
conocimientos jurídicos no dan cuenta de las necesidades de las personas 
victimizadas de un modo acabado, sino que solo brindan una perspectiva 
–valga la redundancia– jurídica. Es entonces menester incorporar otras dis-
ciplinas para el abordaje de las diversas situaciones pasibles de presentarse. 
Así, el Equipo Judicial Especializado y los organismos que funcionen dentro 
del Modelo de Atención Integral (MAI) deben ser capaces de realizar un se-
guimiento de cada víctima a lo largo del proceso e incluso luego de tomarse 
las distintas medidas; es decir, en la instancia de control de ejecución de 
sentencia (a cargo del área de ejecución), procurando su bienestar y acceso 
a las medidas de garantía, así como su acompañamiento y contención. Asi-
mismo, el cumplimiento del deber de producción de estadísticas debe ser 
realizado por el personal del Equipo Judicial Especializado que se desem-
peñe en áreas como la sociología y la antropología. Lo mismo sucede con la 
idoneidad necesaria para desempeñarse como administradora del Tribunal: 
conocimiento en administración de organizaciones o de ingeniería industrial 
podrían ser clave. 

Por ejemplo, en la reestructuración del Ministerio Público Fiscal de la ciudad 
de Buenos Aires se procuró contar con indicadores claros de gestión, cuya 
medición demuestre el impacto y evolución del nuevo proceso mediante re-
sultados precisos. Así, se incrementaron los índices de resolución de conflic-
tos y se logró una reducción en los tiempos de tramitación, y, por ende, en los 
niveles de conflictividad. La fijación de indicadores y la constante búsqueda 
de superación de los niveles de efectividad implica el cumplimiento de metas 
concretas (Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
s/f, p. 15).

2.5. Economías de escala

La calidad del servicio de justicia debe integrar los conceptos de eficiencia y 
eficacia. El primero de ellos hace referencia a la optimización de los resulta-
dos alcanzados en relación con el uso de los recursos disponibles e invertidos 
en su consecución. Por otro lado, la eficacia es el logro de los objetivos, metas 
y estándares orientados a la satisfacción de los requerimientos y expectativas 
de la persona usuaria.

Estos cambios en gestión judicial buscan aprovechar al máximo las econo-
mías de escala, introduciendo unidades jurisdiccionales grandes que faciliten 
concentrar en ellas un mayor número de decisiones administrativas a la par 
de profesionalizar los mecanismos para su adopción. Esto permite también 
aplanar la estructura judicial.

Se trata de generar un trabajo cooperativo que, respetuoso de la indepen-
dencia judicial, permita el desarrollo de una labor conjunta para procurar 
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una mejor respuesta a la comunidad, tal como se verifica en otras latitudes 
como Canadá, España, etc. (Garavano & Palma, 2005). Esto, aprovechan-
do los recursos existentes, implica disminuir sustancialmente la cantidad de 
funcionarios por cada juez, ya que, independientemente de la cantidad de 
magistradxs, las funciones básicas que se realizan con independencia de 
la cantidad de jueces son realizadas por el mismo personal (Sáez Martín,  
p. 24).

En las provincias donde se comenzaron con reformas judiciales, como en La 
Pampa, el principal cambio sobre el que se debió trabajar fue la migración del 
status quo de la organización administrativa prevista en el régimen anterior 
a una gestión administrativa de cartera masiva. Esto ocurre porque en el sis-
tema que se abandonó existían múltiples organizaciones administrativas de 
menor escala que trabajaban bajo la supervisión de un juez o de un tribunal 
colegiado. Surgió, entonces, la necesidad de homogeneizar criterios para in-
tegrar una oficina administrativa de cartera masiva que se vincula con todos 
los jueces de control, con los jueces de ejecución y con los jueces de juicio; 
esto implicó el trabajo continuado y sostenido que permitiera pasar de ser un 
grupo de personas afectados a trabajar en la oficina judicial a ser un equipo 
de trabajo operando y aprovechando las economías de escala (Schijvarger, 
2014, p. 36).

2.6 Profesionalización de la administración

Los jueces, como abogadxs, no tienen ni preparación ni especiales habilidades 
para los temas de gestión. La incorporación de administradores con poder 
propio y real es quizás una de las revoluciones más importantes; es un punto 
que se relaciona a la necesidad de interdisciplinariedad en el funcionamiento 
de los distintos órganos del Tribunal. 

En La Pampa, la gestión de las estructuras administrativas de juzgados o Cá-
maras ha sido tradicionalmente ejecutada de manera exclusiva por profesio-
nales del derecho y no por profesionales de la gestión. Esto ha cambiado por 
cuanto el llamado a concurso a cubrir las vacantes de jefe y subjefe de oficina 
judicial ampliaba, para el caso del cargo de subjefe, la participación a licencia-
dos en Administración, ingenieros industriales y profesiones relacionadas con 
la gestión, adicionalmente a los abogados (Schijvarger, 2014, p. 38).

También en Mendoza, el Poder Judicial, a partir de la identificación de una 
serie de problemas, diagramó como solución una gestión judicial asociada 
que incluyera, como visión institucional de la Suprema Corte: una propuesta 
de oficina judicial que permitiera la transición hacia la oralidad en los proce-
sos, la “despapelización” de la justicia, el expediente virtual y la incorporación 
de mayor número de decisores (jueces), entre otras; ello, con el objeto de 
desvincular de lo administrativo al juez y unirlo exclusivamente a la resolución 
de las causas, lo que exigía nuevas formas de trabajo, nuevos roles y nuevas 
funciones, más flexibles (Quiroga Nanclares, 2017, p. 28).
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3. Eficiencia de los componentes de un modelo de gestión 

El Centro de Estudios de Justicia de las Américas propone la siguiente tabla 
para visualizar la mayor o menor eficiencia de los distintos componentes de 
un modelo de gestión judicial (Vargas Viancos, 2006, p. 10):

EFICIENCIA

Menor Mayor

Funciones jurisdiccionales  
y administrativas

Mezcladas Diferenciadas 

Distribución de jueces
Tribunales unipersonales 
separados

Tribunales formados  
por un conjunto de jueces

Liderazgo en temas de gestión
Colectivo de jueces (instancia 
colegiada)

Juez presidente

Encargado de la administración 
del Tribunal

Juez o secretario Administrador profesional

Coordinación interinstitucional 
(Ministerio Público, Policía, 
Defensoría Pública, demás 
servicios auxiliares)

Inexistentes o informales. Cen-
trada en la cúpula. Sin concre-
tar acuerdos o sin seguimiento 
de los mismos.

Instancias formales, con 
reuniones periódicas y repre-
sentantes de los niveles opera-
tivos. Generación de acuerdos 
escritos y seguimiento de los 
mismos.

Rol de empleados
Funciones cuasijurisdiccio-
nales

Funciones de secretaría  
y apoyo no jurisdiccional

Funciones de los empleados Compartimentos estancos Polifuncionalidad 

Modelo de producción
Trabajo individual (modelo  
de producción artesanal)

Equipos de trabajo (modelo 
de producción en serie)

Metas e incentivos
Ausencia de metas e incenti-
vos formales

Existencia de un sistema de 
metas e incentivos de gestión

Capacitación
Capacitación informal, teórica 
e individual

Capacitación formal, práctica 
y como unidad de trabajo

Perfil de los empleados Con formación jurídica
Con formación profesional  
o técnica en su área  
de especialidad

Distribución de la carga  
de trabajo

Sistemas rígidos (radicación) Sistemas flexibles (flujo)

Sistema de información y 
seguimiento de casos

Manual y poco utilizado
Informatizado y alimentando 
permanentemente las decisio-
nes de gestión

Evaluación

Ocasional, sin indicadores 
previamente definidos, no aso-
ciada a la toma de decisiones 
y secreta

Periódica, en función de 
indicadores previamente de-
finidos, asociada a la toma de 
decisiones y pública

4. Pasos a seguir en la planificación de la implementación

Tanto por razones históricas como por la notoria indiferenciación de las acti-
vidades de los jueces y funcionarios judiciales no suelen distinguirse los dis-
tintos tipos de actividades que realizan y que están sometidas a reglas muy 
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diferentes. Existen funciones jurisdiccionales y funciones administrativas. Lo 
estrictamente jurisdiccional tiene que ver con la toma de decisiones sobre el 
litigio y la percepción de un modo directo de la prueba y los argumentos de las 
partes. Todo lo demás, por más que sea necesario, ingresa en la órbita de lo 
administrativo, ya sea el trámite de los casos como la administración del flujo 
de insumos. 

Por otro lado, es bastante usual que al sistema judicial se le asignen objetivos 
de gran alcance y de imposible evaluación, como realizar justicia, asegurar 
la ley, garantizar la vida en común. Esa asignación de “finalidades” no pue-
de ser tomada en cuenta de un modo directo para la rendición de cuentas. 
Esas finalidades deben estar mediadas por objetivos, metas y tareas mucho 
más concretas. Los objetivos deben ser diseñados de tal manera que puedan 
ser evaluados en un tiempo determinado o por situaciones determinadas; las 
metas son los pasos intermedios para lograr un determinado objetivo; y las 
tareas de las cuales se debe rendir cuenta deben estar siempre orientadas al 
logro de una meta. 

La fijación de objetivos se debe hacer según necesidades sociales y no cri-
terios internos de organización, como por ejemplo prevenir la violencia do-
méstica. El objetivo tiene que ver con los resultados sociales del accionar 
judicial. Las metas pueden ser tanto logros parciales del objetivo como metas 
técnicas o administrativas –necesarias para lograr el objetivo–; por ejemplo, 
tener el despacho organizado o reducir los tiempos puede ser una meta para 
lograr luego un objetivo. 

Si se tiene conciencia de los resultados, se fijan objetivos y metas, luego se 
diseñan tareas que se agrupan por razones de eficiencia y se diseña la estruc-
tura de soporte para esas tareas.

Es necesario plantearse el producto deseado y tener claros los criterios de 
eficiencia que se desean implantar en el sistema, y luego será necesario tener 
una aproximación lo más precisa posible a la demanda y la carga de trabajo 
esperada para el sistema judicial que se propone.

Las preguntas elementales que deben responderse en esta etapa están 
asociadas al número y tipos de casos que ingresarán en determinados lap-
sos de tiempo, los factores que pueden influir en ese volumen esperado, 
las características de los usuarios, la duración esperada de los litigios, el ín-
dice probable de recursabilidad (promedio de recursos que se interponen 
en cada causa judicial) así como el perfil de los usuarios (Vargas Viancos, 
2006, p. 11).

Para apreciar de un modo más preciso la demanda esperada y poder traducir-
la en carga de trabajo concreta para los diversos operadores, es conveniente 
operar con unidades de medida más sofisticadas de las que hasta la fecha se 
han usado en los sistemas judiciales de nuestros países. La unidad de medida 
normal en ellos es la “causa, denuncia o expediente judicial”, en circunstancia 
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de que la información que esta medida entrega es ambigua y poco exacta. 
Consecuentemente, puede pensarse en una contabilización a través de una 
“relación” formada por una imputación y un imputado determinado, de forma 
tal que una misma denuncia pueda dar lugar a varias relaciones en la medida 
en que sean varios los delitos que se le imputan o varias las personas imputa-
das (Vargas Viancos, 2006, p. 13). De este modo, el Equipo Judicial Especia-
lizado se propone –según el art. 32 de la ley modelo– la creación del Sistema 
Integral de Actuaciones sobre Hechos de Violencia previstos en esta ley, el 
cual debe especificar: edad, estado civil, situación laboral, nivel de instrucción 
alcanzado, cobertura en salud, identidad de género, nacionalidad/provincia 
de origen, lugar de residencia actual, tipo de discapacidad si tuviera, hijos/as 
con la persona denunciada, antecedentes penales, tanto de la persona que 
padece violencia como de la persona denunciada; vínculo con vista, naturale-
za de los hechos, medidas adoptadas y sus resultados, así como las sanciones 
impuestas a la persona denunciada. Asimismo, debe permitir identificar de-
nuncias previas referidas a la víctima radicadas en las dependencias policiales 
de esta jurisdicción.

En el análisis de los recursos actuales con los que se cuenta en el espacio 
donde quiere reestructurarse la gestión judicial, deben tomarse los recursos 
humanos y los recursos materiales.

En cuanto a los recursos humanos, es necesario concentrarse en el recurso 
fundamental: los jueces. Es necesario saber su número y estatus dentro de la 
carrera judicial, así como su nivel de capacitación e involucramiento o adhe-
sión al nuevo modelo. Los mismos parámetros deberán pensarse con respec-
to a los operarios judiciales (Vargas Viancos, 2006, p. 14).

En lo relativo a los recursos materiales, deberán evaluarse de modo pormeno-
rizado los siguientes aspectos: conocer en detalle el estado y las caracterís-
ticas de la infraestructura judicial como también la situación jurídica de esos 
inmuebles; conocer el estado del equipamiento tecnológico ya existente, su 
ubicación física, su nivel de utilización, su integración en redes, las licencias e 
idoneidad del software con el que se cuenta; conocer los recursos presupues-
tarios con los que se cuentan del modo más desagregado posible (Vargas 
Viancos, 2006, p. 15).

A partir de toda la información recopilada, analizada y procesada, resulta ade-
cuado partir por la construcción de un flujograma preciso con todas las eta-
pas y acciones que deben realizarse durante la tramitación de los procesos. 
Ese flujograma debiera permitir agrupar las distintas funciones, separando en 
un primer término lo que es administrativo de lo que es propiamente jurisdic-
cional, e identificando, dentro de lo administrativo, lo que debiera ser tarea de 
unidades diferenciadas (Vargas Viancos, 2006, p. 21).

Deben especificarse con precisión los roles que cumple cada unidad, de for-
ma tal que no se produzcan traslapes entre ellas. Será necesario definir estas 
competencias en función de resultados y no de procesos, de forma tal que 
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haya desde un comienzo un compromiso claro con su consecución (Vargas 
Viancos, 2006, p. 23). 

5. Cuestiones complementarias

Un componente complementario pero que se torna fundamental para mejo-
rar o empeorar el trabajo en relación a la carga que se enfrenta es el sistema 
informático que se utiliza. Su correcta elección no debe atender solo a las 
necesidades de los tribunales y a los costos involucrados, sino también a las 
características de las licencias (si serán o no propiedad del Poder Judicial), 
al grado de dependencia que les impongan los proveedores y las posibilida-
des que existan para adaptar el sistema a cambios legislativos o en el mo-
delo de gestión. Resulta fundamental apreciar las aptitudes de los sistemas 
de seguimiento de casos para generar, en forma automática y sin esfuerzos 
mayores, estadística útil y el grado de complementariedad del sistema con 
los que poseen otras instituciones del sector con las cuales será muy desea-
ble que existiera algún tipo de interconexión (Vargas Viancos, 2006, p. 33).

También se hace necesario contar con manuales operativos no solo para orde-
nar y estandarizar el trabajo al interior de los tribunales, sino también porque 
el proceso de su construcción en sí es un excelente momento para develar 
buenas prácticas y luego replicarlas y sistematizarlas (Vargas Viancos, 2006, 
p. 34). Además, instalar un mecanismo de incentivos suele tener buenos resul-
tados; es importante que estos sean tanto positivos como negativos y que no 
solo tengan naturaleza económica (Vargas Viancos, 2006, p. 37).
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Anexo: materiales complementarios

ANEXO I

Propuesta arquitectónica para el Modelo de Atención Integral
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Ley modelo 

Equipo Judicial 
Especializado en Violencia 

Doméstica, Sexual  
e Institucional  

 
Subsecretaría de Acceso a la justicia 

 

¿De qué se trata? 

- Competencia unificada: competente en los procesos de 
carácter civil y penal en los que estén implicadas situaciones 
de violencia doméstica, sexual e institucional. 

- Especialización: en estos ámbitos y tipo de violencia, con 
perspectiva de género e interseccional. 

- En el marco de un modelo de atención integral: donde se 
concentren y/o se coordinen otros servicios estatales que 
hacen al sistema de justicia (distinto de más estrictamente un 
sistema judicial) 

- Gestión judicial: no más juzgados unipersonales sino un 
Colegio de Jueces/zas. Además, habrá oficinas comunes: área 
de recepción, área de proceso y área de ejecución que 
dependen de un/a Administrador/a del  Equipo y no de los/as 
jueces/zas. Separación de tareas jurisdiccionales de 
administrativas 

- Oralidad: como modo de efectivizar la inmediación de las/os 
juezas/ces, la concentración de los actos y la economía 
procesal. 

 

ANEXO II

Presentación para difusión (1)

(1) Esta presentación se encuentra disponible en línea en:  https://drive.google.com/
open?id=199Y0xKdHrjr_-cYybjpSWWCmGmQZm9YH
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1. Diseño institucional:  

- Multiplicidad de fueros. 
- Fragmentación del conflicto. 
- Ausencia de registros de información unificados. 

 
2. Prácticas judiciales:  

-    Falta de coordinación institucional. 
-    Victimización secundaria. 

 
3. Deficiencias en la aplicación de la ley 26.485: 

-    Medidas de protección estandarizadas inadecuadas 
-    Incumplimiento y falta de sanción de las medidas de 
protección. 

¿Por qué especializado y 
unificado? 

− Violencia doméstica: violencia en el ámbito de las 
relaciones interpersonales íntimas que conformen 
una situación de ejercicio de poder y control, 
generalmente marcado por relaciones generizadas. 

- Delitos sexuales. 
- Violencia institucional: se entiende por violencia 

institucional aquella que es ejercida contra una 
persona adulta mayor, joven, niñe u otra personas 
que vive en un lugar donde recibe servicios de 
cuidado a largo plazo, ya sea en forma temporaria o 
permanente, realizada por el personal encargado de 
la atención y el cuidado de la persona, por acción u 
omisión, que dañe su dignidad, libertad, intimidad, 
salud o integridad física, psicológica, sexual, 
reproductiva o económica. 

Competencia: violencia doméstica, 
sexual e institucional? 
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− Casi un tercio de las mujeres que han mantenido 
una relación de pareja han sido víctimas de 
violencia física o sexual por parte de ella  
(OMS, 2013, p. 2). 

 
- La Oficina de Violencia Doméstica de la CSJN 

atendió en 2015 a 11.348 personas afectadas por 
violencia doméstica. De estas, el 65% fueron 
mujeres, el 14% niñas y el 12% niños. El rango etario 
predominante entre las denunciantes fue de 30 a 39 
años de edad (OVD, 2015, pp. 1-2). 

 

- En 2016 el número de víctimas de femicidios fue 
de  254  en todo el país: 249 mujeres cisgénero y 5 
travestis/trans (Oficina de la Mujer, 2016, pp. 7-8). 

 
 

¿Por qué especializado en violencia 
doméstica, sexual e institucional? 

- Respecto a las personas adultas mayores, entre 2014-
2015, la Línea 144 recibió 3678 llamados de personas de 
entre 60 y 102 años. El 97% son mujeres en situación de 
violencia, mientras que un 3% corresponde a varones 
(CNM, 2016, pp 3-4). 

 
- Entre octubre de 2006 y marzo de 2017, el Programa Las 

Víctimas contra las Violencias atendió en la Ciudad de 
Buenos Aires a 5646 niños, niñas y/o adolescentes 
víctimas de violencia sexual.  

 
- Las mujeres y las niñas con discapacidad tienen tres 

veces más posibilidades que las mujeres y niñas sin 
discapacidad de sufrir abusos sexuales y físicos  
(Comité de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, 2014).  
 
 
 
 
 

¿Por qué especializado en 
violencia doméstica, sexual e 

institucional? 
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Objetivos 

-   Instaurar un nuevo paradigma organizacional 

-   Dar respuestas judiciales integrales a las  
    víctimas.  

- Mitigar los efectos negativos de la violencia 
(victimización primaria) y evitar la victimización 
secundaria. 

- Visibilizar y dar respuestas a otros grupos en 
situación de vulnerabilidad (ej.: personas 
adultas mayores). 

- Prevenir nuevos episodios y casos de violencia.  

 
 

Ventajas 

- Evita la fragmentación de conflicto. 

- Disminuye la victimización secundaria. 

- Desalienta el solapamiento de estructuras 
estatales. 

- Optimiza recursos. 

- Promueve pensar los casos integralmente y no de 
forma compartimentalizada a partir de 
“competencias” (penal, civil, familia…). 

- Separa las tareas adminsitrativas y 
jurisdiccionales. 

- Integra otros servicios. 
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Principios 

Artículo 4°: 

- Proceso oral por audiencias. 

- Inmediación: las audiencias deberán realizarse por 
las/os juezas/ces del Equipo Judicial Especializado. 

- Acceso a justicia y debido proceso. 

- Rendición de cuentas: se garantiza la transparencia y  
participación ciudadana mediante la rendición de 
cuentas a la comunidad. 

- Amplitud probatoria. 

- Perspectiva de género. 

- Perspectiva interseccional. 
 

Diseño organizacional 

 

- Colegios de juezas/ces: pasar del modelo de juzgado 
unipersonal a un modelo de tribunal pluripersonal. 

- Administrador/a del Tribunal: tiene a cargo las oficinas 
comunes. 

- Oficinas comunes: área de recepción, área de proceso y área 
de ejecución.  

- Fiscalías, defensorías y asesorías tutelares especializadas. 

 

El hito central ya no es el expediente, sino la audiencia, que 
garantiza inmediatez, oralidad y evitar la revictimización. 
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Procedimiento penal 

Procedimiento civil 
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Procedimiento civil + 
penal 

Comisión 
sobre ley modelo para la creación del Equipo 

Judicial 
 
Poder Judicial 
Tribunal Superior de Justicia de Córdoba  
Corte Suprema de Justicia de Tucumán  
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal 
Consejo de la Magistratura (CABA) 
 
Poder Ejecutivo 
Susbsecretaría de Acceso a la Justicia 
Programa Justicia 2020 
Dirección Nacional de Política Criminal en Materia de Justicia y Legislación 
penal 
Cuerpo de Abogadas y Abogados para Víctimas de Violencia de Género 
 
Ministerio Público 
Ministerio Publico Tutelar (CABA) 
Procuración General de la Provincia de Salta 
Ministerio Público Fiscal (CABA) 

 
Academia 
Universidad de San Andrés 
Universidad Nacional de La Plata 
Universidad de Palermo 
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Justicia 2020 

En el Eje 4.3– “Acceso a la justicia: 
género, trata y discapacidad”- se 

encuentra la iniciativa “Equipo Judicial 
Especializado en Violencia Doméstica, 

Sexual e Institucional”. 

Allí se suben documentos, se debate 
sobre las propuestas y se receptan 

sugerencias. 

www.justicia2020.gob.ar  

Subsecretaría de Acceso a la Justicia 
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ANEXO III

Tabla 1. Iniciativas provinciales
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Tabla 1. Iniciativas provinciales (continuación)
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Anexo: materiales complementarios

Tabla 1. Iniciativas provinciales (continuación)
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ad
es

 d
e 

Tr
an

sm
is

ió
n

 S
ex

u
al

 (
19

9
9

).

D
ec

re
to

 2
13

9
/2

0
0

0
 d

e 
re

g
la

m
en

ta
ci

ó
n

 d
e 

la
 le

y 
5

13
3

. 

L
ey

 5
27

3
 d

e 
C

re
ac

ió
n

 d
el

 R
eg

is
tr

o
 d

e 
D

eu
-

d
o

re
s 

A
lim

en
ta

ri
o

s 
M

o
ro

so
s 

(2
0

0
1)

.
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n
c
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e
ro
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 v
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c
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m
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R
e
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rm
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d

ic
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le
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p
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ra
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e
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ra

r 
e

l 
a
b

o
rd

a
je

 d
e

 l
o

s 
c
a
so

s
In

ic
ia

ti
v
a
s 

p
a
ra

 l
a
 

a
te

n
c
ió

n
 i
n

te
g

ra
l

O
tr

a
s 

n
o

rm
a
ti

v
a
s

L
a 

P
am

p
a

• 
L

ey
 1

0
8

1 
d

e 
cr

ea
ci

ó
n

 d
el

 
S

er
vi

ci
o

 E
sp

ec
ia

l p
ar

a 
la

 
E

rr
ad

ic
ac

ió
n

 d
e 

la
 V

io
le

n
ci

a 
F

am
ili

ar
 (

19
8

8
),

 m
o

d
ifi

ca
d

a 
p

o
r 

la
 le

y 
22

76
 (

20
0

6
) 

q
u

e 
m

o
d

ifi
ca

 la
 le

y 
10

8
1. 

• 
L

ey
 1

9
18

 s
o

b
re

 v
io

le
n

ci
a 

d
o

m
és

ti
ca

 y
 e

sc
o

la
r 

(2
0

0
0

).

• 
L

ey
 2

5
5

0
 d

e 
ad

h
es

ió
n

 a
 la

 
le

y 
2
6

.4
8

5
 (

2
0

10
).

L
ey

 1
3

3
3

 d
e 

cr
ea

ci
ó

n
 d

el
 S

er
vi

ci
o

 d
e 

A
yu

d
a 

al
 N

iñ
o

 M
al

tr
at

ad
o

. 

L
a 

R
io

ja

• 
L

ey
 6

5
8

0
 d

e 
V

io
le

n
ci

a 
F

am
ili

ar
.

• 
D

ec
re

to
 1

0
3

9
/1

9
9

9
 d

e 
re

g
la

m
en

ta
ci

ó
n

 d
e 

la
  

L
ey

 6
5

8
0

 d
e 

V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

.

R
es

o
lu

ci
ó

n
 7

5
 b

is
/2

0
0

6
: c

re
a 

la
 O

fi
ci

n
a 

d
e 

A
se

so
ra

m
ie

n
to

 y
 A

si
st

en
ci

a 
a 

la
 V

íc
ti

m
a 

d
el

 D
el

it
o

.

M
en

d
o

za

• 
L

ey
 6

6
72

 d
e 

V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

 (
19

9
9

).

• 
L

ey
 6

18
2 

d
e 

V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

 e
n

 C
ó

d
ig

o
 P

ro
ce

sa
l 

P
en

al
 (

19
9

4
).

• 
L

ey
 8

9
3

2 
d

e 
C

re
ac

ió
n

 
d

el
 P

ro
g

ra
m

a 
d

e 
C

en
tr

o
s 

d
e 

A
b

o
rd

aj
e 

d
el

 A
g

re
so

r 
(2

0
16

).

• 
L

ey
 8

9
3

1 
d

e 
C

re
ac

ió
n

 d
el

 
S

is
te

m
a 

G
eo

re
fe

re
n

ci
al

 d
e 

M
o

n
it

o
re

o
, S

u
p

er
vi

si
ó

n
, 

R
as

tr
eo

 y
 A

le
rt

a 
E

le
ct

ró
n

ic
o

 
(2

0
16

).

L
ey

 6
0

8
0

 s
o

b
re

 d
er

ec
h

o
s 

d
e 

la
 v

íc
ti

m
a 

es
ta

b
le

ci
d

o
s 

en
 e

l C
ó

d
ig

o
 P

ro
ce

sa
l P

en
al

 
(1

9
9

3
).

L
ey

 8
9

3
3

 d
e 

ad
h

es
ió

n
 a

 la
 le

y 
27

.2
3

4
 

(2
0

16
).

Tabla 1. Iniciativas provinciales (continuación)
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c
ia

 
in

tr
a
fa

m
il
ia

r

R
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a
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 d
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s
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ic
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v
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p
a
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 l
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a
te

n
c
ió

n
 i
n

te
g

ra
l

O
tr

a
s 

n
o

rm
a
ti

v
a
s

M
is

io
n

es

• 
L

ey
 3

3
25

 d
e 

V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

 (
19

9
6

).

• 
L

ey
 4

4
0

5
 m

o
d

ifi
ca

 la
  

L
ey

 3
3

25
 (

20
0

7)
.

• 
D

ec
re

to
 2

6
6

8
 r

eg
la

m
en

ta
 

la
 le

y 
4

4
0

5
 (

20
0

8
).

• 
L

ey
 IV

-6
8

, d
e 

ad
h

es
ió

n
 

p
ro

vi
n

ci
al

 a
 la

 le
y 

n
ac

io
- 

n
al

 2
6

.4
8

5
.

N
eu

q
u

én

• 
L

ey
 2

21
2
 d

e 
P

ro
te

cc
ió

n
 y

 
A

si
st

en
ci

a 
C

o
n

tr
a 

lo
s 

A
ct

o
s 

d
e 

V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

 (
19

9
7)

.

• 
D

ec
re

to
 3

16
8

/1
9

9
8

 d
e 

re
-

g
la

m
en

ta
ci

ó
n

 d
e 

la
 le

y 
22

12
.

• 
L

ey
 2

78
5

 d
e 

R
ég

im
en

 d
e 

P
ro

te
cc

ió
n

 In
te

g
ra

l p
ar

a 
P

re
ve

n
ir,

 S
an

ci
o

n
ar

 y
 E

rr
a-

d
ic

ar
 la

 V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

 
(2

0
12

).
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Ley modelo de creación del Equipo Judicial Especializado en Violencia Doméstica, Sexual e Institucional | 151

Anexo: materiales complementarios
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c
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rd
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 d
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s
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te

n
c
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n
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n

te
g

ra
l

O
tr

a
s 

n
o

rm
a
ti

v
a
s

R
ío

 N
eg

ro

• 
L

ey
 3

0
4

0
 d

e 
V

io
le

n
ci

a 
F

am
ili

ar
 (

19
9

6
).

• 
D

ec
re

to
 9

0
9

/2
0

0
3

 d
e 

re
g

la
m

en
ta

ci
ó

n
 d

e 
la

  
le

y 
3

0
4

0
.

L
ey

 3
2
0

5
 s

o
b

re
 V

iv
ie

n
d

as
 d

el
 In

st
it

u
to

 d
e 

P
la

n
ifi

ca
ci

ó
n

 y
 P

ro
m

o
ci

ó
n

 p
ar

a 
C

en
tr

o
s 

d
e 

A
te

n
ci

ó
n

 In
te

g
ra

l d
e 

la
 V

io
le

n
ci

a 
F

am
ili

ar
 

(1
9

9
8

).

D
ec

re
to

 6
5

6
/2

0
0

2
 d

e 
C

re
ac

ió
n

 d
e 

la
 U

n
i-

d
ad

 E
je

cu
to

ra
 P

ro
vi

n
ci

al
 p

ar
a 

la
 A

te
n

ci
ó

n
 a

 
la

 V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

.

D
ec

re
to

 4
75

/2
0

0
3

 d
e 

ra
ti

fi
ca

ci
ó

n
 d

el
 c

o
n

-
ve

n
io

 d
e 

co
o

p
er

ac
ió

n
 y

 a
si

st
en

ci
a 

té
cn

ic
a 

en
tr

e 
el

 P
o

d
er

 J
u

d
ic

ia
l y

 e
l M

in
is

te
ri

o
 d

e 
S

al
u

d
 y

 D
es

ar
ro

llo
 S

o
ci

al
.

L
ey

 D
 4

6
5

0
 d

e 
ad

h
es

ió
n

 a
 la

 le
y 

n
ac

io
- 

n
al

 2
6

.4
8

5
.

S
al

ta

L
ey

 7
4

0
3

 d
e 

P
ro

te
cc

ió
n

 
d

e 
V

íc
ti

m
as

 d
e 

V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

 (
20

0
6

),
 m

o
d

ifi
ca

d
a 

p
o

r 
la

s 
le

ye
s 

74
0

6
 (

20
0

6
) 

y 
74

9
0

 (
20

0
8

).

L
ey

 7
8

57
 q

u
e 

cr
ea

 c
in

co
 ju

zg
ad

o
s 

d
e 

vi
o

le
n

ci
a 

fa
m

ili
ar

 y
 d

e 
g

én
er

o
 (

20
14

).

L
ey

 7
8

9
6

 q
u

e 
cr

ea
 lo

s 
d

ef
en

so
re

s 
o

fi
-

ci
al

es
 d

e 
vi

o
le

n
ci

a 
fa

m
ili

ar
 y

 d
e 

g
én

er
o

 
(2

0
15

).

E
n

 m
ay

o
 d

e 
20

18
 s

e 
 

in
au

g
u

ró
 e

l P
o

lo
 In

te
-

g
ra

l d
e 

la
s 

M
u

je
re

s.
 

L
ey

 7
8

57
 d

e 
d

ec
la

ra
ci

ó
n

 d
e 

em
er

g
en

-
ci

a 
y 

co
m

p
le

m
en

ta
ri

as
 (

2
0

14
) 

–d
ec

re
-

to
s 

2
6

70
/2

0
16

, 2
6

72
/2

0
15

, 2
76

2/
20

15
, 

3
6

5
6

/2
0

15
, 9

6
4

/2
0

16
)–

. 

Tabla 1. Iniciativas provinciales (continuación)
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c
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R
e
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a
s 
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d
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p
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e
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e
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a
b

o
rd

a
je

 d
e
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o
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c
a
so

s
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ic
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v
a
s 

p
a
ra

 l
a
 

a
te

n
c
ió

n
 i
n

te
g

ra
l

O
tr

a
s 

n
o

rm
a
ti

v
a
s

S
an

 J
u

an

• 
L

ey
 6

5
4

2 
so

b
re

 V
io

le
n

ci
a 

C
o

n
tr

a 
la

 M
u

je
r 

(1
9

9
4

).

• 
D

ec
re

to
 2

8
1/

19
9

6
 q

u
e 

re
g

la
m

en
ta

 la
 le

y 
6

5
4

2.

• 
L

ey
 6

9
18

 q
u

e 
re

al
iz

a 
m

o
d

ifi
ca

ci
o

n
es

 a
 la

 a
n

te
ri

o
r 

le
y 

(1
9

9
8

).

• 
L

ey
 7

9
4

3
 o

 9
8

9
-E

 d
e 

P
re

ve
n

ci
ó

n
 d

e 
la

 V
io

le
n

ci
a 

C
o

n
tr

a 
la

 M
u

je
r 

(2
0

0
9

).

• 
L

ey
 1

3
17

-S
 q

u
e 

fo
rt

al
ec

e 
la

 
ap

lic
ac

ió
n

 d
e 

la
 le

y 
26

.4
8

5
 

en
 la

 P
ro

vi
n

ci
a 

d
e 

S
an

 J
u

an
 

(2
0

15
).

L
ey

 1
3

17
-S

 d
e 

ad
h

es
ió

n
 a

 la
 le

y 
26

.4
8

5
.

S
an

 L
u

is

• 
L

ey
 I-

0
0

0
9

-2
0

0
4

 d
e 

V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

.

• 
L

ey
 I-

0
9

27
-2

0
15

 m
o

d
ifi

ca
-

to
ri

a 
d

e 
la

 L
ey

 d
e 

V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

.

L
ey

 II
-0

9
2
6

-2
0

15
: i

n
co

rp
o

ra
 p

er
sp

ec
ti

va
 

d
e 

g
én

er
o

 a
 la

 f
o

rm
ac

ió
n

 d
el

 p
er

so
n

al
 d

e 
se

g
u

ri
d

ad
 p

ú
b

lic
a.

L
ey

 I-
0

9
2
5

-2
0

15
: c

re
a 

u
n

 O
b

se
rv

at
o

ri
o

 d
e 

V
io

le
n

ci
a 

C
o

n
tr

a 
la

 M
u

je
r.

S
an

ta
 C

ru
z

L
ey

 2
4

6
6

 d
e 

P
ro

te
cc

ió
n

 
co

n
tr

a 
la

 V
io

le
n

ci
a 

F
am

ili
ar

.
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P
ro

v
in

c
ia

L
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c
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c
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fa

m
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r

R
e

fo
rm

a
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ju
d

ic
ia

le
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p
a
ra
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e

jo
ra

r 
e

l 
a
b

o
rd

a
je

 d
e

 l
o

s 
c
a
so

s
In

ic
ia

ti
v
a
s 

p
a
ra

 l
a
 

a
te

n
c
ió

n
 i
n

te
g

ra
l

O
tr

a
s 

n
o

rm
a
ti

v
a
s

S
an

ta
 F

e

• 
L

ey
 1

1.5
29

 (
19

9
7)

 d
e 

V
io

-
le

n
ci

a 
F

am
ili

ar
.

• 
D

ec
re

to
 1

74
5/

20
0

1 
re

g
la

-
m

en
ta

 la
 L

ey
 1

1.5
29

.

• 
L

ey
 1

3
.3

4
8

 (
2
0

13
) 

ad
h

ie
re

 
a 

la
 L

ey
 2

6
.4

8
5

.

• 
D

ec
re

to
 4

0
.2

8
/2

0
13

 q
u

e 
re

g
la

m
en

ta
 a

 la
 L

ey
 1

3
.3

4
8

.

S
an

ti
ag

o
 d

el
 

E
st

er
o

• 
L

ey
 6

3
0

8
 d

e 
V

io
le

n
ci

a 
F

am
ili

ar
 (

19
9

6
).

• 
D

ec
re

to
 1

70
1/

19
9

7 
d

e 
p

u
es

ta
 e

n
 f

u
n

ci
o

n
am

ie
n

to
 

d
e 

la
 c

o
m

is
ar

ia
 d

el
 m

en
o

r 
y 

la
 m

u
je

r.

• 
L

ey
 6

9
70

 d
e 

ad
h

es
ió

n
 a

 
la

 le
y 

24
.4

17
 d

e 
P

ro
te

cc
ió

n
 

C
o

n
tr

a 
L

a 
V

io
le

n
ci

a 
F

am
ili

ar
 

(2
0

0
5

);
 m

o
d

ifi
ca

 a
 la

  
le

y 
6

3
0

8
.

• 
L

ey
 7

0
3

2
 d

e 
ad

h
es

ió
n

 a
 la

 
le

y 
2
6

.4
8

5
 (

2
0

11
).

L
ey

 7
18

4
 d

e 
C

re
ac

ió
n

 d
el

 J
u

zg
ad

o
 d

e 
G

én
er

o
 (

20
16

).
L

ey
 6

7
17

 d
e 

C
re

ac
ió

n
 d

el
 R

eg
is

tr
o

 d
e 

D
eu

-
d

o
re

s 
A

lim
en

ta
ri

o
s 

M
o

ro
so

s 
(2

0
0

5
).
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R
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 d
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c
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O
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T
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a 

d
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F

u
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• 
L
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ANEXO IV

Guía de entrevistas para funcionarios y expertas (1) 

Nombre:

Institución: 

Cargo:

AVISO: Al realizarse la entrevista debe tenerse en cuenta el factor so-
cioeconómico, la identidad de género y la edad de la persona entrevis-
tada.

1. Relación proceso penal–civil  

¿Identifica problemas en la coordinación entre los procesos civiles y penales 
en estos casos?

¿Cree que existen dificultades para llevar el proceso civil y penal en paralelo? 
¿Cuáles? (identificar dificultades específicas para las víctimas, pero también 
para los testigos, las medidas de prueba, visitas a tribunales, testimonios de 
las víctimas, etc.). 

2. Reformas institucionales 

¿Qué reformas institucionales cree que podrían ayudar a resolver estos pro-
blemas/los obstáculos identificados?

¿Considera importante que exista una sola institución de ingreso de las de-
nuncias?

2.1. Fuero unificado 

¿Cree que un fuero unificado (civil y penal) especializado en violencia domés-
tica y sexual podría ayudar? 

¿Qué consideraciones habría que tener en cuenta en caso de implementarse 
el fuero unificado? ¿Cree que habría dificultades? ¿De qué tipo? (por ejemplo: 
resistencia de ciertos actores, desafíos de tipo procesales, etc.).

 (1) Se seleccionarán las preguntas a realizar de acuerdo a perfil y experiencia de cada 
entrevistada/o.
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¿Conoce experiencias de fueros unificados y especializados? ¿Cuáles (iden-
tificar mejores/“peores” experiencias)? (2)  ¿Qué aspectos positivos rescata 
de tales experiencias? ¿Qué aspectos negativos identifica del modo de fun-
cionamiento? 

¿Cree que el fuero unificado debiera funcionar para todos los casos de 
violencia en el ámbito doméstico (por ejemplo, incluir entonces a varones 
adultos mayores) o solamente en los casos que afecten a las mujeres, 
adolescentes, niñas y niños? ¿Por qué? 

2.2. Modelo de Atención Integral (MAI)

¿Cree que un modelo de atención integral podría resolver alguna de estas 
cuestiones? ¿Cuáles sí, cuáles no?

¿Cuáles serían para Ud. los aspectos que habría que contemplar? ¿Qué 
tipo de consideraciones especiales habría que tener en cuenta a la hora de 
implementar el proyecto de MAI? ¿Habría dificultades? ¿De qué tipo? 

 ¿Cree que sería conveniente avanzar en un MAI para violencia doméstica y 
sexual, o solo doméstica? ¿Por qué?

¿Conoce experiencias de MAI? ¿Cuáles (identificar mejores/“peores” 
experiencias)? (3) ¿Qué aspectos positivos rescata? ¿Qué aspectos negativos 
identifica del modo de funcionamiento?

3. Datos

¿Permiten los registros existentes identificar las causas iniciadas en el fuero 
penal por hechos típicos de violencia doméstica (lesiones leves, lesiones gra-
ves, amenazas, delitos contra la integridad sexual, delitos contra la libertad, 
homicidios)?

¿Los registros actuales receptan los casos de repitencia? 

4. Inicio de la denuncia

¿Identifica problemas en la recepción de las denuncias?

¿Las instituciones que reciben denuncias en la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires tienen equipos interdisciplinarios de atención? 

¿Identifica barreras institucionales  para realizar una denuncia formal en el 
fuero civil? ¿Y en el penal? ¿Cuáles son esas barreras?

 (2) Si la respuesta es afirmativa, preguntar si el entrevistado tiene contactos o referen-
tes para conversar.

 (3) Si la respuesta es afirmativa, preguntar si el entrevistado tiene contactos o referen-
tes para conversar.
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Una vez realizada la denuncia (sea en sede civil y/o penal), ¿identifica pro-
blemas en las derivaciones a los restantes servicios (por ejemplo, asistencia 
psicológica, tramitación de un subsidio)?

¿Cómo evalúa los procesos de elaboración de diagnósticos de riesgo en casos 
de violencia doméstica? ¿Hay diferencias relevantes según qué institución 
realice estos diagnósticos? ¿Qué diferencias? ¿Y en los casos de violencia  
sexual?

Las características sociodemográficas de las víctimas de violencia doméstica 
(edad, género, situación socioeconómica), ¿se traducen en barreras institu-
cionales específicas para realizar la denuncia formal/para la tramitación de 
medidas de protección/para el juicio en general, en los procesos civiles o 
penales? (por ejemplo, una mujer adulta, un varón adulto mayor, una niña). 
Profundizar en los temas de vulnerabilidad por falta de recursos económicos 
(discapacidad, pobreza, identidad de género, migrantes, cantidad de niños a 
cargo). 

5. Asistencia legal a víctimas  

¿Las víctimas conocen las medidas de protección y los derechos que las am-
paran?

¿Qué aspectos cree que podrían mejorarse en la asistencia legal pública a las 
víctimas? (¿qué está fallando/faltando?).

6. Acompañamientos 

¿Cuál es su percepción sobre el impacto del proceso judicial en las vícti-
mas? 

¿Cuáles son los mecanismos que Ud. considera más adecuados para brindar 
una protección social óptima a las víctimas de violencia en el ámbito 
doméstico? ¿Y respecto de las víctimas de violencia sexual?

¿Estima necesario un acompañamiento más cercano a las víctimas a lo largo 
del proceso judicial? (por ejemplo, para que la asesore en los pasos legales 
y no legales a seguir, para brindarle información sobre el juicio o para re-
sponder sus dudas) ¿Qué tipo de acompañamiento? ¿Conoce alguna buena 
experiencia?

¿Existen instancias de acompañamiento terapéutico a las víctimas? ¿Cómo las 
evalúa? ¿Los profesionales de apoyo terapéutico participan de algún modo en 
el proceso judicial? ¿Qué cambios sugeriría tener en cuenta?

¿Existen instancias de acompañamiento terapéutico a los victimarios? En 
caso de que no existan, ¿considera que serían necesarias?
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7. Proceso civil

De acuerdo a su experiencia, ¿cuáles son los principales problemas en el fun-
cionamiento actual de la justicia civil en los casos de violencia doméstica en 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires? 

7.1. Medidas de protección (exclusiones del hogar, órdenes de 
no acercamiento, de acuerdo con las leyes 24.417 y 26.485 en la 
justicia civil) 

¿Cuáles son las medidas de protección cuyo cumplimiento genera más incon-
venientes? ¿Cuáles son estos inconvenientes?

7.2. Alimentos

¿Cuál es su percepción sobre los procesos institucionales de gestión de las 
cuotas alimentarias? ¿Cree que podrían organizarse de una manera más ágil? 

7.3. Asignación de guarda y custodia de hijos (cuidados parentales) 

¿Qué problemas identifica en términos institucionales para la gestión de estos 
casos? ¿Cómo podrían mejorarse?

¿Cree que hay instituciones con las que se debería establecer articulaciones 
o gestionar la guarda y custodia de hijos de otra forma? ¿Se articula dicha 
gestión con el Consejo de Derechos o con algún otro espacio de protección 
de derechos de niños? En caso de que no se haga, ¿cree que sería necesario?

8. Proceso penal 

De acuerdo a su experiencia, ¿cuáles son los principales problemas en el fun-
cionamiento actual de la justicia penal en los casos de violencia doméstica en 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires?

De los estudios surge que existen resistencias en el dictado de medidas de 
protección en el marco del proceso penal, ¿cuál es su opinión al respecto? 
(¿identifica problemas en la aplicación/resultado de estas medidas?).

Por favor, desarrolle su opinión respecto de los siguientes aspectos del pro-
ceso penal:

•	Tiempos del proceso.

•	Testimonios (revictimización).

•	Pruebas.

•	Acompañamiento a las víctimas.

¿Cuáles son los mayores inconvenientes en la producción de las pruebas? 
(explorar: credibilidad del testimonio de violencia, elementos que se pueden 
expresar en pruebas, medidas solicitadas y denegadas u otorgadas) ¿A qué 
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los atribuye? ¿Hay diferencias relevantes entre los casos de violencia domésti-
ca y aquellos de violencia sexual?

De acuerdo a su experiencia ¿Identifica problemas en la interacción de los ór-
ganos de la justicia penal con otros organismos gubernamentales (por ejem-
plo: servicio social, OVD, consejo del niño)? ¿Existen instancias de articulación 
y cooperación institucional entre estas instituciones (por ejemplo: para rel-
evamiento de información, comunicaciones, etc.)?

De acuerdo a su opinión/experiencia ¿Las/os operadores judiciales (inclui-
dos los defensores y fiscales) tienen la formación adecuada para trabajar con 
víctimas de violencia doméstica/sexual? (distinguir si fuera necesario civil de 
penal) ¿Cómo califica el trato hacia las víctimas? ¿Cómo podría mejorar?

¿Identifica barreras específicas en las respuestas dadas por la justicia con-
travencional de la Ciudad de Buenos Aires? (la mayoría de los casos son por 
hostigamiento).

¿Los dispositivos institucionales existentes: les permiten identificar si 
las víctimas denunciaron previamente situaciones de violencia? ¿Tienen 
procedimientos especiales para el tratamiento en estos casos?

9. Percepción sobre las necesidades de las mujeres

De acuerdo a su experiencia, ¿qué tipo de respuesta buscan de manera prio-
ritaria las víctimas?: ¿que se la proteja del agresor mediante medidas de no 
acercamiento?, ¿qué se lo investigue y eventualmente castigue penalmente?, 
¿que se le brinde ayuda económica?, ¿que se le dé apoyo terapéutico?

Para la víctima, ¿son lo mismo el proceso civil y el penal? ¿En qué le parece se 
diferencian para la víctima? 
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